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Ministro Arturo Zaldívar
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
y del Consejo de la Judicatura Federal
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá
Presidente de la Primera Sala
Señoras Ministras y Señores Ministros de este Alto Tribunal
Señoras Consejeras y Señores Consejeros del Consejo de la 
Judicatura Federal
Señoras y Señores de la sociedad que hoy nos honran escuchándonos

Ha transcurrido un periodo más de labores en esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. Sin duda, un año laboral de retos, aprendizajes, pero sobre 
todo, compromiso de todas las personas que integramos este Alto Tribunal.

Comparezco por segunda vez ante el Tribunal Pleno para rendir el 
informe de labores de la Segunda Sala; mi segundo año como Presidente 
de ese órgano colegiado. En esta ocasión, las circunstancias que apremian al 
mundo y a nuestro país, me llevan a hacerlo a través de esta plataforma 
tecnológica, que nos ha permitido seguir cumpliendo la delicada tarea de 
impartir justicia, respetando así nuestro compromiso constitucional de garan­
tizar la protección de los derechos humanos sin comprometer la salud de 
las personas que laboramos en este Alto Tribunal.

Este año nos demostró, que las circunstancias por las que atraviesa 
nuestro país impactan en el ejercicio de nuestra función y además, nos exigen 
tener la sensibilización para acercarnos a la sociedad frente a la que somos 
responsables, apartándonos quizás de los protocolos y formalidades caracte­
rísticas de ocasiones como la que hoy nos convoca, con el propósito de infor­
mar respecto de los resultados que hemos alcanzado en este año que finaliza.
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Como es de su conocimiento, en el mes de enero de este año se incor­
poró a la Sala un nuevo integrante, el Ministro Luis María Aguilar Morales. 
Como también saben, hace casi dos años, mi compañera y compañeros de 
Sala me honraron al elegirme como Presidente, depositando su confianza 
en mí para desempeñar esa encomienda por un periodo de dos años.

Con sentimientos encontrados, el día de hoy ese ciclo llega a su fin. 
Periodo en el que sin duda, el apoyo y confianza de mi compañera y compañe­
ros hizo posible emprender diversas acciones que nos permitieron alcanzar los 
resultados que a continuación informo.

DATOS ESTADÍSTICOS Y ACCIONES EMPRENDIDAS

Como ustedes saben, la emergencia sanitaria provocada por el virus 
SARS-CoV-2, que causa la enfermedad de COVID-19, el 17 de marzo de este 
año nos llevó a suspender los plazos para la tramitación y resolución de los 
expedientes. Fue hasta el 20 de abril cuando se reanudó la resolución de 
los asuntos a nuestro cargo.

Esa suspensión redujo considerablemente el número de sesiones en 
las que, semanalmente, la Segunda Sala tiene la oportunidad de resolver los 
asuntos que las personas someten a nuestro conocimiento.

El reto era muy grande. Pese a tales dificultades, tuvimos que continuar 
las acciones que hasta entonces habían logrado eficientar nuestras labores 
garantizando la tendencia de disminuir el número de asuntos pendientes de 
resolución, pero esta vez, enfrentándonos al uso de nuevas tecnologías 
de la información y herramientas informáticas que, además, tuvieron que ser 
adaptadas para poder continuar la tramitación de los expedientes, fijando 
acciones que permitieran ponerlos en estado de resolución a pesar de los 
plazos suspendidos.

Sin duda alguna, una de las acciones que facilitó solventar las dificulta­
des propias de la contingencia sanitaria fue la optimización de los recursos 
humanos al momento de elaborar las sentencias. Me explico.

Hace un año, la Segunda Sala instauró dos tipos de sesiones, las de 
ponencia conjunta y las ordinarias. Recordaré que en las primeras se resuel­
ven únicamente amparos directos en revisión que no reúnen los requisitos 
constitucionales de procedencia, recursos de reclamación y conflictos com­
petenciales, mientras que en las segundas, nos concentramos en debatir 
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con gran detalle y profundidad los asuntos de fondo que competen constitu­
cionalmente a la Sala.

La relevancia de distinguir entre ambos tipos de sesión no radica única­
mente en la cantidad o número de asuntos que se resuelven, sino también en 
la decisión de la Segunda Sala de elaborar sentencias que me permitiré llamar 
"simplificadas" y que ahora expongo.

Desde hace ya algunos años, el poder reformador de la Constitución ha 
realizado importantes esfuerzos para consolidar a la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación como un verdadero Tribunal Constitucional que se enfoque 
en el conocimiento y resolución de asuntos que impacten al ordenamiento 
jurídico por su importancia y trascendencia. Desde nuestro punto de vista, 
se trata de que este Alto Tribunal se concentre en el examen de asuntos que 
doten de contenido a los derechos humanos reconocidos por la Constitución 
y los tratados internacionales, así como de interpretar las funciones de las 
instituciones jurídicas y democráticas que favorecen la existencia de una 
democracia constitucional.

Sin embargo, en los últimos años se ha venido incrementando la interpo­
sición de recursos de revisión en amparo directo, de recursos de reclamación 
y de conflictos competenciales, cuyo objeto de análisis se centra en cues­
tiones formales y de procedencia, muchas veces incluso en determinar si 
un medio de defensa se hizo valer dentro de los plazos legales. Seré claro, 
del 100% de los asuntos que ingresaron este año a la Segunda Sala, el 57.55% 
correspondió a este tipo de asuntos que acabo de mencionar, es decir, más de 
la mitad de los asuntos que ingresan a la Segunda Sala tienen por objeto deci­
dir cuestiones meramente formales que no implican el pronunciamiento 
sobre la interpretación, alcance y respeto de los derechos humanos.

Por ello, la Segunda Sala decidió que no bastaba reunir estos asuntos 
en una sesión de ponencia conjunta –lo que de suyo ayudó en su discusión–, 
sino que además, era necesario crear sentencias claras, precisas y en forma­
tos breves, es decir, en formatos sencillos y simplificados que, igual que 
otros tribunales constitucionales del mundo, son contundentes en dar solu­
ción concreta a los problemas de procedencia de un medio de defensa, o bien, 
de legal competencia entre tribunales colegiados del Poder Judicial de la 
Federación.

De esta manera, el análisis y los esfuerzos argumentativos de quienes 
integramos la Segunda Sala se concentra en los asuntos de fondo que impac­
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tarán en el orden jurídico nacional y no en resoluciones que, incluso, única­
mente tengan por objeto decidir si un medio de defensa fue o no interpuesto 
oportunamente.

Sin duda, esta acción logró mejorar el análisis y la calidad de nuestras 
sentencias de fondo pero, además, contribuyó a disminuir el número de asun­
tos pendientes de resolución al cierre estadístico de este año, como a conti­
nuación informo.

En este año ingresaron a la Segunda Sala 1,635 asuntos que, sumados 
a los 319 en existencia en el periodo inmediato anterior, generaron un total de 
1,954 expedientes.

En el periodo que se informa, egresaron 1,815 asuntos, lo que representa 
el 92.88% del total con el que se contaba a inicios de año, quedando pen­
dientes de resolución 139 expedientes, es decir, que pese a la contingencia 
sanitaria y el periodo de suspensión de plazos, la Segunda Sala logró tener 
un saldo de 56.43% menor que el existente al cierre del año anterior. De tales 
asuntos, 837 fueron fallados en sesiones ordinarias y 898 en sesiones de 
ponencia conjunta; además, un total de 13 asuntos fueron remitidos al Tribunal 
Pleno o a la Primera Sala para su resolución, y 67 causaron baja por acuerdo 
de Presidencia.

En este punto quiero hacer mención de un aspecto relevante, de los 
139 asuntos pendientes de resolución al 30 de noviembre de este año, 59 asun­
tos se encontraban ya proyectados y listados para ser discutidos y resueltos 
en las sesiones del 2 y el 9 de diciembre, es decir, casi el 50% de nues­
tros asuntos restantes se encontraban listos para ser resueltos antes del cierre 
de año, destacando que, en su mayoría, se trata de asuntos que no pudieron 
ser resueltos oportunamente por problemas en la tramitación e integración de 
los expedientes derivados de la contingencia sanitaria como la imposibilidad 
de notificar a las autoridades por el cierre de algunas de sus oficinas, tal 
como constantemente anuncié en las sesiones públicas celebradas vía remota.

Con las acciones emprendidas, la Ministra y los Ministros integrantes de 
la Segunda Sala logramos cumplir los objetivos impuestos: terminar con menos 
asuntos en trámite y pendientes de sentencia respecto del número con el 
que iniciamos el periodo pero, sobre todo, garantizar a las personas que, pese 
a la contingencia sanitaria y las adversidades que le fueron inherentes, los 
asuntos sometidos a nuestro conocimiento son resueltos oportunamente.
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También quiero destacar que, haciendo uso de las tecnologías de la 
información, en este año, se implementaron diversas acciones en la Secre­
taría de Acuerdos de la Segunda Sala que facilitaron obtener resultados posi­
tivos a los que ya hice referencia y que se tradujeron en una notable disminución 
en la cantidad de acuerdos emitidos durante el periodo que se informa. 
Mientras en el año anterior se firmaron 6,893 acuerdos, durante este año la 
Presidencia de la Segunda Sala dictó tan solo 2,981 acuerdos, es decir, un 
56.75% menos de acuerdos en comparación con los acuerdos emitidos 
en el periodo inmediato anterior.

Estas medidas se corresponden con el compromiso y la necesidad de 
evitar trámites innecesarios –e incluso me atrevo a afirmar engorrosos– que 
únicamente dilatan, si no es que complican, la debida integración de un 
expediente. Alcanzamos el objetivo de realizar más con menos recursos, 
humanos y materiales.

Otro de los temas que me gustaría destacar es la paridad de género en 
esta Segunda Sala. Como lo señalan diversos estudios, a nivel mundial se 
muestra un muy bajo porcentaje de mujeres a las que se les permite acceder 
a cargos directivos o de decisión. De hecho, para 2020, el informe Women in 
Business –mujeres en los negocios– reportó que en Latinoamérica, el porcen­
taje de mujeres que accede a puestos de alta dirección es de tan solo el 37%.

Ante este panorama, es de destacar que el personal que labora en la 
Secretaría de Acuerdos de la Segunda Sala, el 61% corresponde a personal 
del género femenino y el 39% al género masculino, mientras que la propor­
ción de género en las ponencias que integramos la Segunda Sala es de 
54% para el género femenino y de 46% para el masculino.

Aunque seguramente tenemos aún mucho camino que recorrer para 
garantizar la igualdad de género en el interior de la Suprema Corte, es impor­
tante notar que somos un órgano con presencia de mujeres en todos los 
niveles y con un seria preocupación por garantizar que las mujeres mexicanas 
puedan ejercer y desarrollar su profesión en equidad con los hombres.

Finalmente, y antes de pasar a relatar los asuntos más relevantes que 
se emitieron durante este año, me gustaría destacar cuatro temáticas en 
las que se trabajó este año, todas con el objetivo de acercar la justicia a los 
ciudadanos y hacerla más accesible, todo con un enfoque en los grupos más 
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vulnerables del país: capacitación del personal, implementación del Acuerdo 
1/2019, difusión de casos relevantes y de sentencias accesibles y sencillas, 
y elaboración de un manual con pautas de redacción para la elaboración de 
sentencias. 

1.	 Capacitación del personal. Los resultados positivos que he presentado, 
no se deben a los cinco Ministros que conformamos la Segunda Sala, 
sino a un complejo engranaje de colegas y colaboradores que, junto 
con nosotros, desempeñan las labores de impartición de justicia. La pres­
tación de un servicio eficaz por parte de las autoridades jurisdicciona­
les no depende únicamente de que conozcamos el derecho, sino que es 
necesario erigirnos como verdaderos especialistas en materia de imparti­
ción de justicia y desarrollar técnicas que permitan desempeñar nuestras 
tareas de la mejor manera posible pero, sobre todo, que acerquen la 
justicia a la sociedad, a las personas a quienes se dirige. Por ello, este 
año se decidió capacitar al personal encargado de apoyarnos con la 
elaboración de todas las resoluciones judiciales, tanto acuerdos como 
proyectos de sentencia.

	 En el periodo que se informa se impartieron dos cursos a nuestro per­
sonal, ambos con el propósito de que las sentencias de la Segunda Sala 
sean verdaderamente accesibles para toda la población por cuanto a su 
contenido y formato.

	 En primer lugar se impartió un curso de lenguaje ciudadano, para pro­
porcionarles herramientas que nos permitan emitir resoluciones más 
cercanas a cualquier ciudadano, con menos tecnicismos jurídicos y 
argumentos difíciles de entender.

	 El segundo –y no por ello menos importante– sobre técnicas de elabo­
ración de documentos con accesibilidad digital, que aportó a nuestro 
personal las herramientas necesarias para lograr que nuestras senten­
cias sean accesibles a las personas con discapacidad, ya sea motriz, 
intelectual, psicosocial, entre otras, y en general, a la mayor cantidad 
de usuarios posibles.

	 Quienes tuvieron la oportunidad de ser parte de esos cursos, reportan 
un aumento de conocimientos y de sensibilización ante las necesidades 
de la población en general, que seguramente los hará mejores impar­
tidores de justicia.
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2.	 Continuación en la implementación del Acuerdo General 1/2019 de 
la Segunda Sala. Hace un año tuve el gusto de compartir con ustedes 
que la Segunda Sala decidió que, en los casos donde se involucren 
niñas, niños y adolescentes, personas con discapacidad, personas mi­
grantes y sujetas a protección internacional, comunidades y pueblos 
indígenas, y en todos aquellos casos en que se considere que la o las 
personas involucradas tienen características y condiciones sociales espe­
cíficas o que se trate de casos de especial relevancia para nuestro 
orden jurídico, se emitirá, además de la sentencia tradicional, una de 
lectura accesible y sencilla que será difundida en los medios y forma­
tos particulares, adecuados y accesibles, que requiera la persona o 
grupo de personas del caso que corresponda.

	 Con la emisión de ese acuerdo, la Ministra y los Ministros integrantes de 
la Segunda Sala asumimos el compromiso de que, progresivamente, 
llevaríamos a cabo acciones y planes que permitieran mejorar cómo 
hacer esos formatos sencillos y accesibles.

	 Sin duda, la Suprema Corte de Justicia de la Nación es el máximo órgano 
de protección de los derechos y libertades de las personas y de la pro­
tección de los grupos vulnerables. Ésta es una labor que no nos toma­
mos a la ligera.

	 Con las capacitaciones a las que anteriormente me referí, la Segunda 
Sala adquirió el compromiso de que en un periodo determinado, la tota­
lidad de las sentencias que emita estarán elaboradas en formatos 
verdaderamente accesibles.

	 Este año se comenzó a avanzar con las sentencias que ya se redacta­
ban en formato sencillo, algunas en formato tradicional, así como con los 
acuerdos emitidos por la Secretaría de Acuerdos, como a continuación 
se muestra.

3.	 Difusión de casos relevantes y de sentencias accesibles y sencillas. 
Hemos sostenido que las sentencias de este Alto Tribunal constituyen 
el medio de comunicación más importante entre la Suprema Corte y las 
partes en los juicios. Por ello, este año se reforzó el vínculo en el portal 
de internet de la Sala que permite acceder a diversas síntesis esque­
máticas de los asuntos más destacados y de las sentencias en forma­
tos accesibles y con un lenguaje sencillo. Estos vínculos, por supuesto, 
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también se trabajaron siguiendo las pautas de accesibilidad digital 
aprendidas.

4.	 Elaboración de un manual con pautas de redacción para la elabora­
ción de sentencias. Ninguna sentencia puede ser accesible si su re­
dacción es ininteligible, confusa y descuidada. Es por ello que, como 
resultado de las capacitaciones tomadas, la Ministra y los Ministros inte­
grantes de la Segunda Sala decidimos elaborar un documento que 
establece pautas para elaborar sentencias siguiendo reglas gramati­
cales y de redacción que faciliten a nuestros lectores su entendimiento, 
documento que está en proceso de elaboración y será implementado 
a partir del primer trimestre del año siguiente.

Éstas son tan sólo algunas de las acciones más relevantes que se adop­
taron en este periodo que reflejan la preocupación de quienes integramos la 
Segunda Sala por cumplir con nuestro deber constitucional.

ASUNTOS RELEVANTES

Más allá de los aspectos netamente estadísticos y numéricos es nece­
sario hacer referencia a algunos de los precedentes más relevantes fallados 
durante este año por la Segunda Sala, reflejo del estudio y análisis de cada 
uno de los expedientes sometidos a nuestra consideración.

1.	 Amparo en revisión 1080/2018. La Segunda Sala reconoció el derecho 
de las personas con discapacidad para acceder a una educación 
inclusiva. En este asunto se decidió que si bien el hecho de que se 
distinga entre militares en retiro y en activo no vulnera el principio de igual­
dad, lo cierto es que en el caso concreto se generaría un efecto des­
proporcionado al negarse la beca especial para hijos menores de edad 
con discapacidad, toda vez que se trataba de un menor de edad con 
discapacidad que había gozado previamente de ese beneficio cuando 
su padre aún era militar en activo, lo que le había permitido acceder a 
una educación inclusiva. 

2.	 Amparo en revisión 1013/2019. La Sala reconoció el derecho de los 
integrantes de una comunidad indígena en el Estado de Yucatán a 
proteger el ecosistema que habitan, específicamente los cenotes de 
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Yucatán, donde se pretendía la instalación de un proyecto eólico sin 
que la empresa interesada presentara la evaluación sobre los impactos 
y riesgos ambientales que su proyecto podría provocar en el Acuífero 
Península de Yucatán. Además, la resolución de la Segunda Sala dejó 
a salvo los derechos de las comunidades indígenas a impugnar las 
violaciones que en su caso se cometan cuando se realice la consulta 
pública prevista en la ley misma que deberá ser previa, completa y 
adecuada.

3.	 Amparo en revisión 1041/2019. En este asunto, la Sala decidió que 
era válido que una comunidad indígena expulsara a miembros por prac­
ticar una religión distinta a la de la comunidad porque tal medida tiende 
a proteger el derecho a la autodeterminación de la comunidad que se 
caracteriza por tener una cultura y religión propias. Sin embargo, se advir­
tió que dicha expulsión no puede ser mediante actos de violencia y sin 
debido proceso y que, aun cuando se les expulse de la comunidad, se 
les debe reubicar en un predio de la misma a efectos de no vulnerar 
su derecho al mínimo vital.

4.	 Amparo en revisión 955/2019. La Segunda Sala analizó el derecho a 
disfrutar del descanso prenatal en los casos de partos prematuros y, en 
consecuencia, se pronunció sobre el derecho de protección a la mater­
nidad. Al respecto, determinó que en el caso de un parto prematuro, la 
negativa del IMSS de autorizar el disfrute del descanso prenatal y el pago 
del subsidio correspondiente, es violatorio del derecho de protección a 
la maternidad reconocido en el artículo 123, apartado A, fracción V, de la 
Constitución Federal.

	 Además, la Sala concluyó que el derecho de protección a la materni­
dad implica la convergencia de derechos como el de protección a la 
salud de la madre y su hijo, la no discriminación de la mujer en el empleo, 
la estabilidad laboral y el desarrollo familiar y, por tanto, en ningún caso el 
periodo de descanso puede ser inferior a doce semanas. Finalmente, 
decidió que, por el tiempo transcurrido desde la violación reclamada, 
resultaba imposible restituir a la madre trabajadora y a su hijo en el 
goce del descanso que se le negó, por lo que se obligó al IMSS a otor­
gar una compensación económica como medida de reparación para 
indemnizar el daño inmaterial causado.
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5.	 Amparo en revisión 98/2020. La Sala declaró la inconstitucionalidad 
del artículo 29 de la Ley Orgánica de la Armada de México porque 
permitía que los órganos disciplinarios de esa institución conocieran 
de procedimientos administrativos donde estuvieran involucrados civiles 
y, por tanto, extendía indebidamente el fuero de guerra a personas aje­
nas a las fuerzas armadas. En el caso, el Consejo de Honor Superior de la 
institución siguió un procedimiento disciplinario a uno de sus elementos 
por acoso sexual en perjuicio de una víctima civil. La Sala concedió el 
amparo a la parte quejosa porque la Constitución Federal también 
prohíbe a las autoridades castrenses conocer de los procedimientos por 
faltas a la disciplina naval que involucren a civiles como sujetos pasi­
vos o víctimas del ilícito. En consecuencia, se determinó que en este 
tipo de asuntos el procedimiento a seguir contra el supuesto infractor 
debe ser el previsto en la Ley General de Responsabilidades Adminis­
trativas de los Servidores Públicos y que, ante la naturaleza eminente­
mente militar del órgano interno de control de la Secretaría de Marina, la 
investigación y substanciación del procedimiento correspondiente debe 
ser competencia directamente de la Secretaría de la Función Pública.

6.	 Amparo directo en revisión 4664/2019. La Sala resolvió éste y aproxima­
damente 52 amparos directos en revisión, en los cuales declaró inconsti­
tucional el artículo 27 de la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados 
en Materia Energética que dispone que los actos de los órganos regu­
ladores coordinados en materia energética sólo podrán impugnarse a 
través del amparo indirecto. Esto en razón de que la procedencia del 
juicio de amparo, así como las excepciones al principio de definitividad 
que lo rigen no pueden estar previstas en un ordenamiento normativo 
distinto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de 
la Ley de Amparo.

7.	 Amparos en revisión 157/2020 y 167/2020. La Segunda Sala decidió 
que la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión tiene atribuciones para fiscalizar al Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) y 
llevar a cabo la auditoría ordenada respecto de la cuenta pública 2017, 
por lo cual, el Instituto tiene que proporcionar la información que se le 
solicitó mediante los requerimientos efectuados. Con esta decisión, 
se privilegió la transparencia y la rendición de cuentas de dicho Instituto 
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respecto de la verificación del cumplimiento de programas federales, 
así como la debida aplicación de subsidios del Gobierno Federal, con 
lo cual también se coadyuva al cumplimiento del fin constitucional del 
Instituto, todo ello sin demérito de que, al ejercer sus facultades, la Audi­
toría debe procurar la congruencia con el sistema de auditoría especial 
prevista en la ley, en el que intervienen tanto la Secretaría de Hacienda como 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

8.	 Contradicción de tesis 517/2019. En este asunto, la Sala tuvo oportu­
nidad de pronunciarse respecto de los medicamentos no previstos en 
el cuadro básico. Al respecto, determinó que el Juez de Distrito debe 
conceder la suspensión provisional para el efecto de que los médicos 
de una institución de salud, de inmediato, revisen la solicitud del promo­
vente y certifiquen si un medicamento no previsto en el cuadro básico 
o compendio nacional de insumos para la salud es el de mayor eficacia 
terapéutica, seguridad y eficiencia para el padecimiento del quejoso, 
comparado con otras alternativas que sí están incluidas en aquéllos o 
en sus propios catálogos institucionales, y si la conclusión de ese análi­
sis es que el medicamento solicitado es el mejor tratamiento para el 
paciente-quejoso, entonces la Institución debe otorgarlo de inmediato. 

9.	 Amparo en revisión 1071/2018. La Segunda Sala convalidó los llamados 
"impuestos ecológicos", es decir, de la emisión de gases a la atmósfera, 
así como el de la emisión de contaminantes al suelo, subsuelo y agua, 
en virtud de que el Estado de Zacatecas tiene competencia para estable­
cerlos, además de que son proporcionales al permitir que se reconozcan 
los efectos negativos que se causan al medio ambiente. Por otra parte, 
invalidó el diverso impuesto por remediación ambiental en la extracción 
de materiales, al considerar que se grava una materia que es compe­
tencia exclusiva de la Federación. Asimismo, se declaró inconstitucio­
nal el impuesto al depósito o almacenamiento de residuos, debido a 
que viola el principio de proporcionalidad tributaria.

10.	 Amparo en revisión 1144/2019. La Segunda Sala resolvió que en el 
artículo segundo transitorio de la reforma constitucional publicada 
el 14 de agosto de 2001 en el Diario Oficial de la Federación, el Poder 
Reformador de la Constitución estableció el mandato al Congreso de la 
Unión y a las legislaturas de los estados, de reglamentar la consulta 
indígena, porque éste es uno de los derechos reconocidos para los 
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pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas en el artículo 
2o. constitucional. Así, al existir un mandato constitucional expreso, la 
Sala concluyó que el Congreso de la Unión incurrió en una omisión 
legislativa de carácter absoluta respecto de una competencia de ejer­
cicio obligatorio, ya que no ha regulado de manera integral la figura de 
la consulta a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

11.	 Amparo en revisión 28/2020. La Segunda Sala decidió declarar la 
constitucionalidad de varios artículos de la Ley Federal del Trabajo, 
reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa­
ción, el 1 de mayo de 2019. Determinó que la posibilidad de que los 
trabajadores se opongan al descuento de las cuotas sindicales de su 
salario constituye una expresión en el marco de su derecho de libertad 
de sindicación. Por otro lado, concluyó que la exigencia del voto directo 
para la elección de las directivas de los sindicatos no viola los derechos 
de autonomía y libertad sindical, pues es una medida que garantiza 
la democracia interna de los sindicatos, al asegurar el voto personal, 
libre y secreto de sus agremiados. Además, señaló que la participación 
del Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral en los procesos de 
elección de las directivas es acorde con el parámetro fijado por la Orga­
nización Internacional del Trabajo. Finalmente, se declaró la constitu­
cionalidad del nuevo sistema de negociación colectiva, el cual exige la 
aprobación de los contratos colectivos de trabajo por la mayoría de los 
trabajadores cubiertos por él, ya que atiende al principio de certeza en 
su firma, registro y depósito, lo que no implica una aplicación retroacti­
va en el caso de los contratos celebrados antes de la reforma legal. 

12.	 Contradicción de tesis 103/2020. Se resolvió que en materia de respon­
sabilidades administrativas de los servidores públicos, cuando la infrac­
ción haya ocurrido antes del 19 de julio de 2017 sin que se hubiere 
iniciado el procedimiento de responsabilidad, resulta aplicable para el 
procedimiento disciplinario la Ley General de Responsabilidades Admi­
nistrativas, pues ésta fue creada como un cuerpo normativo que busca 
englobar la totalidad de las actuaciones necesarias para determinar la 
existencia de causales de responsabilidad y, en su caso, sancionarlas. 
No obstante, se aclaró que de conformidad con el artículo tercero tran­
sitorio del decreto por el que se expidió la Ley General de Responsabili­
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dades Administrativas, los procedimientos administrativos iniciados antes 
del 19 de julio de 2017 deberán concluir según las disposiciones aplica­
bles vigentes a su inicio; sin embargo, si la conducta se ejecutó antes 
de esa fecha, pero la investigación inició con posterioridad a ella, el 
procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsa­
bilidades Administrativas y la resolución será emitida por la autoridad 
competente.

13.	 Amparo directo 31/2019. La Segunda Sala decidió, en atención a la 
aplicación de la norma más benéfica de la parte quejosa, que cuando se 
da la muerte ocasionada por el secuestro del trabajador ocurrido 
antes de entrar a su lugar de trabajo, existe accidente de trabajo.

14.	 Amparo directo en revisión 7106/2019. Mediante la interpretación 
directa del artículo 109, último párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Segunda Sala llegó a la conclusión de 
que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores no incurrió en una acti­
vidad administrativa irregular en su procedimiento de fiscalización a 
Ficrea, sociedad anónima de capital variable, sociedad financiera popu­
lar, pues actuó dentro de las funciones que tiene conferidas.

15.	 Amparo en revisión 257/2020. La Segunda Sala consideró, por un 
lado, que el artículo 1709.12 del Tratado de Libre Comercio de América 
del Norte es constitucional al establecer como una posibilidad y no como 
una obligación de las partes, compensar retrasos originados en el proce­
dimiento administrativo para el otorgamiento de patentes, pero además 
determinó que de la interpretación relacionada de esta disposición con 
el artículo 23 de la Ley de la Propiedad Industrial y diversas disposiciones 
de este último ordenamiento se concluía que la vigencia de las paten­
tes no puede ser menor a diecisiete años contados a partir de que 
hayan sido otorgadas.

16.	 Amparo en revisión 610/2019. La Sala determinó que resulta inconsti­
tucional que la Comisión Reguladora de Energía (CRE) haya modificado, 
unilateralmente, la norma oficial mexicana "NOM-016-CRE-2016", para 
incrementar el porcentaje máximo de etanol como oxigenante en las 
gasolinas Magna y Premium (esto es, hasta un 10%). Ello, pues al encon­
trarse a debate la magnitud de daños a la calidad del aire que podría 
producir el empleo del etanol como oxigenante en gasolinas, cobra 
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plena aplicación el llamado "principio de precaución ambiental", el cual 
obliga a que se lleve a cabo una evaluación con la mayor información 
científica posible, respecto a los potenciales daños que el incremento 
de etanol para esos fines podría generar en el medio ambiente. 

17.	 Amparo directo en revisión 8314/2019. Esta Segunda Sala tuvo la opor­
tunidad de pronunciarse sobre la disparidad de los gastos en que incu­
rren los hogares donde habitan personas con discapacidad. Al respecto, 
consideró que es inconstitucional que las Reglas de Operación de los 
Programas de Desarrollo Humano Oportunidades y de Apoyo Alimen­
tario, vigentes en 2014, establezcan que las familias elegibles para ingre­
sar a esos programas sociales son aquellas cuyo ingreso mensual por 
persona sea menor a la Línea de Bienestar Mínimo (es decir, menor a 
$1,245.12), pues los ingresos no son un indicador "real" del nivel de vida en 
el que se encuentran los hogares conformados por al menos una 
persona con discapacidad, ya que los hogares que tienen personas 
con discapacidad gastan más en alimentos, vivienda y cuidados de la 
salud que el resto de las familias. De hecho, ese gasto adicional puede 
ser hasta tres veces más alto que en hogares sin personas con discapa­
cidad. Estos gastos adicionales pueden destinarse a servicios de salud, 
dispositivos de ayuda, opciones de transportación más costosas, dietas 
especiales o asistencia personal.

18.	 Amparo en revisión 941/2019. La Sala acordó que procede otorgar 
el amparo por omisión legislativa absoluta de los congresos locales de 
emitir la ley de responsabilidad patrimonial del Estado, porque imposi­
bilita el derecho que se encuentra previsto directamente en la Constitu­
ción Federal. 

Finalmente, informo al Tribunal Pleno que como resultado de la emisión 
de las sentencias de la Segunda Sala, en el periodo que se reporta se emi­
tieron 53 tesis aisladas y 69 tesis de jurisprudencia.

COMENTARIOS FINALES Y REFLEXIONES

Comencé mi informe recordando que el periodo de 2 años para el que 
fui elegido Presidente de la Segunda Sala llega a su fin. Dos años que me 
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hicieron reflexionar en la relevancia del trabajo en equipo, el arduo estudio 
de los asuntos, la constante preparación y el reconocimiento de las exigencias 
sociales.

Hace algunos años en mi toma de protesta como Ministro de esta 
Suprema Corte, mencioné que la noción más básica y también más profunda 
de lo justo, de la justicia y de lo correcto, me exigió tener siempre presentes 
dos premisas inmutables: Nunca pasar por encima de nadie para lograr 
tus objetivos y nunca hacer nada de lo que después puedas arrepentirte, 
nociones que día a día me recuerdan que no se debe atropellar el derecho 
de otros, ni abusar de la posición que se tenga, sino que se debe respetar 
y considerar siempre a los demás y sus circunstancias. Nociones también 
de conducta transparente que pueda ser llamada a cuentas: de una con­
ducta ética permanente.

Sin duda alguna, esas premisas fundamentales rigieron estos dos años 
de mi Presidencia. Siempre comprometido con la definición y propuesta de 
estrategias y acciones apegadas a la legalidad que permitieran reflejar los 
resultados que hoy he presentado en representación de la Segunda Sala.

La difícil realidad que atraviesa nuestro país en el contexto mundial, 
exige el fortalecimiento de todas las instituciones que integran un Estado 
constitucional de derecho pero, con mayor relevancia, las de aquellas encar­
gadas de impartir justicia, de salvaguardar la supremacía de la Constitución 
y, especialmente, de garantizar el respeto de los derechos humanos de 
cada mexicana y mexicano.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede, ni debe ser ajena 
a las exigencias sociales. 

Como Ministras y Ministros tenemos el deber de mantener la coherencia 
del sistema jurídico, tener en cuenta las limitaciones institucionales y proteger 
la Constitución. Tenemos el compromiso social de desempeñar con extrema 
diligencia nuestro encargo constitucional y la obligación de ser sensibles a 
la realidad de nuestro país y a las demandas de una sociedad cada vez más 
interesada en los procesos de toma de decisiones y más exigente del pulcro 
desempeño de las instituciones democráticas.

La mejor y única defensa que tenemos las juzgadoras y juzgadores 
frente al escrutinio social está en nuestras resoluciones. En la optimización de 
su calidad, análisis y detalle está nuestra posibilidad de recuperar la con­
fianza de la sociedad.
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En este marco, la Segunda Sala refrenda su compromiso para enfrentar 
las complejidades del propio sistema jurídico nacional y de la realidad social 
de un México pluricultural, mediante la optimización de sus resoluciones y 
siempre garantizando que las personas puedan acceder plena y eficiente­
mente a su conocimiento.

Antes de finalizar, quiero agradecer a mi compañera y compañeros de 
integración, por la confianza que depositaron en mí, pero, principalmente, 
por su apoyo y compromiso para garantizar que pese a las circunstancias 
adversas que atravesamos este año y que continúan aquejando al país, 
continuáramos garantizando la protección de derechos humanos que nos ha 
sido encomendada por la Constitución. 

En nombre de la Ministra y los Ministros integrantes de la Segunda Sala, 
quiero agradecer también el esfuerzo de nuestros colegas, tanto del perso­
nal que integra nuestras ponencias, como del que labora en la Secretaría de 
Acuerdos de la Segunda Sala. Sin su apoyo, colaboración y entrega habría 
sido imposible reportar los resultados positivos a que hice referencia con 
anterioridad.

Gracias a todo el equipo que integra la Segunda Sala, por redoblar 
esfuerzos y reforzar nuestro compromiso institucional.

Finalmente, me gustaría hacer un reconocimiento especial al personal 
de asistencia técnica y de tecnologías de la información que fue esencial en 
que pudiéramos cumplir con nuestras labores jurisdiccionales durante estos 
meses, y que cada miércoles, nos apoyó para lograr que nuestras sesiones 
fueran transmitidas y se pudieran llevar a cabo.

Sin lugar a dudas, los resultados alcanzados son fruto del esfuerzo 
compartido, de intensas horas de trabajo y reflexión, así como de análisis 
e intensos debates que dieron lugar a los criterios jurídicos como los que 
he mencionado y que tienen asidero en nuestro compromiso como servi­
dores públicos, pero también como ciudadanos interesados en fortalecer 
a nuestro país.

Muchas gracias



SEGUNDA SALA
CUADROS ESTADÍSTICOS
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

CUADRO GENERAL DEL MOVIMIENTO DE EXPEDIENTES POR TIPO DE ASUNTO
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2019 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2020
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Acciones de inconstitucionalidad 2 0 10 10 9 0 3 12 0 0 0

Amparos directos 0 0 8 8 6 0 0 6 2 2 0

Amparos directos en revisión 29 0 117 117 134 0 0 134 12 7 5

Amparos en revisión 54 0 179 179 189 7 1 197 36 17 19

Conflictos competenciales 19 0 119 119 122 11 0 133 5 4 1

Contradicciones de tesis 41 0 124 124 150 0 0 150 15 13 2

Controversias constitucionales 12 0 43 43 47 0 8 55 0 0 0

Controversia prevista en el artículo 11, fracción XX, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Impedimento 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Incidentes de inejecución derivados de denuncia de 
repetición del acto reclamado 2 0 3 3 4 0 0 4 1 0 1

Incidente de inejecución derivado de incidente de 
cumplimiento sustituto 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Incidentes de inejecución de sentencia 7 0 31 31 31 4 0 35 3 1 2

Incidentes derivados de juicio ordinario federal 2 0 4 4 6 0 0 6 0 0 0

Inconformidad 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Juicios ordinarios federales 2 0 0 0 2 0 0 2 0 0 0

Quejas 1 0 3 3 4 0 0 4 0 0 0

Quejas en controversias constitucionales y en acciones 
de inconstitucionalidad 0 0 4 4 1 0 0 1 3 0 3

Recurso de inconformidad previsto en la fracción IV del 
artículo 201 de la Ley de Amparo 0 0 2 2 1 0 0 1 1 1 0

Recursos de inconformidad 5 0 6 6 11 0 0 11 0 0 0

Recurso de inconformidad derivado de procedimiento 
de responsabilidad administrativa 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Recursos de reclamación 117 2 802 804 855 43 0 898 23 15 8

Recurso de reclamación derivado de juicio contencioso 
administrativo 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Recursos de reclamación en controversias constitucio­
nales y en acciones de inconstitucionalidad 7 0 61 61 58 0 0 58 10 5 5

Revisiones administrativas 4 0 34 34 19 0 1 20 18 14 4

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo) 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Revisión en incidente de suspensión 0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 6 1 31 32 37 0 0 37 1 1 0

Solicitudes de reasunción de competencia 6 0 41 41 37 2 0 39 8 7 1

Solicitudes de sustitución de jurisprudencia 3 0 1 1 3 0 0 3 1 0 1

TOTAL 319 3 1,632 1,635 1,735 67 13 1,815 139 87 52
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

ACUERDOS DE PRESIDENCIA
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2019 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2020

TIPOS DE ASUNTO ADMISIONES AVOCAMIENTOS ACUERDOS DE 
TRÁMITE EGRESOS TOTAL

Acciones de inconstitucionalidad 0 10 0 3 13

Amparos directos 0 4 9 0 13

Amparos directos en revisión 0 85 298 0 383

Amparos en revisión 0 126 296 7 429

Competencias 0 111 33 1 145

Contradicciones de tesis 0 55 215 0 270

Controversia prevista en el artículo 11, fracción XX, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 0 1 0 0 1

Controversias constitucionales 0 46 3 3 52

Impedimentos 0 0 12 0 12

Incidentes de inejecución derivados de incidente de 
repetición del acto reclamado 0 4 2 0 6

Incidente de inejecución derivado de incidente de 
cumplimiento sustituto 0 1 1 0 2

Incidentes de inejecución de sentencia 0 33 50 3 86

Incidentes derivados de juicios ordinarios civiles 
federales 0 4 9 0 13

Inconformidades 0 0 4 0 4

Juicios ordinarios civiles federales 0 0 4 0 4

Quejas en la controversia constitucional 0 4 0 0 4

Reasunciones de competencias 0 30 68 45 143

Recurso de inconformidad derivado de procedimiento 
de responsabilidad administrativo 0 1 0 0 1

Recurso de inconformidad previsto en la fracción IV 
del artículo 201 de la Ley de Amparo 0 1 0 0 1

Recurso de reclamación derivado de juicio conten­
cioso administrativo 0 1 0 0 1

Recursos de reclamación derivados del juicio sobre el 
convenio de coordinación fiscal 0 2 0 0 2

Recursos de revisiones en incidentes de suspensión 0 1 5 0 6

Recursos de inconformidad 0 5 16 0 21

Recursos de queja 0 3 5 0 8

Recursos de reclamación 6 803 260 44 1,113

Recursos de revisión administrativa 0 32 48 2 82

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo) 0 1 1 0 2

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 0 28 43 86 157

Sustitución de jurisprudencia 0 1 0 0 1

Varios 0 0 6 0 6

TOTAL 6 1,393 1,388 194 2,981
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR CONTRADICCIÓN DE TESIS

2019

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA LA RESOLUCIÓN PRELIMINAR QUE CONTIENE LA PRESUN­
CIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL CONTRIBUYENTE, A 
QUE SE REFIERE EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, DADO QUE NO CAUSA AGRAVIO 
EN MATERIA FISCAL. La citada resolución inicial no constituye el producto 
final o la voluntad definitiva del Servicio de Administración Tributaria me­
diante la cual defina la situación jurídica del contribuyente, tan es así que 
éste cuenta con un plazo para manifestar lo que a su interés convenga, así 
como aportar la información y documentación para desvirtuar los hechos 
objeto de la presunción generada, razón por la cual aún no le causa agravio 
en materia fiscal, al no establecer de manera concluyente la inexistencia de 
las operaciones; por tanto, contra la resolución preliminar que contiene la 
posible inexistencia de operaciones del contribuyente es improcedente 
el juicio contencioso administrativo federal, al no surtirse el supuesto de la 
fracción V del artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa.

2a./J. 154/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 253/2019. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Décimo 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
5 de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.18o.A.55 A (10a.), de título y subtítulo: "INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. 
PROCEDE EL JUICIO DE NULIDAD EN SU CONTRA DADA LA AFECTA­
CIÓN JURÍDICA QUE SU PUBLICIDAD ACARREA.", aprobada por el 
Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo III, mayo de 
2018, página 2581; y,

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 10/2019.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 10/2019 resuelto por el 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 
derivó la tesis aislada III.5o.A.80 A (10a.), de título y subtítulo: "PROCE­
DIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERA­
CIONES, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS­
TRATIVO CONTRA EL OFICIO EN EL QUE SE INFORMA AL CONTRIBU­
YENTE SU INICIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo IV, 
agosto de 2019, página 4615.

Tesis de jurisprudencia 154/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de octubre de dos mil 
diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. TIENE 
ESE CARÁCTER LA RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL 
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BANCARIA Y DE VALORES EN LA QUE COMUNICA A UN SOLICITANTE 
QUE NO APROBÓ LA EVALUACIÓN PARA OBTENER LA CERTIFICACIÓN 
EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA Y FINANCIAMIENTO AL TERRORISMO. Cuando 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en su carácter de ente público, 
determina si las evaluaciones practicadas son aprobatorias o no para que, en 
su caso, otorgue las certificaciones correspondientes a los particulares, 
actúa en un plano de supra a subordinación en cumplimiento a sus faculta­
des establecidas en las disposiciones jurídicas en materia de prevención de 
operaciones con recursos de procedencia ilícita y financiamiento al terro­
rismo, pues impone su voluntad hacia los solicitantes al tener la facultad de 
determinar en forma definitiva si aprobaron o no la evaluación y, por ende, si 
les otorga o no la certificación en la materia mencionada, lo que realiza 
unilateralmente, pues crea o extingue por sí situaciones jurídicas que afec­
tan la esfera del particular, sin la necesidad de acudir a los órganos judicia­
les ni al consenso de éste. De lo anterior se advierte que cuando la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores considera que algún participante no aprobó 
la evaluación y, en consecuencia, le niega la certificación correspondiente, 
se genera una restricción, en su calidad de aspirante, de la posibilidad de 
ejercer las funciones de auditor externo independiente, de oficial de cum­
plimiento o de algún otro profesional en la citada materia, ya que la autoriza­
ción otorgada por la Comisión es requisito indispensable para realizarlas, por 
lo que tal restricción debe realizarse con base en requisitos y evaluacio­
nes justificadas sujetas a revisión por un medio de control constitucional. 
Con base en lo expuesto, se concluye que la resolución en la que la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores comunica a un solicitante que no aprobó la 
evaluación para obtener la certificación en comento sí constituye un acto de 
autoridad impugnable a través del juicio de amparo, en tanto se cumplan los 
demás presupuestos procesales para su procedencia.

2a./J. 160/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 330/2019. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con resi­
dencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México y el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 16 de octubre de 
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2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de 
México, al resolver el amparo en revisión 379/2017 (cuaderno auxiliar 
190/2018), y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revi­
sión 3/2019.

Tesis de jurisprudencia 160/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil 
diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de enero de 2020, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CRÉDITOS PREFERENTES. SE CONSIDERAN ASÍ LOS PAGOS DE 
VACACIONES Y PRIMA DE ANTIGÜEDAD EN FAVOR DE LOS TRABAJA­
DORES, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 123, APARTADO A, FRAC­
CIÓN XXIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 113 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO. En la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 76/99, se sostuvo que en relación con 
lo dispuesto en los artículos 123, apartado A, fracción XXIII, de la Carta 
Magna y 113 de la Ley Federal del Trabajo, la expresión "salarios devenga­
dos" comprende no sólo aquellos que deben ser pagados al trabajador 
como retribución por las labores desempeñadas, sino también los que tenga 
derecho a percibir por otros títulos, como es el caso de los salarios caídos o 
vencidos correspondientes al último año, sin que la limitación en el plazo 
de un año implique que no se deban pagar los salarios devengados por un 
lapso mayor, sino sólo que se tiene derecho preferente por los que corres­
pondan a ese último año. En ese sentido, conforme a la interpretación de la 
Segunda Sala y en atención a los parámetros establecidos en el ámbito 
internacional –Convenio 173 sobre la Protección de los Créditos Laborales 
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en caso de Insolvencia del Empleador–, se concluye que el crédito laboral 
preferente no se debe limitar a los salarios que deben ser pagados al tra­
bajador por la retribución de las labores desempeñadas, sino también debe 
comprender aquellas prestaciones que tenga derecho a percibir por razón 
de su trabajo, servicio u otros títulos, pues debe tenerse en cuenta la finali­
dad que con dicha protección se le pretende otorgar frente a otros acreedo­
res, pues atiende a la preservación del único medio de subsistencia con que 
cuenta para afrontar sus necesidades económicas inmediatas con motivo, 
precisamente, de la terminación de la relación laboral por causas ajenas a 
su voluntad y de las que fue favorecido por laudo firme. De ahí que los 
"salarios devengados" en términos amplios comprenden las prerrogativas 
laborales que establece la ley aplicable y que se ajustan a la definición de 
salario prevista en el artículo 84 de la Ley Federal del Trabajo y, por tanto, 
los salarios no son sólo los pagos hechos al trabajador como cuota diaria 
sino también las gratificaciones, percepciones, primas, comisiones, presta­
ciones en especie y cualquier otra cantidad o prestación que se le entregue 
por su trabajo. Así, si las vacaciones y la prima de antigüedad constituyen 
prestaciones que se otorgan con motivo de sus labores –ya sea con motivo 
del descanso o de los años de servicio prestados– y fueron materia de 
condena en el laudo, éstas se encuentran dentro de las que contempla la 
expresión "salarios devengados" en su concepción ampliada y, por ende, 
deben considerarse como créditos preferentes respecto a cualquier otro.

2a./J. 163/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 328/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, el 
Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con resi­
dencia en Saltillo, Coahuila, el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Noveno Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Segundo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Cen­
tro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo 
Primer Circuito. 23 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 619/2018, el sustentado por 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 721/2014, el Quinto Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en La Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo directo 1294/2014 
(cuaderno auxiliar 50/2015), el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 999/2010 (cuaderno auxiliar 
147/2011), y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 
1031/2016.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 1294/2014, resuelto por el 
Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, derivaron las tesis aisladas (V Región)5o.21 L (10a.) y (V Región) 
5o.22 L (10a.), de títulos y subtítulos: "CRÉDITOS PREFERENTES EN 
MATERIA LABORAL. LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD Y LAS VACACIONES 
NO TIENEN ESE CARÁCTER." y "CRÉDITO PREFERENTE EN MATERIA 
LABORAL. TIENE ESE CARÁCTER EL PAGO DE LAS HORAS EXTRAS.", 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de 
abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo II, abril de 2015, páginas 
1712 y 1711, respectivamente.

De la sentencia que recayó al amparo directo 999/2010, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, 
derivó la tesis aislada VIII.1o.(X Región) 9 L, de rubro: "PRIMA DE ANTIGÜE­
DAD. NO ES UN CRÉDITO QUE TENGA PREFERENCIA EN SU PAGO EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 113 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
POR TRATARSE DE UN RECONOCIMIENTO POR LA PERMANENCIA EN 
EL EMPLEO Y NO DE UNA INDEMNIZACIÓN.", publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, 
agosto de 2011, página 1411.
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Tesis de jurisprudencia 163/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de seis de noviembre de dos mil 
diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de enero de 2020, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE PENSIONES ENTRE LAS 
LEYES DEL SEGURO SOCIAL DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE 
SUPERIOR QUE SE DEBE APLICAR AL SALARIO PROMEDIO DE LAS 
250 SEMANAS DE COTIZACIÓN QUE SIRVE DE BASE PARA CUANTIFI­
CAR LAS PENSIONES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN TRANSITO­
RIO, QUE OPTARON POR EL ESQUEMA PENSIONARIO DE LA DEROGADA 
LEY DE 1973. Para cuantificar el monto de la pensión de vejez tratándose 
de asegurados que se ubican en el régimen transitorio y que se acogieron al 
esquema de pensiones de la derogada Ley del Seguro Social vigente hasta 
el 30 de junio de 1997, resultan aplicables el tope máximo de diez veces el 
salario mínimo previsto en el artículo 33, segundo párrafo, del citado cuerpo 
normativo, así como la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 85/2010, de rubro: "SEGURO SOCIAL. 
EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN, 
BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y 
CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE SUPERIOR EL 
EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE 
EN EL DISTRITO FEDERAL, ACORDE CON EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 33 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO 
DE 1997.", pues al acogerse a los beneficios para la concesión de la pen­
sión de vejez previstos en la ley derogada, deben regirse por las disposicio­
nes de esa normativa.

2a./J. 164/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 327/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y los Tribunales 
Colegiados Segundo del Tercer Circuito y Décimo Sexto del Primer 
Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 23 de octubre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco Gon­
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zález Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 671/2017, el sustentado por 
el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 46/2019, y el diverso sustentado 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 803/2018.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 85/2010 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXII, julio de 2010, página 311, con número de registro digital: 164218.

Tesis de jurisprudencia 164/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del trece de noviembre de dos mil 
diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCE­
DENTE CONCEDERLA CONTRA LA APLICACIÓN Y EFECTOS DEL AR­
TÍCULO 25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRESOS 
DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019. Cuando en 
el juicio de amparo se reclama la inconstitucionalidad del precepto antes 
citado, no procede otorgar la suspensión definitiva contra la aplicación y 
efectos producidos por esa norma porque ello se traduce en un perjuicio al 
interés social y la contravención a normas de orden público, ya que se pri­
varía a la colectividad de los recursos económicos para la satisfacción de las 
necesidades comunes, pues el efecto de esa medida se traduciría en per­
mitir al quejoso compensar indistintamente los saldos a su favor, sin que la 
autoridad fiscal pueda pronunciarse sobre la procedencia de los saldos 
objeto de la compensación (dado que basta la presentación del aviso res­
pectivo), lo que actualiza la afectación al interés social y la contravención a 
disposiciones de orden público a que se refiere la fracción III del artículo 129 
de la Ley de Amparo. Además, el eventual perjuicio que puede resentir el 
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contribuyente con la negativa de la suspensión resulta de menor entidad 
frente a la afectación causada a la colectividad en el supuesto de otorgarse 
la medida porque, de negársele sólo sufre una afectación temporal que puede 
ser reparada.

2a./J. 165/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 309/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito y 
Primero en Materia Administrativa del Primer Circuito. 6 de noviembre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disiden­
te: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Segundo Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 
137/2019 y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el incidente de sus­
pensión (revisión) 146/2019.

Tesis de jurisprudencia 165/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de noviembre de dos 
mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de enero de 2020, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO PARA TRABAJADORES DE AUTOTRANS­
PORTES. DEBE CONSIDERARSE DE MALA FE SI NO SE ESPECIFICA 
QUE LA JORNADA SEMANAL TENDRÁ UNA DURACIÓN MÁXIMA DE 
CUARENTA Y OCHO HORAS. En la tesis aislada 2a. CXC/2001, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XIV, octubre de 2001, página 441, de rubro: "TRABAJO DE AUTOTRANS­
PORTES. EL ARTÍCULO 257 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO 
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RESULTA VIOLATORIO DEL ARTÍCULO 123, APARTADO A, FRACCIONES 
I Y XI, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estableció que las diferentes reglas relativas 
al salario, en el caso del trabajo de autotransportes obedecen a su especial 
naturaleza, ya que no puede precisarse con exactitud la jornada ordinaria ni 
el tiempo de cada viaje, por lo que se requiere que las partes pacten previa­
mente, a través de un convenio o contrato, las condiciones mínimas en que 
debe desarrollarse la relación laboral, entre las que destaca la duración 
máxima de horas de trabajo por semana, esto es, no debe rebasar las pre­
vistas en el artículo 61 de la Ley Federal del Trabajo, que establece un total 
de cuarenta y ocho horas para la jornada diurna semanal, porque en el 
caso de estos trabajadores, precisamente por la naturaleza de la actividad 
que desempeñan, debe cuidarse que la jornada de trabajo no sea exte­
nuante ni implique un riesgo para los usuarios del servicio ni para las perso­
nas que transitan por la misma ruta del transporte. Por tanto, si en un juicio 
laboral el patrón ofrece la reincorporación a un trabajador de autotranspor­
tes (chofer, conductor, operador, cobrador y demás trabajadores que presten 
servicios a bordo de autotransportes de servicio público de pasajeros, 
de carga o mixtos, foráneos o urbanos, tales como autobuses, camiones, 
camionetas o automóviles), sin especificar que la jornada semanal de trabajo 
tendrá una duración máxima de cuarenta y ocho horas, tal propuesta debe 
considerarse de mala fe, pues no puede justificarse que aquél quede a dis­
posición del patrón indefinidamente, al no contar con un límite, al menos 
semanal, de horas de servicio.

2a./J. 166/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 315/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Sexto, ambos en Materia de Trabajo del Primer Cir­
cuito, y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito. 
13 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que haría voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.1o.T. J/35, de rubro: "AUTOTRANSPORTE, TRABAJADORES DEL. 
EL OFRECIMIENTO DEL TRABAJO SIN ESPECIFICAR LOS LÍMITES DE LA 
JORNADA, NO IMPLICA MALA FE.", aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, 
febrero de 2000, página 904, con número de registro digital: 192493, y

Tesis IX.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO DE 
OPERADORES DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE URBANO 
DE PASAJEROS. ES DE MALA FE SI EL PATRÓN NO ESPECIFICA LA 
JORNADA RESPECTIVA.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Noveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
49, Tomo IV, diciembre de 2017, página 2226, con número de registro 
digital: 2015860, y

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 325/2019.

Tesis de jurisprudencia 166/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintisiete de noviembre de dos 
mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

NACIONALIDAD MEXICANA POR NACIMIENTO. EL ARTÍCULO 30, IN­
CISO A, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS NO ES EXTENSIVO A SUPUESTOS NO PREVIS­
TOS EXPRESAMENTE. La hipótesis contenida en el artículo 30, inciso A, 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
debe interpretarse de manera estricta, es decir, que abarca únicamente 
el supuesto relativo a que son mexicanos por nacimiento los que nazcan en el 
extranjero, hijos de padre o madre mexicanos que hayan nacido en territorio 
nacional (primera generación). Así, dicha porción normativa se refiere sólo a 
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los sujetos que están explícitamente contemplados en ella, sin que pueda 
extenderse a otras hipótesis no previstas, ya que los supuestos son limi­
tativos y no enunciativos. Esta interpretación estricta se corrobora del propio 
texto del artículo constitucional, así como de la intención expresada por el 
constituyente y la interpretación sistemática de la Constitución en relación con 
la legislación ordinaria relativa a la nacionalidad.

2a./J. 167/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 212/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 6 de 
noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.1o.A.24 A (10a.), de título y subtítulo: "NACIONALIDAD MEXICANA POR 
NACIMIENTO. TIENEN DERECHO A ELLA QUIENES HUBIERAN NACIDO 
EN EL EXTRANJERO Y AL MENOS UNO DE SUS PADRES TAMBIÉN 
HUBIERA NACIDO EN EL EXTRANJERO, PERO TENGA RECONOCIDA 
ESA NACIONALIDAD.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, 
noviembre de 2013, página 1369, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Adminis­
trativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
153/2018.

Tesis de jurisprudencia 167/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintisiete de noviembre de dos 
mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de enero de 2020, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.



15

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A ESE PRINCIPIO 
RESPECTO DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO 
DE SINALOA, AL PREVER UN PLAZO MAYOR AL ESTABLECIDO EN LA 
LEY DE AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PRO­
VISIONAL. El artículo 107, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establece como excepción al principio de defini­
tividad la relativa a que no es necesario agotar el juicio, recurso o medio de 
defensa legalmente previsto cuando en éste se fije un plazo mayor al conte­
nido en la Ley de Amparo para el otorgamiento de la suspensión provisional, 
independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no 
susceptible de suspenderse. Así, en relación con el juicio de amparo se fija 
el plazo de veinticuatro horas para que el Juez de Distrito se pronuncie 
sobre la suspensión provisional; en contraste, de los artículos 49 y 68 de la 
Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, deriva que el plazo 
para el otorgamiento de la suspensión en el juicio contencioso administra­
tivo es de tres días, contados a partir de la fecha en que la demanda o el 
escrito relativo hubiera sido presentado. Consecuentemente, como la ley 
local señala un plazo mayor para el otorgamiento de la suspensión provisio­
nal del acto reclamado que el contenido en la Ley de Amparo, se actualiza 
una excepción al principio de definitividad que permite al particular acudir 
al juicio de amparo indirecto sin agotar previamente el juicio contencioso 
administrativo.

2a./J. 169/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 399/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Segundo del Vigésimo Quinto Circuito y Cuarto del Décimo 
Segundo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Décimo Segundo Circuito. 13 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Diana Cristina Rangel León.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, 
al resolver los amparos en revisión 166/2018 y 167/2018, y el diverso 
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sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 12/2013.

Tesis de jurisprudencia 169/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro de diciembre de dos mil 
diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 4 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. FORMA DE EMPLAZAMIENTO 
AL REPRESENTANTE DE LOS TRABAJADORES TERCEROS INTERE­
SADOS EN LOS JUICIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE IMPUGNA LA 
VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA. En los juicios de nulidad 
en los que se analiza la validez de la resolución de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público que ordena un reparto adicional de utilidades, los trabaja­
dores terceros interesados deben ser emplazados a través de su represen­
tante. Así, para que la Sala Administrativa pueda ordenar este emplazamiento, 
el artículo 14, fracción VII, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo le impone al actor la carga procesal de señalar en su demanda 
el nombre y domicilio del representante de los trabajadores; cuando no lo 
haga, o cuando al realizar el emplazamiento resulte imposible por su impre­
cisión al indicar estos datos, la Sala Administrativa debe requerirlo bajo 
el apercibimiento que, de no hacerlo sin expresar un motivo justificado, la 
demanda resultará improcedente. En este primer momento, la Sala Adminis­
trativa no tiene una obligación de investigar necesariamente el nombre y 
domicilio del representante de los trabajadores, pues en la mayoría de los 
asuntos ello no resulta necesario, ya que el artículo 18 de la ley citada le 
impone a la persona que fue emplazada la carga de justificar su derecho 
para intervenir en el asunto al apersonarse en el juicio, lo que en estos casos 
se traduce en la obligación de acreditar que legalmente cuenta con tal 
representación. A partir de lo anterior, existen algunos supuestos en los que 
la Sala Administrativa excepcionalmente debe requerir a la autoridad com­
petente que le informe si existe un registro de un sindicato de la empresa y, 
en caso de ser así, el nombre y domicilio de su representante, los cuales se 
actualizan cuando: (i) el actor manifieste, bajo protesta de decir verdad, 
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un motivo justificado por el cual no está en posibilidad de conocer el nombre 
y domicilio del representante de los trabajadores; (ii) la persona emplazada 
no comparezca a juicio a defender los derechos de los trabajadores; o bien, 
(iii) al comparecer no pueda acreditar su carácter como representante de 
los terceros interesados.

2a./J. 170/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 369/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Ter­
cero de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Culiacán, Sinaloa. 21 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.3o.A.197 A (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO A LOS TER­
CEROS INTERESADOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL EN QUE SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA EL 
REPARTO DE UTILIDADES. DEBE ORDENARSE ÚNICAMENTE A LAS 
PERSONAS Y EN EL DOMICILIO SEÑALADOS POR EL ACTOR [INTE­
RRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA II.3o.A. J/9 (10a.)].", aprobada por 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 6 de abril de 2018 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 
2018, página 2114, con número de registro digital: 2016560; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el 
amparo directo 290/2018 (cuaderno auxiliar 972/2018).

Tesis de jurisprudencia 170/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de diciembre de dos mil 
diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. EN LOS JUICIOS DE NULIDAD 
EN LOS QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO 
ORDENA, EL SEÑALAMIENTO DEL ACTOR ES INSUFICIENTE PARA 
TENER A UNA PERSONA COMO REPRESENTANTE DE LOS TRABAJA­
DORES TERCEROS INTERESADOS. En los juicios de nulidad en los que 
se analiza la validez de la resolución de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público que ordena un reparto adicional de utilidades a los trabajadores de 
una empresa, éstos tienen el carácter de terceros interesados y deben ser 
emplazados a través de su representante. El artículo 14, fracción VII, de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo le impone al actor 
la carga procesal de indicar en su demanda el nombre y domicilio del repre­
sentante de los trabajadores; sin embargo, el señalamiento de una persona 
en la demanda del juicio de nulidad es insuficiente para tenerla como re­
presentante de los trabajadores, porque el carácter de terceros interesados 
de los trabajadores y el carácter de representante de éstos no se adquieren 
por el señalamiento del actor, sino que son una condición que se obtiene por 
ministerio de ley o por un acto jurídico celebrado por los trabajadores de la 
empresa. En efecto, el artículo 3o., fracción III, de la Ley Federal de Proce­
dimiento Contencioso Administrativo prevé que en los juicios de nulidad es 
tercero interesado quien tenga un derecho incompatible con la pretensión 
del demandante. De igual manera, la existencia de un representante de los 
trabajadores suele derivar del ejercicio del derecho de éstos de asociarse 
para la defensa de sus intereses comunes, mediante la constitución de un 
sindicato o la afiliación a éste, así como del derecho de elegir a su directiva. 
Adicionalmente, considerar que el señalamiento del actor es suficiente para 
tener a una persona como representante permitiría que el patrón, por error o 
dolo, indique como tal a una persona que no tiene ese carácter, obstaculi­
zando la integración adecuada de la relación procesal y que los trabajadores 
puedan hacer valer lo que a su derecho corresponda. Por lo anterior, la 
representación efectiva de los trabajadores por parte de la persona seña­
lada por el actor debe ser verificada por la Sala Administrativa una vez 
que la persona en cuestión sea emplazada debidamente y se apersone 
en el juicio justificando su carácter de representante, conforme al artículo 18 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

2a./J. 171/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 369/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Ter­
cero de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Culiacán, Sinaloa. 21 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.3o.A.197 A (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO A LOS TER­
CEROS INTERESADOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL EN QUE SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA EL 
REPARTO DE UTILIDADES. DEBE ORDENARSE ÚNICAMENTE A LAS 
PERSONAS Y EN EL DOMICILIO SEÑALADOS POR EL ACTOR [INTE­
RRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA II.3o.A. J/9 (10a.)].", aprobada 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 6 de abril de 2018 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 
2018, página 2114, con número de registro digital: 2016560; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el 
amparo directo 290/2018 (cuaderno auxiliar 972/2018).

Tesis de jurisprudencia 171/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de diciembre de dos mil 
diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

MIEMBROS DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. LA RESTRIC­
CIÓN PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XIII DEL 
APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL 
DE LA REPÚBLICA, NO LES ES APLICABLE CUANDO HAYAN OBTENIDO 
LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN 
QUE DETERMINÓ SU BAJA. Conforme al citado precepto constitucional, 
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los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las insti­
tuciones policiales de la Federación, de las entidades federativas y de los 
Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los re­
quisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para perma­
necer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad 
en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere 
que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de termina­
ción del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar 
la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en 
ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea 
el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. Ahora 
bien, de la apreciación integral de la evolución y fines de la norma constitu­
cional en mención, no se advierte la voluntad del Poder Revisor de incluir 
en esa restricción a los miembros de las Fuerzas Armadas, debido a que la 
dirigió a los servidores públicos que en su literalidad invoca. En este con­
texto, el quejoso que obtenga la protección constitucional ante la ilegali­
dad de la resolución que ordenó su baja en el Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicanos, ya sea por violaciones procesales, formales o de fondo, la res­
titución de sus derechos afectados no se encuentra condicionada a la apli­
cación de la restricción constitucional establecida en el segundo párrafo de 
la fracción XIII del apartado B del artículo 123 constitucional.

2a./J. 172/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 377/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Co­
legiados Tercero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, Séptimo 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Segundo en Materias Penal 
y Administrativa del Octavo Circuito, Segundo en Materias Administrativa 
y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Primero en Materia Administra­
tiva del Segundo Circuito. 21 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek 
manifestó que haría voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Sonia Patricia Hernández Ávila.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 197/2015, el sustentado 
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por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 1/2016, el sustentado por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octa­
vo Circuito, al resolver el amparo en revisión 720/2017, y el diverso sus­
tentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
16/2019.

Tesis de jurisprudencia 172/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro de diciembre de dos mil 
diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

REASIGNACIÓN SEXO-GENÉRICA. LA VÍA ADMINISTRATIVA REGISTRAL 
ES LA IDÓNEA PARA LA ADECUACIÓN O EXPEDICIÓN DE LAS ACTAS 
DE NACIMIENTO POR ESE MOTIVO (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE 
CHIHUAHUA Y GUANAJUATO). Con base en el derecho humano al libre 
desarrollo de la personalidad, que implica el reconocimiento a la identidad 
sexual y a la identidad de género, así como a la privacidad, la vía idónea 
para la adecuación o expedición de las actas de nacimiento por reasignación 
sexo-genérica es la administrativa registral, en tanto cumple con los están­
dares de privacidad, sencillez, expeditez y adecuada protección de la 
identidad de género mediante la emisión de un nuevo documento, coinci­
dente con la identidad de género autopercibida de la persona solicitante, a 
diferencia de la vía judicial que dota de una excesiva publicidad a la solici­
tud respectiva y provoca afectaciones indebidas e innecesarias en la vida 
privada de aquélla, al implicar una exposición desmedida de su pretensión 
de ajustar su acta de nacimiento a su identidad de género.

2a./J. 173/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 346/2019. Entre las sustentadas por el Pleno del Decimo­
séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Décimo Sexto Circuito. 21 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Pleno del Decimoséptimo Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 6/2018, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 42/2017, 313/2016, 80/2017, 35/2017 y 40/2018.

Tesis de jurisprudencia 173/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil 
diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

2020

AGUINALDO. PROCEDE SU PAGO AUN CUANDO NO SE DEMANDE 
EXPRESAMENTE, SI PROSPERA LA ACCIÓN DE REINSTALACIÓN. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustentó 
en la jurisprudencia 2a./J. 92/2003, que el factor determinante para la pro­
cedencia de una prestación, aun cuando el trabajador no la reclame expre­
samente, radica en que ésta sea una consecuencia inmediata y directa de 
la acción intentada. Así, la acción de reinstalación, cuyo origen descansa 
en un despido injustificado, tiene como objetivo proteger la estabilidad de los 
trabajadores en su empleo, en función de las consecuencias que la ley atri­
buye a la separación ilegal; de ahí que, cuando el patrón no comprueba la 
causa de terminación de la relación de trabajo, la condena tiene como 
consecuencia que aquélla continúe en los términos y condiciones pacta­
dos como si no se hubiese interrumpido y que se entreguen al trabajador los 
salarios que deje de percibir durante el tiempo que dure suspendido ese 
vínculo. Sobre esa base, procede el pago del aguinaldo que pueda gene­
rarse durante la tramitación del juicio laboral, pues debe considerarse una 
consecuencia directa de la acción de reinstalación, aun cuando no se recla­
me expresamente en el juicio, conforme a los principios laborales de estabi­
lidad en el empleo, justicia social, protección y continuidad, por ser uno de 
los ingresos que el trabajador dejó de percibir sin causa justificada.

2a./J. 1/2020 (10a.)
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Contradicción de tesis 456/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Cuarto del Tercer Circuito y Décimo Tercero del Primer Cir­
cuito, ambos en Materia de Trabajo. 4 de diciembre de 2019. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Disidente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz 
Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.4o.T.37 L (10a.), de título y subtítulo: "AGUINALDO. AUN CUANDO NO 
SE DEMANDE EXPRESAMENTE, LA PROCEDENCIA DE SU PAGO DERIVA 
DE QUE RESULTE PROCEDENTE LA ACCIÓN PRINCIPAL (REINSTALA­
CIÓN).", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 1 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 49, Tomo IV, 
diciembre de 2017, página 2006, con número de registro digital: 2015787; y,

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 644/2019.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 92/2003 citada, aparece publicada con 
el rubro: "SALARIOS CAÍDOS. LA PROCEDENCIA DE SU PAGO DERIVA 
DEL DESPIDO INJUSTIFICADO, AUN CUANDO EL TRABAJADOR NO 
LO DEMANDE EXPRESAMENTE.", en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, noviembre de 2003, página 
223, con número de registro digital: 182765.

Tesis de jurisprudencia 1/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

DELEGADOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS). 
LOS ABOGADOS DE LA JEFATURA DE SERVICIOS JURÍDICOS QUE 
ACTÚAN EN REPRESENTACIÓN DE AQUÉLLOS NO SE ENCUENTRAN 
OBLIGADOS A DEMOSTRAR SU CARÁCTER DE FUNCIONARIOS ADS­
CRITOS A ELLA. De los artículos 692 de la Ley Federal del Trabajo y 144, 
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fracción I, del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, 
en los casos en que los Delegados Estatales del IMSS comparezcan al juicio 
laboral por conducto de los abogados adscritos a la Jefatura de Servicios 
Jurídicos, para tener por demostrada su legal representación no es menester 
que éstos acrediten estar adscritos a esa Jefatura, siendo suficiente para 
ello que acrediten su personalidad mediante testimonio notarial, previa com­
probación de que quien les otorga el poder está legalmente autorizado para 
ello, así como su carácter de abogado patrono o asesor legal, a través de 
cédula profesional o carta de pasante vigente; no obstante, si en el trá­
mite del juicio alguna de las partes considera que quien se ostenta como 
apoderado del Instituto no es quien dice ser, podrán promover un incidente 
en el que se discuta ese tema y en el cual el funcionario tendrá la carga de 
exhibir su nombramiento.

2a./J. 3/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 382/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con 
residencia en Mérida, Yucatán, en apoyo del Tercero en Materia de Tra­
bajo del Cuarto Circuito, el Primero en Materias Civil y de Trabajo del 
Vigésimo Primer Circuito y el Segundo en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito. 21 de noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien manifestó 
que formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito de Centro Auxiliar 
de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, al resolver el 
amparo directo 1741/2018 (cuaderno auxiliar 301/2019), el sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 236/2011, y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 177/2017 y 
el amparo directo 874/2016.
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Tesis de jurisprudencia 3/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

DESPACHADORES DE GASOLINA EN ESTACIONES DE SERVICIO. SU RE­
LACIÓN LABORAL SE RIGE POR LAS DISPOSICIONES DEL CAPÍTULO 
XIV DEL TÍTULO VI DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. El artículo 344 
de la citada ley establece que las disposiciones de ese capítulo son aplica­
bles a los trabajadores en hoteles, casas de asistencia, restaurantes, fondas, 
cafés, bares y otros establecimientos análogos. Ahora bien, tomando en 
cuenta la intención del legislador, el contenido del capítulo XIV, denominado 
"Trabajo en Hoteles, Restaurantes, Bares y otros Establecimientos Análogos", 
del título VI, intitulado "Trabajos especiales", de la Ley Federal del Trabajo y 
las reglas de interpretación previstas en su artículo 18, es posible afirmar 
que el régimen de ese trabajo especial complementa de manera principal la 
protección al salario de los trabajadores que laboran en establecimientos 
en los que prestan servicios de atención al público, y que a cambio de ello 
suelen recibir propinas, aunque el centro de trabajo no pertenezca a una 
industria o sector afín a los enunciados en el artículo 344 de la ley laboral. 
Así, esa condición también se actualiza respecto a los despachadores de 
gasolina en estaciones de servicio y, por ende, su relación laboral se rige 
por las disposiciones del capítulo XIV del título VI de la Ley Federal del 
Trabajo.

2a./J. 8/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 428/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito y Primero 
en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 8 de enero de 2020. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, Yasmín Esquivel Mossa y José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.
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Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo directo 909/2012, el cual dio origen a la tesis aislada 
número II.1o.T.19 L (10a.), de título y subtítulo: "DESPACHADORES DE 
GASOLINA. SU LABOR ES ANÁLOGA A LA DE LOS TRABAJADORES EN 
HOTELES, CASAS DE ASISTENCIA, FONDAS, CAFÉS, BARES Y RESTAU­
RANTES, REGULADA EN EL CAPÍTULO XIV DEL TÍTULO VI DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, POR LO QUE SU SALARIO SE INTEGRA POR LA 
CANTIDAD QUE ORDINARIAMENTE RECIBEN DE SU PATRÓN Y POR 
LAS PROPINAS DE LOS CLIENTES.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, 
Tomo III, febrero de 2014, página 2354, con número de registro digital: 
2005748; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 332/2019.

Tesis de jurisprudencia 8/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

ACCIÓN DE REINSTALACIÓN O DE INDEMNIZACIÓN. CUANDO EL TRA­
BAJADOR AFIRME QUE EL DESPIDO OCURRIÓ EN UN DÍA DE DES­
CANSO OBLIGATORIO POR LEY O INHÁBIL PARA ÉL SIN JUSTIFICAR SU 
PRESENCIA EN LA FUENTE DE TRABAJO, ESE SIMPLE HECHO, POR 
SÍ MISMO, PODRÍA SER SUFICIENTE PARA HACER PRESUMIBLE LA 
INVEROSIMILITUD DE AQUÉL (LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY ESTA­
TAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ). Aun cuando la demanda laboral 
no se sujeta a solemnidades ni requisitos rígidos, un trabajador que alega 
haber sido despedido injustificadamente tiene que exponer las circunstan­
cias precisas en que ocurrieron los hechos que culminaron con el despido, 
porque sólo así podrá determinarse la procedencia de la acción. Para tal 
efecto, cuando en la demanda el actor ubica ese hecho en un día de des­
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canso obligatorio por ley o en el que él no estaba obligado a prestar sus ser­
vicios por corresponder a su día de descanso semanal, sin precisar las 
razones que justifiquen o expliquen su presencia en la fuente de empleo, 
ese simple hecho, por sí mismo, podría ser suficiente para declarar la impro­
cedencia de la acción intentada, bajo el argumento de inverosimilitud del 
despido, si en el expediente no existen otros elementos con los que pueda 
acreditar que resulta verosímil su presencia ese día en la fuente de trabajo. 
En todo caso, la autoridad jurisdiccional, en el laudo, deberá razonar por 
qué el relato del actor resulta inverosímil a la luz de la lectura integral de la 
demanda y de los demás elementos de autos, emitiendo su valoración a ver­
dad sabida y buena fe guardada, y apreciando los hechos en conciencia, 
además de ser congruente con la demanda, la contestación, y las demás 
pretensiones deducidas en el juicio oportunamente.

2a./J. 9/2020 (10a.)

Contradicción de Tesis 430/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Séptimo Circuito. 8 de enero de 2020. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Yasmín Esquivel Mossa y José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 714/2018, el cual dio origen a la tesis aislada 
número VII.2o.T.242 L (10a.), de título y subtítulo: "DESPIDO EN DÍA DE 
DESCANSO. SI EL TRABAJADOR NO EXPRESA LA RAZÓN POR LA QUE 
SE ENCONTRABA LABORANDO CUANDO ACONTECIÓ, EL ANÁLI­
SIS DE SU VEROSIMILITUD DEBE HACERSE OFICIOSAMENTE, TANTO 
POR LA AUTORIDAD LABORAL COMO POR EL TRIBUNAL DE AMPARO, 
AUNQUE EL PATRÓN NO LA HAYA OPUESTO COMO EXCEPCIÓN, NI 
ALEGADO COMO CONCEPTO DE VIOLACIÓN, SIN QUE ELLO IMPLI­
QUE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 72, Tomo III, noviembre de 2019, página 2364, con número 
de registro digital: 2020959; y,
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El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 25/2018, el cual dio origen a la tesis de jurisprudencia número 
PC.I.L. J/52 L (10a.), de título y subtítulo: "ACCIÓN DE REINSTALACIÓN 
O DE INDEMNIZACIÓN. EL HECHO DE QUE EL TRABAJADOR UBIQUE 
EL DESPIDO INJUSTIFICADO EN UN DÍA DE DESCANSO OBLIGATORIO 
POR LEY, O INHÁBIL PARA ÉL, POR CORRESPONDER AL DE SU DES­
CANSO SEMANAL NO CONLLEVA NECESARIAMENTE LA IMPROCEDEN­
CIA DE AQUÉLLA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 70, Tomo II, sep­
tiembre de 2019, página 599, con número de registro digital: 2020531.

Tesis de jurisprudencia 9/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO DE LA AUTORIDAD LABO­
RAL. PARA DETERMINARLA CUANDO SE DEMANDA A LA COMISIÓN 
FEDERAL DE ELECTRICIDAD, DEBE CONSIDERARSE EL DOMICILIO DEL 
CENTRO DE TRABAJO EN EL QUE EL ACTOR PRESTÓ SUS SERVICIOS. 
De acuerdo con el artículo 700, fracción II, de la Ley Federal del Trabajo (en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 1 de mayo de 2019), para fijar la competencia por territorio de los tribunales 
laborales, el actor está facultado para elegir la Junta de Conciliación y Arbi­
traje ante la cual presentar su demanda, pudiendo optar entre la del lugar 
de la celebración del contrato, la del domicilio del demandado, o bien, la de 
la prestación de los servicios, y si éstos se prestaron en varios lugares, la 
del último de ellos. En ese sentido, para determinar si se actualiza la compe­
tencia territorial de las autoridades laborales cuando se demanda a la Comi­
sión Federal de Electricidad con base en su domicilio, debe precisarse si éste 
corresponde al centro de trabajo en el que el actor prestó sus servicios, sin 
que pueda interpretarse como tal el lugar en que se ubique cualquier oficina 
o instalación de la demandada que nada tenga que ver con el conflicto de 
trabajo suscitado, pues esa interpretación llevaría a un retardo innecesario 
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en la administración de justicia, al obligar a las partes a litigar ante un tribu­
nal laboral que no tiene relación con el cumplimiento de las obligaciones de 
trabajo.

2a./J. 10/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 380/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa y Primero de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas. 8 de 
enero de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Yasmín Esquivel Mossa y José Fernando 
Franco González Salas. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena 
Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, al resolver el amparo 
en revisión 422/2016 (cuaderno auxiliar 1187/2016), el cual dio origen a la 
tesis aislada número (IX Región)1o.3 L (10a.), de título y subtítulo: "TRABA­
JADORES DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. PARA DETER­
MINAR LA COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO DE LA JUNTA 
ANTE LA QUE HAN DE PRESENTAR SU DEMANDA, DEBE CONSIDE­
RARSE EL DOMICILIO EN EL QUE PRESTARON SUS SERVICIOS.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de junio de 
2017 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 3030, con 
número de registro digital: 2014428, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el 
amparo en revisión 393/2019 (cuaderno auxiliar 55/2019).

Tesis de jurisprudencia 10/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERA­
CIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTÍCULOS 75 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ES­
TADOS UNIDOS MEXICANOS Y SE ADICIONA EL CÓDIGO PENAL FEDE­
RAL. EN LOS JUICIOS DE AMPARO EN LOS QUE SE IMPUGNE, DEBE 
SEÑALARSE COMO AUTORIDAD RESPONSABLE AL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA. En los juicios de amparo en los que se impugne el Decreto por 
el que se expide la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públi­
cos, Reglamentaria de los artículos 75 y 127 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y se adiciona el Código Penal Federal publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 5 de noviembre de 2018, debe seña­
larse como autoridad responsable al Presidente de la República, ya que de la 
interpretación del artículo 72, apartados A y B, de la Constitución Federal, 
deriva que se entenderá aprobado por el Poder Ejecutivo todo proyecto 
no devuelto con observaciones a la Cámara de su origen dentro de los treinta 
días naturales siguientes a su recepción, por lo que vencido este plazo dis­
pondrá de diez días naturales para promulgar y publicar la ley o decreto; y 
que transcurrido el segundo de los plazos, sin que el Ejecutivo ejerza sus 
facultades, la ley o decreto será considerado promulgado y el Presidente 
de la Cámara de origen ordenará, dentro de los diez días naturales siguien­
tes, su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Ahora bien, en el 
caso de las constancias que integran el procedimiento legislativo de la ley 
aludida se tiene que el Ejecutivo Federal no ejerció ninguna de esas facul­
tades; sin embargo, de la interpretación del artículo 72 constitucional se 
entiende que intervino en el procedimiento legislativo, y si bien no ordenó 
su publicación, su promulgación operó por disposición constitucional, de ahí 
que considerando sus cargas procesales en el juicio de amparo, debe obser­
varse lo dispuesto en el artículo 108, fracción III, de la Ley que lo regula, que 
ordena que en las demandas en las que se impugnen normas generales, el 
quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que 
la ley encomiende su promulgación, independientemente de que hayan ejer­
cido o no dicha facultad.

2a./J. 11/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 342/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer 
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Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Cir­
cuito. 8 de enero de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Yasmín Esquivel Mossa 
y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 180/2019, el sustentado por el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
la queja 105/2019, y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver la queja 175/2019.

Tesis de jurisprudencia 11/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019 y, por tanto, no será aplicable a 
los asuntos que se encuentren en trámite.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. EL MAGISTRADO PRESIDENTE DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO PUEDE FUNGIR COMO 
PONENTE DEL PROYECTO DE RESOLUCIÓN CONTRA LAS DETERMI­
NACIONES QUE ADOPTE, EN LAS QUE TENGA POR CUMPLIDA UNA 
EJECUTORIA DE AMPARO DIRECTO. Conforme a los artículos 201 y 202 
de la Ley de Amparo, así como al Instrumento Normativo Modificatorio del 
Acuerdo General Número 5/2013 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, el recurso de inconformidad es un medio de defensa para las 
partes en el juicio de amparo, que procede, entre otras, contra aquellas de­
terminaciones en las que el presidente del respectivo Tribunal Colegiado 
de Circuito tenga por cumplida una ejecutoria de amparo directo, a efecto de 
que su Pleno revise o verifique la legalidad de las decisiones emitidas por 
aquél, para atribuirles el carácter de definitivas. Así, respecto a la finalidad 
de tal recurso, el presidente del Tribunal Colegiado de Circuito no puede fun­
gir como ponente del proyecto de resolución contra las determinaciones que 
adopte, en las que tenga por cumplida una ejecutoria de amparo directo. 
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Por tanto, de acuerdo con los artículos 41, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación y 105 de la Ley de Amparo, aplicado por 
analogía, el asunto debe turnarse a cualquiera de los otros Magistrados 
integrantes del Tribunal Colegiado de Circuito para que formule el proyecto 
de resolución del citado medio de impugnación, con lo que se preserva el 
principio de imparcialidad judicial.

2a./J. 12/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 422/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Segundo 
en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 15 de enero de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Roberto Fraga Jiménez.

Tesis y criterios contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al 
resolver los recursos de inconformidad 7/2018, 9/2018, 8/2018, 11/2018 y 
15/2018, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia número 
VII.2o.T. J/37 (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE INCONFORMIDAD. 
EL PRESIDENTE DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO DEBE 
SER PONENTE DEL PROYECTO DE RESOLUCIÓN EN EL QUE SE REVI­
SAN SUS ACUERDOS DE CUMPLIMIENTO DE EJECUTORIAS DE AMPARO 
DIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
30 de noviembre de 2018 a las 10:41 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 60, Tomo III, noviembre 
de 2018, página 2091, con número de registro digital: 2018510, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Segundo Circuito, al resolver los recursos de inconformidad 25/2019 y 
30/2019.

Nota: El Instrumento Normativo Aprobado por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación el nueve de septiembre de dos mil trece, por el que 
se modifica el Acuerdo General Número 5/2013 citado, aparece publi­
cado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
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Época, Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 2013, página 2726, con número 
de registro digital: 2385.

Tesis de jurisprudencia 12/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

LEGITIMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA TIENEN LAS 
PERSONAS MORALES OFICIALES PARA PROMOVERLO CONTRA 
LAS RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL AGRARIO EN LAS QUE SE LES 
CONDENE AL PAGO DE UNA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUI­
CIOS CON MOTIVO DE LA RESCISIÓN DE UN CONVENIO DE OCUPACIÓN 
PREVIA DE TIERRAS EJIDALES O COMUNALES. De acuerdo con el ar­
tículo 7o. de la Ley de Amparo, las personas morales de derecho público 
pueden ejercitar, excepcionalmente, la acción constitucional en los casos 
en que la ley o el acto que reclamen afecten sus intereses patrimoniales, en 
relaciones en que se ubiquen en un plano de igualdad con los particulares. 
Esta situación obliga a advertir una condición de supra a subordinación de 
una autoridad frente a otra, en atención a la imposición unilateral de un acto, 
motivo por el cual, de acuerdo con la naturaleza vertical del juicio de amparo 
y con su objeto protector de derechos fundamentales que permite reclamar 
actos emitidos por una autoridad que actúe de manera unilateral y obligatoria, 
debe considerarse que la posibilidad de que una autoridad acuda a dicho 
juicio se da cuando sufre una afectación en su patrimonio derivada de un acto 
impuesto por otra que actúa de manera unilateral, con imperio, por lo que su 
pretensión es defender sus derechos en esa situación de subordinación. 
Esto es, lo que delimita la procedencia del juicio de amparo no es solamente 
la participación que se tenga dentro de un procedimiento, sino también la 
pretensión que se relaciona con éste, la cual necesariamente debe ser 
la tutela de derechos patrimoniales y no la defensa de un acto emitido en 
ejercicio de las facultades conferidas. Consecuentemente, una persona moral 
oficial se encuentra legitimada para promover el juicio de amparo directo 
contra la resolución del tribunal agrario en la que se le condena al pago de 
una indemnización por daños y perjuicios con motivo de la rescisión de un 
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convenio de ocupación previa de tierras ejidales o comunales, en tanto tiene 
el carácter de demandada en el juicio agrario y, por lo mismo, está subor­
dinada a ese órgano jurisdiccional, aunado a que su pretensión en el 
procedimiento no es defender un acto de autoridad, sino proteger sus 
derechos patrimoniales.

2a./J. 13/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 426/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Pleno en Mate­
ria Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 15 de enero de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 1/2016, la cual dio origen a la tesis de jurispruden­
cia número PC.XVI.A. J/15 A (10a.), de título y subtítulo: "CONVENIO DE 
OCUPACIÓN PREVIA A UN PROCEDIMIENTO EXPROPIATORIO. LA SEN­
TENCIA DEL TRIBUNAL AGRARIO QUE CONDENA A UN ENTE PÚBLICO 
AL PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS POR SU RESCISIÓN, NO ES IMPUG­
NABLE MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 31, Tomo III, junio de 2016, página 1787, con número de registro 
digital: 2011897, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 301/2018.

Tesis de jurisprudencia 13/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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ACTOS DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. 
NO TIENEN ESE CARÁCTER LAS DETERMINACIONES DE LA SECRE­
TARÍA DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO, DERIVADAS DE UN 
CONCURSO DE OPOSICIÓN PARA LA PROMOCIÓN DE ASCENSO A 
UN NIVEL O CATEGORÍA SUPERIOR PARA LOS TRABAJADORES DE 
LA EDUCACIÓN DEL ESTADO, CONSISTENTES EN LA NEGATIVA A 
OTORGAR UNA PLAZA AL QUEJOSO Y SU ENTREGA A UN TERCERO. 
De conformidad con el artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo, y con 
diversos precedentes emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, uno de los requisitos que deben satisfacerse para considerar que 
un acto es de autoridad para efectos del juicio de amparo, consiste en 
que exista un ente de hecho o de derecho que establezca una relación de 
supra a subordinación con un particular. Ahora bien, las determinaciones 
de la Secretaría de Educación del Estado de Jalisco, derivadas de un con­
curso de oposición para la promoción de ascenso a un nivel o categoría 
superior para los trabajadores de la educación del Estado, consistentes 
en la negativa a otorgar una plaza al quejoso y su entrega a un tercero, no 
tienen el carácter de actos de autoridad para efectos del juicio de amparo, 
ya que la relación entre dicha Secretaría y los docentes o servidores de la 
educación que aspiran a ser promovidos o ascendidos a un nivel más alto 
dentro de la misma estructura educativa estatal es de coordinación y no de 
supra a subordinación, pues: a) Deriva de una relación laboral-burocrática 
entre el Estado como patrón (no como autoridad o ente superior) y el servi­
dor público como trabajador; y, b) Del artículo 83 de la Ley General del 
Servicio Profesional Docente abrogada, se advierte que las diferencias 
en las relaciones de trabajo que surjan entre el personal al que se refiere la 
propia ley y las autoridades educativas y organismos descentralizados, se 
rigen por la legislación laboral aplicable y, en consecuencia, serán dirimidas 
ante los órganos jurisdiccionales competentes en esa materia, caracterís­
tica propia de las relaciones de coordinación, por lo que si el quejoso no 
está de acuerdo con el resultado del concurso de oposición o con sus con­
secuencias, puede impugnarlo por la vía laboral.

2a./J. 14/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 449/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Quinto en Materia Administrativa y Quinto en Materia de Trabajo, 
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ambos del Tercer Circuito. 15 de enero de 2020. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Poti­
sek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Manuel 
Poblete Ríos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 75/2017, y el diverso susten­
tado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 7/2019.

Tesis de jurisprudencia 14/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de enero de dos mil 
veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

AMPARO DIRECTO. NO SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPROCEDEN­
CIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN IX, DE LA LEY DE LA 
MATERIA, CUANDO SE PROMUEVE CONTRA LA SENTENCIA DICTADA 
POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN CUM­
PLIMIENTO A UNA EJECUTORIA EMITIDA POR UN TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO AL RESOLVER UN RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. Con­
forme a la interpretación jurisprudencial de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, el recurso de revisión fiscal sólo se sujetará 
a los trámites que establece la Ley de Amparo para la revisión en amparo 
indirecto, pero sin que ello implique que dicho recurso deba resolverse 
con las mismas reglas, sino que únicamente se ajuste a ellas, pues es un 
medio de control de legalidad, mientras que el juicio de amparo es un ins­
trumento de control constitucional. Así, en el recurso de revisión fiscal son 
improcedentes los recursos que establece la Ley de Amparo para lograr el 
cumplimiento de las resoluciones que en ellos dictan los Tribunales Cole­
giados de Circuito. Por tal motivo, para verificar dicho cumplimiento debe 
interponerse nuevamente el recurso de revisión fiscal. En ese contexto, no 
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se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, frac­
ción IX, de la Ley de Amparo, cuando se promueve juicio de amparo directo 
contra la sentencia dictada por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
en cumplimiento a una ejecutoria emitida por un Tribunal Colegiado de Cir­
cuito al resolver un recurso de revisión fiscal, porque dicha causal sólo es 
aplicable al juicio de amparo y no a la revisión fiscal, ya que atendiendo a 
su naturaleza es factible que en la sentencia reclamada dictada en cum­
plimiento de una ejecutoria emitida en revisión fiscal, se impugne una norma 
general, por lo que no puede impedirse válidamente que se lleve a cabo su 
examen.

2a./J. 15/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 436/2019. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en Acapulco, 
Guerrero. 22 de enero de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

El Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con 
residencia en Acapulco, Guerrero, al resolver el amparo directo 217/2017 
(cuaderno auxiliar 266/2017), el cual dio origen a la tesis aislada número 
(VII Región) 4 K (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUI­
CIO DE AMPARO. NO SE ACTUALIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN IX, DE LA LEY DE LA MATERIA, SI LA RESO­
LUCIÓN RECLAMADA FUE EMITIDA EN EJECUCIÓN DE UNA SENTEN­
CIA DICTADA EN UNA REVISIÓN FISCAL.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2172, con número de 
registro digital: 2016093; y,

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo directo 257/2019.
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Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 257/2019, resuelto por el 
Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito derivó la tesis ais­
lada XV. 4o.11a (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUI­
CIO DE AMPARO DIRECTO. SE ACTUALIZA LA CAUSA PREVISTA EN LA 
FRACCIÓN IX DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO 
SE PROMUEVA CONTRA LA SENTENCIA EMITIDA POR UNA SALA 
REGIONAL DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
EN CUMPLIMIENTO A UNA RESOLUCIÓN PRONUNCIADA EN REVISIÓN 
FISCAL, SI NO SE RESERVÓ LIBERTAD DE JURISDICCIÓN A AQUÉLLA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de 
noviembre de 2019 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 72, Tomo III, noviembre de 
2019, página 2396, con número de registro digital: 2020971.

Tesis de jurisprudencia 15/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del seis de febrero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 10 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPEDIMENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. POR REGLA GENERAL, LA 
RELACIÓN LABORAL DEL JUEZ DE DISTRITO CON EL QUEJOSO CONS­
TITUYE UN ELEMENTO OBJETIVO DEL QUE PUEDE DERIVARSE EL 
RIESGO DE PÉRDIDA DE IMPARCIALIDAD A QUE SE REFIERE LA FRAC­
CIÓN VIII DEL ARTÍCULO 51 DE LA LEY DE LA MATERIA. El referido 
precepto establece situaciones diversas a las que enumera la propia dispo­
sición que constituyen situaciones reales ajenas de subjetivismos que pudie­
ran afectar o poner en riesgo la imparcialidad del juzgador, razones por las 
cuales los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magis­
trados de Circuito, los Jueces de Distrito, así como las autoridades que 
conozcan de los juicios de amparo deberán manifestar su impedimento. 
Ahora bien, por regla general, el riesgo de pérdida de imparcialidad a que se 
refiere la fracción VIII del artículo 51 de la Ley de Amparo se actualiza en los 
casos en los que el Juez de Distrito sostiene una relación laboral con el que­
joso por prestar sus servicios en el mismo órgano jurisdiccional de aquél, 
pues ello constituye una circunstancia suficiente para considerar actuali­
zado un elemento objetivo y razonable que inhibe al operador jurídico de 
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conocer cierto asunto, sin que ello constituya un obstáculo para que los juz­
gadores rechacen encontrarse impedidos tratándose de aquellos casos en 
los que el fondo de la controversia planteada no se vincule con el desempeño 
de las actividades laborales del quejoso.

2a./J. 16/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 407/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Civil y Primero en Materia Administrativa, 
ambos del Séptimo Circuito. 22 de enero de 2020. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis 
María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor 
Hidalgo Victoria Pérez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver los impedimentos 3/2017, 10/2018 y 12/2019, y el 
diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Séptimo Circuito, al resolver los impedimentos 11/2017 y 2/2018.

Tesis de jurisprudencia 16/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del trece de febrero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 10 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 40, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FIS­
CAL DE LA FEDERACIÓN. PARA CONSIDERAR SUFICIENTEMENTE FUN­
DADA Y MOTIVADA SU APLICACIÓN NO BASTA QUE SE INVOQUE EL 
PÁRRAFO SEGUNDO DEL CITADO PRECEPTO, SINO QUE ADEMÁS 
ES INDISPENSABLE QUE SE EXPONGA POR QUÉ MOTIVOS SE ESTIMA 
ACTUALIZADO EL CASO DE EXCEPCIÓN Y LAS RAZONES POR LAS QUE 
NO SE SIGUIÓ EL ORDEN ESTABLECIDO. Para considerar suficientemente 
fundada y motivada la aplicación de la multa prevista en la fracción II del 
artículo 40 del Código Fiscal de la Federación, no basta que en el correspon­



40

Suprema Corte de Justicia de la Nación

diente acto de molestia la autoridad fiscalizadora invoque el párrafo segundo 
del citado precepto, sino que además es indispensable que exponga por 
qué motivos considera actualizado el caso de excepción previsto en dicho 
párrafo y las razones por las que no siguió el orden a que refiere el párrafo 
primero. Esto es así, en principio, porque la facultad de la autoridad admi­
nistrativa prevista en el primer párrafo del artículo 40 mencionado está con­
dicionada a que las medidas de apremio se apliquen observando un orden, 
salvo los casos de excepción establecidos en dicho precepto. En segundo 
lugar, porque el párrafo segundo del artículo 40, el cual dispone la excep­
ción para observar estrictamente el orden establecido para emplear las 
medidas de apremio, contempla varios supuestos por virtud de los cuales 
las autoridades están exentas de aplicar la medida de apremio prevista 
en la fracción I, es decir, el auxilio de la fuerza pública, lo cual significa que 
para que las autoridades fiscales respeten los principios de legalidad y segu­
ridad jurídica contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, necesariamente deben ajustar su actuación a 
lo expresamente establecido en el artículo 40 y ello debe estar justificado en el 
acto de molestia.

2a./J. 17/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 450/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Pleno del Decimo­
tercer Circuito. 22 de enero de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Váz­
quez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno del Decimotercer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2015, 
la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia número PC.XIII. J/3 A (10a.), 
de título y subtítulo: "MULTA. FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN PARA 
LA IMPOSICIÓN DE LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 40, FRACCIÓN II, 
PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN COMO 
MEDIDA DE APREMIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas y en la 



41

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
34, Tomo III, septiembre de 2016, página 1757, con número de regis­
tro digital: 2012543, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver los amparos directos 232/2017 y 86/2019.

Tesis de jurisprudencia 17/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del trece de febrero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

INCIDENTES DE PREVIO Y ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO. SU PROMO­
CIÓN Y TRÁMITE NO SUSPENDEN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. De la 
interpretación sistemática de los artículos 761, 762 y 763 de la Ley Federal 
del Trabajo se concluye que la promoción y el trámite de los incidentes de 
previo y especial pronunciamiento no suspenden el procedimiento laboral, 
en virtud de que "ser de previo y especial pronunciamiento" conlleva como 
características primordiales que la incidencia se encuentre relacionada con 
el negocio principal y que la determinación que al respecto se realice sea 
previa a la emisión del laudo. Sin embargo, ello no implica que el trámite de 
una incidencia deba suspender el procedimiento en lo general, ya que si 
ésa hubiera sido la intención del legislador, lo habría asentado en la propia 
Ley Federal del Trabajo; esta afirmación se corrobora con las reformas que 
al respecto ésta ha tenido, pues al momento de redactarse las nuevas reglas 
para la sustanciación y resolución de dichos incidentes se hubiera plasmado 
expresamente, ya que, incluso, se buscó regular de manera conjunta la 
temática de las incidencias en materia de trabajo, para lo cual se trasladó 
el contenido del artículo 725 de la ley aludida (vigente hasta el 30 de abril de 
1980), a un diverso apartado que comprende del artículo 761 al 770, sin que 
en los primeros tres preceptos, en los que se establecen las reglas de trá­
mite y resolución, hubieran previsto la "suspensión del procedimiento". 
En ese sentido, la supresión en la actual ley del texto "la Junta podrá ordenar 
que se suspenda el procedimiento" (previsto en el artículo 725 citado), 
encuentra su razón de ser en el derecho de los particulares a que se admi­
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nistre justicia pronta y expedita, como lo ordena el artículo 17 de la Constitu­
ción Federal. Desde otro aspecto, la suspensión del procedimiento debe 
entenderse en el sentido de que lo que objetiva y materialmente se suspende 
es el dictado de la sentencia o laudo, hasta que se resuelva previamente el 
incidente planteado, por lo que éste debe continuar y sólo en caso de que 
la incidencia no se haya resuelto para cuando se esté en posibilidad de pro­
nunciar el fallo definitivo, será hasta ese momento en que deba suspenderse 
el pronunciamiento de la decisión final.

2a./J. 18/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 490/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con resi­
dencia en Cancún, Quintana Roo, y el Primer Tribunal Colegiado de Cir­
cuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en 
Coatzacoalcos, Veracruz. 6 de febrero de 2020. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales y Yasmín 
Esquivel Mossa. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: 
Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava 
Región, con residencia en Cancún, Quintana Roo, al resolver el amparo 
directo 471/2012 (cuaderno auxiliar 748/2012), el cual dio origen a la 
tesis aislada número XXVII.1o.(VIII Región) 20 L (10a.), de título y sub­
título: "INCIDENTES DE PREVIO Y ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO EN EL 
JUICIO LABORAL. SU EFECTO ES SUSPENDER EL PROCEDIMIENTO 
PRINCIPAL Y SU CONTINUACIÓN PUEDE CONTROVERTIRSE EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, SI LAS ACTUACIONES PRACTICADAS 
EN ÉL AFECTAN LAS DEFENSAS DEL QUEJOSO Y TRASCIENDEN AL RE­
SULTADO DEL LAUDO.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, 
página 1372, con número de registro digital: 2002806, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Decimoprimera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, al 
resolver el amparo directo 39/2019 (cuaderno auxiliar 369/2019).
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Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 39/2019 (cuaderno auxiliar 
369/2019), resuelto por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en Coatzacoalcos, 
Veracruz, derivó la tesis aislada (XI Región)1o.7 L (10a.), de título y sub­
título: "INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN MATERIA 
LABORAL. SU PROMOCIÓN NO SUSPENDE EL PROCEDIMIENTO.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de enero 
de 2020 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 74, Tomo III, enero de 2020, página 
2590, con número de registro digital: 2021416.

Tesis de jurisprudencia 18/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de febrero de dos mil 
veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de marzo de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 17 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA. LAS RESOLUCIONES 
QUE SU DIRECTOR GENERAL EMITE, RELATIVAS AL CESE O CAMBIO 
DE ADSCRIPCIÓN DEL PERSONAL DE ESE INSTITUTO, NO REVISTEN 
EL CARÁCTER DE DEFINITIVAS E INATACABLES. De la interpretación del 
artículo 100, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se advierte que las decisiones emitidas por el Consejo de la 
Judicatura Federal, funcionando en Pleno o en Comisiones, en ejercicio de 
las atribuciones que constitucionalmente le fueron conferidas para la admi­
nistración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, revisten 
el carácter de definitivas e inatacables, por lo que en su contra no procede 
juicio ni recurso alguno, con excepción de las que se refieran a la designa­
ción, adscripción, ratificación y remoción de Magistrados de Circuito y Jueces 
de Distrito. En consecuencia, atendiendo a que el Instituto Federal de Defen­
soría Pública constituye un organismo del Poder Judicial de la Federación, 
con autonomía técnica y operativa para la consecución de sus fines, que se 
encuentra vinculado al Consejo de la Judicatura Federal, exclusivamente, en 
el aspecto administrativo y presupuestal, se concluye que las determinacio­
nes que el director del mencionado instituto emite, relativas al cese o cam­
bio de adscripción de los servidores públicos que lo integran, implican el 
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ejercicio de las atribuciones de carácter administrativo que el legislador 
le confirió, en relación con la prestación del servicio de defensoría pública. 
Por tanto, no puede considerarse que les revista el carácter de definitivas e 
inatacables, pues además de que no son emitidas en ejercicio de las atri­
buciones constitucionales conferidas al Consejo de la Judicatura Federal, 
tampoco son pronunciadas por éste funcionando en Pleno o en Comisiones. 
Lo anterior no implica que dichas resoluciones sean susceptibles de ser 
reclamadas a través del juicio de amparo indirecto, pues cualquier discre­
pancia relacionada con los derechos laborales del personal del instituto 
debe plantearse ante la Comisión Substanciadora Única del Poder Judicial de 
la Federación.

2a./J. 19/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 441/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Séptimo en Materia de Trabajo y Cuarto en Materia Administrativa, 
ambos del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Tercer Circuito. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 69/2006, el cual dio origen a la tesis aislada 
número III.4o.A.37 A, de rubro: "INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA 
PÚBLICA. LA RESOLUCIÓN DE DESTITUCIÓN DE UN OFICIAL JUDICIAL 
(ACTUALMENTE OFICIAL ADMINISTRATIVO), EMITIDA POR SU DIREC­
TOR GENERAL, ES IMPUGNABLE MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVII, abril de 2008, página 2379, con número de registro 
digital: 169866;

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 174/2009, el cual dio origen a la tesis aislada 
número I.4o.A.680 A, de rubro: "INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA 
PÚBLICA. EL ACUERDO DE SU DIRECTOR GENERAL QUE DETERMINA EL 
CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN DE UN ASESOR JURÍDICO, ES IMPUGNA­
BLE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
agosto de 2009, página 1649, con número de registro digital: 166640; y,

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Pri­
mer Circuito, al resolver la queja 80/2019.

Tesis de jurisprudencia 19/2020. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diecinueve de febrero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 112 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL PREVER LA POSIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA INASIS­
TENCIA A LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN SÓLO AL CONSUMIDOR, 
PREVIO A IMPONER UNA SANCIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUAL­
DAD PROCESAL. Tras la reforma al artículo 28 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Fede­
ración el 3 de febrero de 1983, en la que el Constituyente elevó a rango 
constitucional el derecho de protección al consumidor, el legislador estableció 
reglas para su protección y mejor defensa de sus intereses, lo cual responde 
a la situación de desventaja en que se encuentra como individuo aislado 
frente a los actores con los que interactúan en la dinámica del mercado, por 
lo que las relaciones de consumo, dada su naturaleza, regulan a sujetos no 
comparables; por tanto, el artículo 112 de la Ley Federal de Protección 
al Consumidor no transgrede los artículos 1o. y 17 constitucionales, dado 
que no viola el principio de igualdad procesal al otorgar sólo al consumidor la 
posibilidad de justificar su inasistencia a la audiencia de conciliación, previa­
mente a la imposición de alguna sanción, pues esto responde a la situación 
de desventaja descrita, por lo que ante sujetos que no se encuentran en 
igualdad de circunstancias, es válido que el legislador estableciera una dife­
rencia de trato.

2a./J. 20/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 485/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Quinto en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Décimo 
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Segundo en Materia Administrativa del Primer Circuito. 6 de febrero de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Roberto Fraga Jiménez y Diana Cristina Rangel León.

Tesis y criterio contendientes:

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 26/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
número III.5o.A.64 A (10a.), de título y subtítulo: "PROTECCIÓN AL CON­
SUMIDOR. EL ARTÍCULO 112, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL PREVER LA POSIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA INASISTEN­
CIA A LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN SÓLO AL RECLAMANTE, 
VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD DE LAS PARTES EN EL PROCESO 
Y LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
JURÍDICA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 22 de junio de 2018 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semana­
rio Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 
2018, página 3118, con número de registro digital: 2017266; y,

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 150/2019.

Tesis de jurisprudencia 20/2020. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del diecinueve de febrero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

AYUDA DE RENTA DE CASA. LA QUE RECIBEN LOS TRABAJADORES 
TRANSITORIOS DE PETRÓLEOS MEXICANOS EN TÉRMINOS DE LA 
CLÁUSULA 153 DEL CONTRATO COLECTIVO, NO SE EQUIPARA A 
LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONAR VIVIENDA PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 136 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. Tratándose de trabajado­
res transitorios las aportaciones al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores (INFONAVIT) no deben confundirse ni equipararse con 
la prestación denominada "ayuda de renta de casa", establecida en la cláu­
sula 153 del Contrato Colectivo de Trabajo de Petróleos Mexicanos, toda vez 
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que difieren tanto en su origen como en su naturaleza y objeto. Efectivamente, 
en cuanto a su origen, las primeras tienen su fundamento en los artículos 
123, apartado A, fracción XII, de la Constitución Federal, así como 136, 138 
y 140 de la Ley Federal del Trabajo, mientras que la segunda es una presta­
ción contractual. Por su naturaleza, las aportaciones al INFONAVIT son de 
previsión social y, por disposición legal expresa, tienen carácter fiscal, que 
deriva del artículo 2o. del Código Fiscal de la Federación, en relación con el 
diverso 267 de la Ley del Seguro Social; por el contrario, la prestación eco­
nómica contractual no persigue atender contingencias o necesidades previ­
sibles que puedan presentarse para los trabajadores. En razón de su objeto, 
las aportaciones al Instituto tienen como finalidad establecer un sistema de 
financiamiento que permita a los trabajadores obtener crédito barato y sufi­
ciente para adquirir en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, para 
la construcción, reparación o mejora de sus casas y para el pago de pasivos 
adquiridos por estos conceptos, mientras que la "ayuda de renta de casa" 
busca proporcionar una ayuda pecuniaria a los trabajadores para hacer frente 
a gastos relativos a renta de casa habitación. Así, toda vez que no son pres­
taciones equivalentes, el cumplimiento de la prestación prevista en la cláu­
sula 153 del contrato colectivo de trabajo no exime a Petróleos Mexicanos de 
inscribir a sus trabajadores al referido Instituto y hacer las aportaciones 
correspondientes. Lo anterior se corrobora con lo dispuesto en el artículo 150 
de la Ley Federal del Trabajo, que dispone que aun cuando las empresas 
proporcionen a sus trabajadores casas en comodato o arrendamiento, no 
están exentas de contribuir al Fondo Nacional de la Vivienda.

2a./J. 21/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 446/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Cole­
giado del Décimo Circuito y los Tribunales Colegiados Primero y Noveno, 
ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 6 de febrero de 2020. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Luis María Aguilar 
Morales y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín Esqui­
vel Mossa. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 481/2017, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
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en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver los amparos directos 
10311/1993, 51/1994, 6971/1994, 7521/1994 y 10791/1994, y el diverso 
sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 4049/1998.

Tesis de jurisprudencia 21/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de febrero de dos mil 
veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de marzo de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración. y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 17 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA EL OFICIO POR EL QUE SE HACE DEL CONOCIMIENTO 
DEL CONTRIBUYENTE SU INCLUSIÓN EN EL LISTADO DE AQUELLOS 
QUE NO DESVIRTUARON LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPE­
RACIONES A QUE SE REFIEREN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y TERCERO 
DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN SU 
TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 25 DE JUNIO DE 2018. De acuerdo con el párrafo 
primero del numeral citado, la autoridad fiscal podrá presumir la inexisten­
cia de las operaciones amparadas en los comprobantes fiscales expedidos 
por un contribuyente, si detecta que éste no cuenta con la capacidad opera­
tiva para otorgar los servicios o entregar los bienes respaldados en tales 
comprobantes, o bien, que se encuentra no localizado. Ante ello, el párrafo 
segundo dispone que la autoridad deberá notificar a los contribuyentes 
que se encuentren en esa situación, a través de su buzón tributario, de la 
página de internet del Servicio de Administración Tributaria y mediante publi­
cación en el Diario Oficial de la Federación, con el objeto de que en el plazo 
de quince días contados a partir de la última de las notificaciones efectua­
das, manifiesten ante dicha autoridad lo que a su derecho convenga y aporten 
la documentación e información con la que pretendan desvirtuar la presun­
ción que existe en su contra. Por su parte, el párrafo tercero establece que 
una vez transcurrido aquel término, la autoridad, en un plazo que no exce­
derá de cinco días: 1) valorará las pruebas y defensas que se hayan hecho 
valer; 2) notificará su resolución a los contribuyentes a través del buzón 
tributario; y 3) treinta días posteriores a esta notificación publicará en el medio 
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oficial y página electrónica referidos, un listado de los contribuyentes que 
no desvirtuaron los hechos que se les imputó y que, por tanto, se encuen­
tran definitivamente en la situación a que se refiere el párrafo primero del 
artículo en comento. Lo anterior permite concluir que es la notificación de la 
citada resolución [identificada en el inciso 2)] la que causa un perjuicio al con­
tribuyente impugnable ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
En consecuencia, si la autoridad hacendaria mediante oficio hace del cono­
cimiento del contribuyente su inclusión en el listado aludido, en contra de tal 
oficio no procede el juicio contencioso administrativo, puesto que no consti­
tuye una resolución que cause agravio en términos del artículo 3, fracción V, 
de la Ley Orgánica del mencionado tribunal, sino que es una consecuencia 
directa de la resolución de la autoridad fiscal por la que determinó que dicho 
contribuyente no desvirtuó la presunción actualizada en su contra.

2a./J. 23/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 472/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con resi­
dencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo al Tribunal Colegiado en 
Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Cir­
cuito. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Luis María Aguilar Morales 
manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 644/2017, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al 
resolver el amparo directo 319/2019 (cuaderno auxiliar 730/2019).

Tesis de jurisprudencia 23/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro de marzo de dos mil veinte. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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MAGISTRADOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. SU ELECCIÓN ES 
UN ACTO SOBERANO EMITIDO EN USO DE FACULTADES DISCRECIO­
NALES, POR LO QUE EN SU CONTRA NO PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VII, DE LA LEY 
DE LA MATERIA.

Hechos. Los Tribunales Colegiados contendientes analizaron si resulta apli­
cable o no la jurisprudencia 2a./J. 102/2018 (10a.) de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, para sobreseer en el juicio de amparo 
con fundamento en el artículo 61, fracción VII, de la ley de la materia, en 
aquellos casos en los que el acto reclamado consiste en el procedimiento y la 
designación de Magistrados de las entidades federativas, aun cuando dicha 
tesis se haya emitido al examinar la legislación del Estado de Jalisco.

Criterio jurídico. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 102/2018 (10a.), determinó que el juicio 
de amparo es improcedente en contra de la elección de Magistrados por 
parte del Congreso del Estado de Jalisco, porque es un acto soberano 
emitido en uso de facultades discrecionales; criterio que resulta aplicable 
al resto de las entidades federativas, que tengan previsto un sistema igual 
para el nombramiento de magistrados, con independencia de las similitudes 
o diferencias que existan entre las legislaciones respectivas.

Justificación: Lo anterior, en virtud de que el eje fundamental que orienta a 
esa tesis deriva de lo que se entiende como acto soberano, a saber, aquel 
que se lleva a cabo cuando quien ejerce la facultad, goza de independen­
cia y no requiere de injerencia externa para adoptar sus decisiones, es decir, 
siempre y cuando las Constituciones o leyes locales los faculten para realizar 
la elección sin que tal decisión deba ser sometida a la aprobación, sanción 
o ratificación de persona u organismo diverso; incluso cuando ni la Consti­
tución Local ni alguna otra disposición mencionen de manera textual o 
expresa que el Congreso Local tiene una facultad soberana y discrecional 
para aprobar ese tipo de nombramientos.

2a./J. 25/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 477/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Tribunal Cole­
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giado del Trigésimo Segundo Circuito. 4 de marzo de 2020. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la 
Paz Varela Domínguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 57/2019, y el diverso 
sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 35/2019.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 102/2018 (10a.) citada, aparece publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de sep­
tiembre de 2018 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 58, Tomo I, septiembre de 2018, 
página 887, con número de registro digital: 2017916, con el título y subtí­
tulo: "MAGISTRADOS DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL 
ESTADO DE JALISCO. SU ELECCIÓN POR PARTE DEL CONGRESO 
LOCAL ES UN ACTO SOBERANO EMITIDO EN USO DE FACULTADES 
DISCRECIONALES, POR LO QUE EN SU CONTRA NO PROCEDE EL JUI­
CIO DE AMPARO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VII, DE 
LA LEY DE LA MATERIA."

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 35/2019, resuelto por el Tri­
bunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, derivó la tesis aislada 
XXXII.1 CS (10a.), de título y subtítulo: "MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE COLIMA. LOS ARTÍCU­
LOS 34, FRACCIÓN XXIV, 58, FRACCIÓN XIII Y 77 DE LA CONSTI­
TUCIÓN POLÍTICA DE LA ENTIDAD, AL ESTABLECER EL PROCESO DE 
SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN RELATIVO, SIN QUE ESTÉ BASADO EN 
MECANISMOS OBJETIVOS QUE GARANTICEN LA LIBRE CONCU­
RRENCIA, SON INCONSTITUCIONALES E INCONVENCIONALES.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de junio de 
2019 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 67, Tomo VI, junio de 2019, página 5201, con 
número de registro digital: 2020080.
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Tesis de jurisprudencia 25/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE POR RAZÓN DE CUANTÍA CON­
TRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMI­
NISTRATIVA QUE DECLAREN LA NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN QUE 
DETERMINE EN DEFINITIVA QUE EL CONTRIBUYENTE NO DESVIRTUÓ 
LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
la sentencia dictada en el juicio administrativo federal que declara la nuli­
dad de una resolución que determina que el contribuyente no desvirtuó la 
presunción de inexistencia de operaciones, y que ordena agregarlo al listado 
a que se refiere el artículo 69-B, párrafos cuarto y quinto, del Código Fiscal 
de la Federación (equivalentes al tercer y cuarto párrafos de su texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 
2018), implica o no la existencia de una cuantía que haga procedente el 
recurso de revisión fiscal contra dicha sentencia, en términos del artículo 63, 
fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que el recurso de revisión fiscal es improcedente por razón de 
cuantía contra la sentencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
que declara la nulidad de la resolución que determina en definitiva que el 
contribuyente no desvirtuó la presunción de inexistencia de operaciones.

Justificación: El artículo 63, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo exige una cuantía específica del negocio para 
que proceda el recurso de revisión fiscal, de lo que deriva necesariamen­
te que exista una cantidad líquida determinada desde la resolución impug­
nada y declarada nula en el juicio administrativo. Por su parte, la resolución 
a que se refiere el artículo 69-B, párrafos cuarto y quinto, del Código Fiscal 
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de la Federación (equivalentes al tercer y cuarto párrafos de su texto ante­
rior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de 
junio de 2018), tiene como única finalidad definir que el emisor de los com­
probantes fiscales no desvirtuó la presunción de inexistencia de operaciones 
y, por ende, ordenar que su nombre se publique en un listado en el Diario Oficial 
de la Federación y en la página de internet del Servicio de Administración 
Tributaria, a efecto de que se considere, con efectos generales, que las ope­
raciones contenidas en esos comprobantes no producen efecto fiscal alguno, 
pero no determina obligación económica a cargo de algún contribuyente. 
De ahí que la nulidad que eventualmente se decrete en la sentencia dictada 
en el juicio administrativo que en contra de esa resolución se promueva, no 
constituye un negocio que conlleve cuantía específica y, por ende, el recurso 
de revisión fiscal que, a su vez, se interponga contra esa sentencia del Tri­
bunal Federal de Justicia Administrativa no se ubica en el supuesto de pro­
cedencia a que se refiere el artículo 63, fracción I, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo.

2a./J. 26/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 555/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Cir­
cuito, Primero del Décimo Sexto Circuito y Tercero del Sexto Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 4 de marzo de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
manifestó que formularía voto concurrente Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Iveth López Vergara.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Décimo Sexto Circuito, al resolver la revisión fiscal 13/2019, el sustentado 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Cir­
cuito, al resolver la revisión fiscal 72/2018, y el diverso sustentado por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo 
Noveno Circuito, al resolver la revisión fiscal 5/2019.
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Tesis de jurisprudencia 26/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA FISCAL. EL AVISO DE COMPENSACIÓN 
INTERRUMPE SU PLAZO, AUN CUANDO SEA RECHAZADO POR LA 
AUTORIDAD FISCAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
si el aviso de compensación realizado por el contribuyente, que ha sido 
rechazado por la autoridad, constituye o no una gestión de cobro suscep­
tible de interrumpir el plazo de prescripción para solicitar la devolución de 
saldos a favor, en términos de los artículos 22 y 146 del Código Fiscal de la 
Federación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el aviso de compensación que realiza el contribu­
yente respecto de un saldo a favor constituye una gestión de cobro que 
interrumpe el plazo de prescripción, aun cuando sea rechazado por la 
autoridad.

Justificación: De conformidad con el artículo 146 del Código Fiscal de la 
Federación, el plazo de prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro 
que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento 
expreso o tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Conforme al 
diverso 22, párrafo décimo quinto, del propio ordenamiento, la obligación 
de devolver prescribe en los mismos términos y condiciones que el crédito 
fiscal, considerando como gestión de cobro la solicitud de devolución que 
formule el particular, excepto cuando desista. Finalmente, en términos del 
artículo 23 del citado código, el contribuyente que pretenda realizar una 
compensación debe presentar el aviso ante la autoridad hacendaria com­
petente. De la interpretación de tales disposiciones se desprende que el 
aviso de compensación que realiza el contribuyente respecto de un saldo 
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a favor constituye una gestión de cobro que interrumpe el plazo de prescrip­
ción, independientemente de su resultado, es decir, si procede o no dicha 
compensación. Se afirma lo anterior, porque el acto fundamental que da 
lugar a la interrupción, ya sea mediante una solicitud de devolución, como 
expresamente lo prevé el código tributario, o bien, mediante el aviso de 
compensación, es la notificación que se hace al deudor respecto de la exis­
tencia de un adeudo fiscal cuyo pago se le requiere o solicita. De ahí que 
cuando un contribuyente tiene un saldo a favor respecto del que presenta 
un aviso de compensación, es evidente que dicha acción constituye una 
gestión de cobro tendente a hacer efectivo el saldo a favor, a fin de extinguir 
la diversa obligación de pago que tiene con el propio fisco. Sin que tras­
cienda lo que a la postre resuelva la autoridad hacendaria respecto del 
referido aviso, porque tal circunstancia no cambia su naturaleza jurídica 
de gestión de cobro o de notificación de existencia de un adeudo tributario.

2a./J. 28/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 5/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Tercero en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y 
Primero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 11 de marzo de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Cir­
cuito, al resolver la revisión fiscal 34/2018, la cual dio origen a la tesis 
aislada número VIII.3o.P.A.5 A (10a.), de título y subtítulo: "SOLICITUD DE 
COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR POR CONCEPTO DE CONTRI­
BUCIONES. CONSTITUYE UNA GESTIÓN DE COBRO QUE INTERRUMPE 
EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN 
PARA DEVOLVERLOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 70, 
Tomo III, septiembre de 2019, página 2256, con número de registro 
digital: 2020568; y,
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El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 
resolver la revisión fiscal 48/2016, la cual dio origen a la tesis aislada 
número IV.1o.A.67 A (10a.), de título y subtítulo: "DEVOLUCIÓN DE SAL­
DOS A FAVOR. EL AVISO DE COMPENSACIÓN NO REPRESENTA UNA 
GESTIÓN DE COBRO, NI INTERRUMPE EL TÉRMINO DE LA PRESCRIP­
CIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
28 de abril de 2017 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, 
página 1730, con número de registro digital: 2014166.

Tesis de jurisprudencia 28/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

RENTA. EL ARTÍCULO 303 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO RESPETA LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.

Criterios discrepantes: Dos personas físicas promovieron juicios contencio­
sos contra la negativa de devolución de saldo a favor de impuesto sobre 
la renta, con motivo de depósitos que realizaron en la cuenta del seguro de 
separación individualizado, que contrataron con una empresa aseguradora. 
Los Tribunales Colegiados que conocieron de los juicios de amparo respec­
tivos sostuvieron un criterio distinto sobre la misma cuestión jurídica, consis­
tente en determinar si el artículo reglamentario de referencia viola los principios 
de reserva de ley y de subordinación jerárquica.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 303 del Reglamento de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta no transgrede esos principios, ya que sólo desarrolla y com­
plementa lo previsto por el artículo 185 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Justificación: En efecto, el precepto legal de mérito establece un estímulo 
fiscal para las personas físicas que, entre otros supuestos, efectúen depósi­
tos en cuentas personales especiales para el ahorro. Desde la perspectiva 
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de las personas que decidan acogerse a tal beneficio, se permite que las 
cantidades que se destinan al ahorro se reduzcan de la base gravable del 
ejercicio en el que se efectuaron o del inmediato anterior. Asimismo, desde 
el punto de vista del fomento al ahorro nacional, el estímulo también tiene la 
finalidad de incrementar la captación de recursos que realizan las institucio­
nes de crédito, las cuales pueden ponerlo a disposición del público en gene­
ral para el financiamiento de actividades productivas. Por su parte, el artículo 
303 del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta dispone que se 
consideran cuentas personales especiales para el ahorro, aquellas en las 
que se realice cualquier depósito que: a) se aperture en una institución de 
crédito; b) el contribuyente manifieste por escrito a dicha institución que el 
depósito o la inversión se efectúa en términos del artículo 185; y c) la institu­
ción de crédito asiente en el comprobante fiscal que ampare la operación la 
leyenda "se constituye en términos del artículo 185 de la LISR". Tales requi­
sitos no vulneran los principios de reserva de ley y de subordinación jerár­
quica, ya que es el precepto legal el que establece los sujetos, las hipótesis, 
así como el modo y tiempo para acceder al estímulo fiscal; además, sólo 
desarrollan y complementan lo que dispone la ley, pues son las institucio­
nes de crédito las que captan el ahorro del público en general para colocar 
esos recursos entre el público inversionista; asimismo, dado que el benefi­
cio es optativo, es necesario que los contribuyentes manifiesten, por escrito, su 
voluntad para acogerse a él y esa manifestación de voluntad debe reflejarse 
en el comprobante fiscal que ampare la operación, pues este documento 
sirve para dejar constancia de un hecho o acto con relevancia tributaria, 
como lo es la determinación del contribuyente de acogerse al estímulo fiscal 
y tomar la deducción respectiva.

2a./J. 29/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 559/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Segundo 
en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 22 de abril de 
2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 198/2019, y el diverso susten­
tado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 61/2019.

Tesis de jurisprudencia 29/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

RECIBOS DE NÓMINA CON SELLO DIGITAL Y CADENA DE CARACTERES 
GENERADA POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT). 
SON APTOS PARA DEMOSTRAR EL MONTO Y EL PAGO DE LOS SALA­
RIOS A LOS TRABAJADORES. 

Criterios discrepantes. Los Tribunales Colegiados analizaron una misma pro­
blemática jurídica arribando a posicionamientos contrarios, ya que mientras 
para uno de ellos la impresión de los recibos de nómina con sello digital y 
cadena de caracteres generada por la autoridad hacendaria, es apta para 
demostrar el pago y el monto de los salarios de los trabajadores, para el 
otro, esa eficacia demostrativa depende de la valoración que se haga de 
dicho documento con relación al caudal probatorio.

Criterio jurídico. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
decide que cuando en un juicio laboral se ofrezca como prueba la impre­
sión de los recibos de nómina con sello digital y cadena de caracteres 
generada por el Servicio de Administración Tributaria (SAT), dichos documen­
tos son aptos para demostrar el pago y el monto de los salarios de los tra­
bajadores, salvo que exista prueba en contrario, ya que en ese supuesto 
deberá estarse al resultado de la valoración con relación al caudal probatorio.

Justificación. Lo anterior es así, porque una vez que el contribuyente cum­
ple con lo dispuesto en los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Fede­
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ración, los comprobantes digitales no sólo dan crédito del cumplimiento 
de una obligación formal en materia fiscal, sino que además, tal como esta­
blece el propio artículo 99, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, son aptos para demostrar el pago que se realiza a favor del trabajador. 
En el entendido de que para tener por satisfecha esta obligación, se deben 
reunir las siguientes condiciones: a) que exista constancia, en cualquier 
soporte, de que el patrón entregó el comprobante al trabajador; b) que los 
comprobantes contengan elementos que acrediten que efectivamente se rea­
lizó la erogación a favor del trabajador; y c) que esos mismos elementos o 
en virtud del sistema empleado en su emisión, demuestren que el pago del 
salario se realizó directamente al trabajador en un medio autorizado por 
el artículo 101 de la Ley Federal del Trabajo.

2a./J. 30/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 569/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Tercero en Materia de Trabajo del Primer Circuito y Tercero en 
Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 6 de mayo de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Yasmín Esquivel Mossa, quien 
manifestó que formularía voto concurrente por considerar inexistente la 
contradicción de tesis. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar 
Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sép­
timo Circuito, al resolver el amparo directo 926/2016, el cual dio origen 
a la tesis XVII.30.C.T.3 L (10a.), de título y subtítulo: "RECIBOS DE NÓMINA 
CON SELLO DIGITAL. AUN CUANDO CAREZCAN DE LA FIRMA DEL TRA­
BAJADOR, TIENEN VALOR PROBATORIO EN EL JUICIO LABORAL, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 99, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 9 de febrero de 2018 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo III, febrero 
de 2018, página 1535, con el número de registro digital: 2016199, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver los amparos directos 331/2017 y 1013/2019.
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Tesis de jurisprudencia 30/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA LAS RESOLUCIONES EMITIDAS POR EL INSTITUTO NACIONAL 
DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES (INAI), EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES EN POSESIÓN DE PARTICULARES. 

Criterios discrepantes: Los Tribunales Colegiados contendientes analizaron 
si las resoluciones que emite el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), en materia de 
protección de datos personales en posesión de particulares, son impugna­
bles a través del juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en términos del artículo 56 de la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, llegando a 
soluciones contrarias.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que el juicio de nulidad es improcedente, porque de acuerdo 
con la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 7 de febrero de 2014, la única vía para combatir estas resoluciones es el 
juicio de amparo.

Justificación: Es así, porque uno de los objetivos esenciales de la aludida 
reforma constitucional en materia de transparencia, fue que los particulares 
únicamente pudieran impugnar las resoluciones de dicho Instituto vía juicio 
de amparo, con la clara intención de no alargar los procedimientos en mate­
ria de acceso a la información y tutelar de mejor manera ese derecho; en 
ese sentido, si el Poder Reformador de la Constitución otorgó competencia al 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales para conocer de la materia de protección de datos per­



61

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

sonales en posesión de los particulares, en tanto se determina la instancia 
responsable encargada de atender los temas en esa materia, debe entender­
se derogado el artículo 56 de la Ley Federal de Protección de Datos Perso­
nales en Posesión de los Particulares, porque al ser de contenido previo a 
la mencionada reforma, resulta contrario al marco constitucional y legal 
que lo rige en la actualidad, conforme al cual los particulares sólo pueden 
impugnar sus resoluciones a través del juicio de amparo.

2a./J. 31/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 525/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Cuarto del Tercer Circuito y Quinto del Primer Circuito, ambos en 
Materia Administrativa. 20 de mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Adriana Carmona 
Carmona.

Tesis y criterio contendientes:

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 669/2018, el cual dio origen a la tesis I.5o.A.13 A 
(10a.), de título y subtítulo: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINIS­
TRATIVA. CARECE DE COMPETENCIA PARA CONOCER DE LAS DEMAN­
DAS PROMOVIDAS CONTRA LAS RESOLUCIONES EMITIDAS POR EL 
INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMA­
CIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, AL SER ÉSTE UN OR­
GANISMO CONSTITUCIONAL AUTÓNOMO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 71, Tomo IV, octubre de 2019, página 3640, con número de registro 
digital: 2020767, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 62/2019.

Tesis de jurisprudencia 31/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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AVISO DE RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. SU NOTIFICACIÓN 
POR CONDUCTO DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.

Criterios discrepantes. Los Tribunales Colegiados analizaron si para satis­
facer la carga de notificar al trabajador del aviso de rescisión a través de la 
Junta laboral, es suficiente que en el juicio laboral la parte patronal demuestre 
que presentó la solicitud correspondiente ante la autoridad de trabajo, o bien, 
si además debe demostrar que dio seguimiento al expediente paraprocesal, 
es decir, que procuró la admisión a trámite y satisfizo cualquier requerimiento 
relacionado con la notificación al trabajador.

Criterio jurídico. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que la parte patronal debe acreditar que el escrito en el que 
solicitó a la Junta laboral la notificación al trabajador del aviso de rescisión, 
satisface los requisitos previstos en los artículos 47 y 991 de la Ley Federal 
del Trabajo, en su texto vigente a partir de la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012 y anterior a la reforma 
publicada en dicho medio de difusión oficial el 1 de mayo de 2019.

Justificación. Lo anterior es así, porque de los artículos 47 y 991 de la Ley 
Federal del Trabajo se advierte que la obligación de dar a conocer al traba­
jador el aviso de rescisión a través de la Junta, debe satisfacer los requisitos 
siguientes: a) que el escrito se presente dentro de los cinco días siguientes al 
despido; b) ante la Junta laboral competente; y, c) proporcionando el último 
domicilio registrado como del trabajador. Ello, en virtud de que al solicitar a 
la Junta laboral la notificación al trabajador del aviso de rescisión, se satis­
face el objetivo de dar certeza a éste sobre la causa o causas de rescisión 
de la relación de trabajo, permitiéndole oponer una adecuada defensa de 
sus derechos, pues incluso en el supuesto de que por circunstancias ajenas 
a la voluntad del patrón la Junta se encuentre imposibilitada para notificar al 
trabajador del aviso respectivo, éste no queda en estado de inseguridad 
jurídica, en tanto el patrón no puede alterar los hechos consignados en el 
aviso de rescisión, mientras que el trabajador está en aptitud de hacer uso 
del derecho de réplica e incluso de ofrecer las pruebas correspondientes, 
a lo que se suma que de conformidad con el artículo 47, penúltimo párrafo, de 
la Ley Federal del Trabajo, la prescripción de las acciones derivadas del des­
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pido no comenzará a correr hasta que el trabajador reciba personalmente 
el aviso de rescisión.

2a./J. 32/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 20/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Tercer Circuito. 20 de mayo de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

El Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito (actual Primer Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Tercer Circuito), al resolver el amparo directo 786/2017, 
el cual dio origen a la tesis XXIII.5 L (10a.), de título y subtítulo: "AVISO DE 
RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. SU NOTIFICACIÓN POR CON­
DUCTO DE LA JUNTA CONLLEVA QUE EL PATRÓN JUSTIFIQUE EN JUI­
CIO QUE CUMPLIÓ CON ÉXITO EL PROCEDIMIENTO PARAPROCESAL 
RESPECTIVO, POR LO QUE ES INSUFICIENTE QUE SÓLO EXHIBA EL 
ACUSE DE RECIBO DE SU PETICIÓN A LA JUNTA.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 8 de marzo de 2019 a las 10:11 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 64, Tomo III, marzo de 2019, página 2573, con número de 
registro digital: 2019451; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 562/2019.

Tesis de jurisprudencia 32/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de octubre de 2020 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 3 de noviembre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

BONO DE DESPENSA. LOS PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJA­
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DORES DEL ESTADO ABROGADA NO TIENEN DERECHO AL INCREMENTO 
DE ESA PRESTACIÓN ESTABLECIDO EN LOS MANUALES DE PERCEP­
CIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LAS DEPENDENCIAS 
Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, EXPEDI­
DOS EN DOS MIL SIETE, DOS MIL OCHO Y DE DOS MIL ONCE A DOS 
MIL DIECISIETE. 

Criterios discrepantes: Los Tribunales Colegiados analizaron si los incremen­
tos de la prestación denominada "bono de despensa", previstos en diversos 
Manuales de Percepciones de las Dependencias y Entidades de la Admi­
nistración Pública Federal, fueron o no otorgados de manera general de 
conformidad con los artículos 57 de la Ley del ISSSTE abrogada y 43 
del Reglamento para el otorgamiento de pensiones de los trabajadores 
sujetos al régimen del artículo décimo transitorio del Decreto por el que se 
expide la Ley de ISSSTE, a efecto de resolver si los pensionados de ese Ins­
tituto tienen o no derecho a tales incrementos. Llegaron a soluciones contra­
rias, toda vez que uno estimó que los incrementos aludidos no fueron 
otorgados de manera general, en razón de que se excluyó de ellos a los 
puestos que por su rama de especialización técnica o profesional, requieren 
un tratamiento particular y que son identificados como "categorías", mientras 
que el otro consideró que los incrementos en cuestión se efectuaron de forma 
general para los trabajadores operativos y mando y de enlace, respecto de 
quienes los manuales regulan sus prestaciones, sin que pueda considerarse 
para determinar la generalidad del pago del concepto "bono de despensa" 
al grupo "categorías", ya que tienen un trato específico en cuanto al tabu­
lador de sueldos y salarios.

Criterio jurídico: Los incrementos previstos en los manuales no fueron otor­
gados de manera general, esto es, a la totalidad de los servidores públicos de 
las dependencias y entidades de la administración pública federal, puesto 
que se excluyeron a diversos grupos de personal y, por ende, no se actualiza 
lo previsto en la última parte de los artículos 57 de la Ley del ISSSTE abro­
gada y 43 del Reglamento para el otorgamiento de pensiones de los traba­
jadores sujetos al régimen del artículo décimo transitorio del Decreto por el 
que se expide la Ley de dicho Instituto. Consecuentemente, los pensionados 
del ISSSTE no tienen derecho a tales incrementos.
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Justificación: De acuerdo con lo sustentado por la Segunda Sala de la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación en la contradicción 205/2016, el 
requisito de generalidad en los aumentos de prestaciones sólo se actua­
liza si el incremento se otorga a la totalidad de los trabajadores en activo. 
En ese sentido, de los manuales referidos se observa que en dos mil ocho no 
se reflejó aumento alguno al concepto ayuda para despensa –"bono de des­
pensa"– con respecto a la misma prestación otorgada en 2007; y que de 
2011 a 2017 sí se incrementó esa prestación, pero no a la totalidad de los 
trabajadores en activo, ya que de 2011 a 2014, tal aumento sólo se otorgó 
al personal operativo, excluyéndose al personal de categorías, y de mando 
y de enlace. Por lo que hace a los incrementos previstos para 2015 y 2016, 
éstos sólo fueron autorizados al personal operativo, y de mando y de enlace, 
sin considerar al de categorías creadas por ramas de especialidad. Por 
último, en 2017 el aumento sólo se reflejó en el personal operativo, y de mando 
y de enlace que se ajusten a los tabuladores de sueldos y salarios con 
curva salarial de sector central, es decir, una vez más se excluyó al personal 
de categorías y a los que se ajusten a un tabulador de sueldos y salarios 
con curva salarial específica.

2a./J. 33/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 2/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Décimo Sexto Circuito y Décimo Octavo del Primer 
Circuito, ambos en Materia Administrativa. 20 de mayo de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo 
Uruchurtu Soberón.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Cir­
cuito, al resolver los amparos directos 367/2017, 370/2017, 386/2017, 
388/2017 y 543/2017, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia 
XVI.1o.A. J/39 (10a.), de título y subtítulo: "BONO DE DESPENSA Y PREVI­
SIÓN SOCIAL MÚLTIPLE. LOS PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJA­
DORES DEL ESTADO ABROGADA, NO TIENEN DERECHO AL INCREMENTO 
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DE ESAS PRESTACIONES, A PARTIR DE SU ACRECENTAMIENTO ES­
TABLECIDO EN LOS MANUALES DE PERCEPCIONES DE LOS SER­
VIDORES PÚBLICOS DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, EXPEDIDOS DE 2011 A 2016 
[APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 13/2017 (10a.)].", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de octubre 
de 2017 a las 10:37 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, octubre de 2017, página 
2283, con número de registro digital: 2015411; y,

El sustentado por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito, al resolver los amparos directos 350/2018, 
486/2018, 646/2018 y 746/2018.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
205/2016 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo II, 
marzo de 2017, página 989, con número de registro digital: 26985.

Tesis de jurisprudencia 33/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de octubre de 2020 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 3 de noviembre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

HORAS EXTRAS. LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO TIENEN 
DERECHO A SU PAGO SI LABORAN MÁS ALLÁ DE LA JORNADA PAC­
TADA EN SUS NOMBRAMIENTOS O CONDICIONES GENERALES DE 
TRABAJO AUNQUE ÉSTA SEA MENOR A LA LEGAL. 

Criterios discrepantes: Los tribunales divergieron en torno a la procedencia 
del pago de horas extras en favor de las personas trabajadoras al servicio del 
Estado que laboraran más allá de la jornada establecida en sus nombramien­
tos o condiciones generales de trabajo, aunque la ahí prevista fuera menor 
a la máxima legal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala estimó que era procedente su pago siempre 
que demostraran tener una jornada menor a la legal en sus nombramientos 
o condiciones generales de trabajo.
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Justificación: De la lectura del artículo 123, apartado B, fracción I, de la Carta 
Magna y los numerales 21, 22, 23, 24, 26 y 39 de la Ley Federal de los Traba­
jadores al Servicio del Estado, se colige que los servidores públicos tienen 
derecho al pago de horas extras cuando se exceda la jornada máxima ahí 
establecida; sin embargo, la previsión de un tope a la jornada no es obstáculo 
para que las partes de la relación laboral establezcan una menor, por cuanto 
constituye una mejora a las condiciones de trabajo. Por tanto, si en el jui­
cio laboral se demuestra que la parte trabajadora efectivamente laboró más 
allá de la jornada establecida en su nombramiento o en las condiciones 
generales de trabajo, tendrá derecho al pago de horas extras aun cuando 
éstas no excedan los máximos legales.

2a./J. 34/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 556/2019. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia 
en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, en auxilio del Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Décimo Segundo Circuito. 22 de abril de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

El Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resol­
ver el amparo directo 4078/2007, el cual dio origen a la tesis I.8o.T.22 L, 
de rubro: "TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. CASO EN EL 
QUE EL TIEMPO LABORADO EN EXCESO A LA JORNADA LABORAL 
PACTADA NO DEBE CONSIDERARSE COMO TRABAJO DESEMPEÑADO 
EN FORMA EXTRAORDINARIA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, 
página 3341, con número de registro digital: 171003; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, en 
auxilio del Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Segundo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 640/2019 (cuaderno auxiliar 887/2019).
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Tesis de jurisprudencia 34/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

INVESTIGACIÓN ANTIDUMPING. CORRESPONDE A LOS ÓRGANOS DE 
AMPARO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN COMPE­
TENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA 
LA REPÚBLICA CONOCER DE LA DEMANDA DE AMPARO EN LA QUE SE 
RECLAMAN ACTOS Y RESOLUCIONES EMITIDOS POR LA SECRETA­
RÍA DE ECONOMÍA EN LOS PROCEDIMIENTOS EN MATERIA DE PRÁC­
TICAS DESLEALES DE COMERCIO INTERNACIONAL. 

Criterios discrepantes: Los Tribunales Colegiados determinaron el órgano 
competente, por razón de materia, para conocer de un amparo en el cual 
se reclamaron actos y resoluciones emitidos por la Secretaría de Economía 
con motivo de los procedimientos de investigación antidumping sobre impor­
taciones. Ambos tribunales llegaron a soluciones contrarias, pues mientras 
uno sostuvo que se actualizaba competencia a favor del Juez de Distrito 
en Materia Administrativa, el otro consideró competente a los órganos de 
amparo en Materia Administrativa Especializados en Competencia Econó­
mica, Radiodifusión y Telecomunicaciones con residencia en la Ciudad de 
México y jurisdicción en toda la República.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte decidió que resultan 
competentes los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa Especiali­
zados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones 
ya que se requieren de diversos conocimientos en materia de competencia 
económica.

Justificación: Lo anterior es así toda vez que dichos actos y resoluciones se 
vinculan con aspectos relacionados con la libre competencia y concurren­
cia y/o con actos relacionados con la prevención, investigación y combate 
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de monopolios y prácticas monopólicas, es decir, aspectos que involucran 
analizar prácticas indebidas en los mercados tanto nacionales como interna­
cionales. Además el procedimiento de investigación antidumping está tute­
lado por principios contenidos en el artículo 131 constitucional, los cuales 
están destinados a proteger el comercio exterior, la economía y la estabilidad 
de la producción nacional, por lo que las investigaciones en materia de prác­
ticas desleales de comercio internacional, se trata de un aspecto de tras­
cendencia nacional.

2a./J. 35/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 519/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Sexto Circuito y Segundo del Primer Circuito, ambos en Mate­
ria Administrativa. 22 de abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 41/2019, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 6/2019.

Tesis de jurisprudencia 35/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil 
veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. NO PROCEDE CONTRA LA APLICACIÓN 
DE DISPOSICIONES DE TRÁNSITO Y VIALIDAD QUE RESTRINGEN LA 
CIRCULACIÓN DEL TRANSPORTE DE CARGA PESADA (LEGISLACIÓN 
DE JALISCO Y DEL MUNICIPIO DE MONTERREY, NUEVO LEÓN). 

Hechos. Los órganos jurisdiccionales contendientes, al resolver recursos 
de queja, analizaron una misma problemática jurídica y arribaron a posicio­
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namientos contrarios, ya que para uno de ellos la suspensión en el juicio de 
amparo procede cuando se impugnan disposiciones del Reglamento de Trán­
sito y Vialidad del Municipio de Monterrey, que establece restricciones para 
la circulación de vehículos de carga, pues considera que no se afecta el 
interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, mientras 
que para el otro es improcedente dicha medida cautelar contra la Ley de 
Movilidad y Transporte del Estado de Jalisco, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Periódico Oficial de la entidad el 25 de enero de 2020, que 
prevé limitaciones a la circulación de dichos vehículos, ya que no se satis­
face el requisito contenido en la fracción II del artículo 128 de la Ley de 
Amparo.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala determina que no procede conceder la 
suspensión provisional contra la aplicación de disposiciones de tránsito y 
vialidad que restringen la circulación del transporte de carga.

Justificación. Lo anterior, porque las disposiciones que establecen restric­
ciones para la circulación del transporte de carga pesada, contenidas en la 
Ley de Movilidad y Transporte del Estado de Jalisco y el Reglamento de 
Tránsito y Vialidad del Municipio de Monterrey son de orden público e interés 
social y tienen como finalidad ordenar y otorgar mayor seguridad a los ciuda­
danos que hacen uso de las vías públicas, y para ello, entre otras medidas, 
establecen limitaciones de horario para el tránsito de vehículos de carga 
pesada. En ese tenor, esta Segunda Sala considera que no es procedente 
conceder la medida cautelar provisional en contra de esas normas, porque 
la ponderación entre el derecho que tienen los particulares a transitar con 
libertad y el interés social inmerso en las disposiciones que limitan o restrin­
gen tal derecho, en términos de lo dispuesto por el artículo 107, fracción X, 
primer párrafo, de la Constitución Federal, lleva a concluir que en el caso 
concreto se debe privilegiar, por encima del interés particular, el bien común, 
de manera que si las restricciones que imponen los preceptos reclamados 
a la circulación del transporte de carga repercuten en la regularidad de la 
actividad social y económica de la colectividad, lo adecuado es negar 
la suspensión provisional del acto, porque además esta decisión no causa 
un daño irreparable al particular.

2a./J. 36/2020 (10a.)
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Contradicción de tesis 24/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Tercer Circuito y el Pleno del Cuarto Circuito, ambos en 
Materia Administrativa. 22 de abril de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 2/2017, la cual dio origen a la tesis PC.IV.A. J/37 A (10a.), de 
título y subtítulo: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONTRA LA 
APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO 
Y VIALIDAD DEL MUNICIPIO DE MONTERREY, NUEVO LEÓN Y SU 
ÁREA METROPOLITANA, QUE ESTABLECEN, RESTRINGEN Y LIMITAN LA 
CIRCULACIÓN DEL TRANSPORTE DE CARGA PESADA.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de noviembre de 
2017 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 48, Tomo III, noviembre de 2017, página 1713, 
con número de registro digital: 2015644; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver la queja 31/2020.

Tesis de jurisprudencia 36/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de octubre de 2020 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 3 de noviembre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL APERCIBIMIENTO PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 885 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, RELATIVO A 
NO CONTESTAR LA VISTA OTORGADA RESPECTO A LA CERTIFICA­
CIÓN DE QUE NO EXISTEN PRUEBAS PENDIENTES DE DESAHOGO, NO 
ES VIOLATORIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

Hechos: Los órganos contendientes analizaron una misma problemática 
jurídica y arribaron a posicionamientos contrarios, ya que para uno de ellos 
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el artículo 885 de la Ley Federal del Trabajo, que establece un apercibimiento 
para las partes de tenerlas por desistidas de las pruebas ofrecidas en caso de 
que no desahoguen la vista que el propio numeral señala, no es contrario 
al derecho de acceso a la justicia, ya que tiene una justificación constitucional­
mente válida, es idónea, necesaria y proporcional, mientras que para el otro 
dicha disposición sí transgrede ese derecho, al considerar que es una 
medida innecesaria para que la Junta cumpla con su obligación de verificar 
que no existen pruebas pendientes de desahogo.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 885 de la Ley Federal del Trabajo, refor­
mado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 
de noviembre de 2012, que prevé que si las partes no dan contestación a 
la vista otorgada para que manifiesten su conformidad con la certifica­
ción del secretario en la que hace constar que no existen pruebas pendien­
tes de desahogo se les tendrá por desistidas de éstas, no es violatorio del 
derecho de acceso a la justicia.

Justificación: Lo anterior, porque es un presupuesto procesal que beneficia 
la celeridad del procedimiento laboral y, además, protege los intereses de las 
partes, porque después de que la Junta cumple con su obligación de verifi­
car que se hayan desahogado las pruebas, el secretario certifica que ya no 
hay pendientes, pero dicho precepto prevé que antes de que se cierre la 
instrucción, se debe dar vista a las partes para que en caso de que se haya 
incurrido en un error y se acredite que falta por desahogar alguna, lo puedan 
hacer valer para que se subsane esa omisión; sin embargo, esa vista no 
puede no estar sujeta a un plazo y a una consecuencia, porque impediría la 
celeridad del procedimiento, la cual constituye uno de los propósitos funda­
mentales de la reforma al sistema laboral publicada en la fecha señalada.

2a./J. 37/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 16/2020. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia 
de Trabajo del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito. 22 de abril de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
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González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 1/2019, la cual dio origen a la tesis PC.III.L. J/33 L (10a.), de título y 
subtítulo: "PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL ARTÍCULO 885, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLECER LA 
SANCIÓN DE SU DESISTIMIENTO TÁCITO ANTE LA OMISIÓN DE LAS PAR­
TES DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE LA VISTA OTORGADA CON 
MOTIVO DE LA CERTIFICACIÓN DEL SECRETARIO DE QUE YA NO QUE­
DAN PRUEBAS POR DESAHOGAR, NO VIOLA LOS DERECHOS HUMA­
NOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 74, Tomo II, enero de 2020, página 1725, con número de 
registro digital: 2021428; y,

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 1040/2017.

Tesis de jurisprudencia 37/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PROCEDE CONTRA LA RE­
SOLUCIÓN DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD INTERPUESTO EN 
CONTRA DE LA DETERMINACIÓN DE LA INSTANCIA DE QUEJA ADMI­
NISTRATIVA, EN LA QUE SE RECLAMÓ EL REEMBOLSO DE GASTOS 
MÉDICOS EXTRAINSTITUCIONALES, EN TÉRMINOS DE LO ESTABLE­
CIDO EN LOS ARTÍCULOS 14, FRACCIÓN XI, DE LA LEY ORGÁNICA DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ABRO­
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GADA Y 3, FRACCIÓN XII, DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDE­
RAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

Criterios discrepantes: Los Tribunales Colegiados analizaron una misma pro­
blemática jurídica y arribaron a posicionamientos contrarios, ya que mientras 
que para uno de los Tribunales la resolución recaída al recurso de inconfor­
midad interpuesto en contra de la determinación de la queja administrativa 
en la que se solicitó el reembolso de gastos médicos extrainstitucionales, no es 
de las contempladas en la fracción XII del artículo 3 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, para el otro, el juicio contencioso 
sí es procedente, al actualizarse el supuesto de la fracción XI del artículo 14 
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
abrogada.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que es procedente el juicio contencioso administrativo en 
contra de la resolución del recurso de inconformidad que define la instancia 
de queja administrativa, en la que se reclamó el reembolso de gastos médicos 
extrainstitucionales.

Justificación: Lo anterior es así, al considerar que el referido recurso de incon­
formidad tiene las características propias de los recursos administrativos, 
en la medida en que en el reglamento correspondiente se prevé un trámite, con 
la precisión de cuáles son las disposiciones aplicables de manera sustan­
tiva y adjetiva, el órgano ante el que debe interponerse, el plazo para ello, 
las pruebas que pueden ofrecerse y la oportunidad para desahogarlas, las 
garantías que deben observarse al tener que emitir la resolución correspon­
diente y la posibilidad de ejecutarla. Dicha resolución la emite una autoridad 
administrativa, como lo es el Consejo Consultivo Delegacional del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, el cual es un organismo público descentrali­
zado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 45 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública Federal; además, la resolución del recurso de incon­
formidad que define lo resuelto en la instancia de la queja administrativa 
prevista en el artículo 296 de la Ley del Seguro Social, constituye una reso­
lución definitiva respecto de la cual no procede recurso alguno, según lo 
previsto en la propia ley y en el Reglamento del Recurso de Inconformidad. 
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Ahora, por disposición de los artículos 1, 2 y 15-A de la Ley Federal de Proce­
dimiento Administrativo, el Instituto Mexicano del Seguro Social, por ser un 
organismo público descentralizado está sujeto a dicho ordenamiento y, por 
tanto, debe aplicar, supletoriamente, sus disposiciones en lo no previsto en 
la Ley del Seguro Social, en el Reglamento para el Trámite y Resolución de las 
Quejas Administrativas ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y en el 
Reglamento del Recurso de Inconformidad, con respecto al trámite y resolu­
ción de la queja administrativa y del propio recurso de inconformidad. Así las 
cosas, aunque las referidas disposiciones legales y administrativas de carác­
ter general no dispongan expresamente la supletoriedad de la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo, no significa que la resolución del recurso de 
inconformidad no se emita en los términos de dicho ordenamiento, sino por 
el contrario, por mandato legal debe entenderse que también se pronun­
cia en sus términos, en cuanto a lo no previsto en las normas generales 
especiales.

2a./J. 38/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 36/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito y Séptimo en Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de 
mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Óscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 373/2010, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.7o.A.767 A, de título y subtítulo: "INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. CONTRA SU RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO 
DE INCONFORMIDAD DERIVADO DE LA DETERMINACIÓN DE LA INSTAN­
CIA DE QUEJA EN LA QUE SE RECLAMÓ EL REEMBOLSO DE GASTOS 
MÉDICOS EXTRAINSTITUCIONALES, DEBE PROMOVERSE EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PREVIO AL AMPARO, AUN CUANDO 
AQUÉLLA SE FUNDE EN LA LEY DEL SEGURO SOCIAL.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
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Tomo XXXIII, mayo de 2011, página 1195, con número de registro digi­
tal: 162117; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administra­
tiva del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 234/2019.

Tesis de jurisprudencia 38/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PROCEDIMIENTO LABORAL. SU TRAMITACIÓN EN LA VÍA INCORRECTA 
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS NORMAS DEL PROCEDIMIEN­
TO, CON TRASCENDENCIA AL RESULTADO DEL FALLO, QUE PARA SER 
ESTUDIADA, DEBE SER PLANTEADA EN LOS CONCEPTOS DE VIO­
LACIÓN, EN LOS TÉRMINOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 174 DE LA 
LEY DE AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes se ocuparon de dilucidar 
si la tramitación de un juicio laboral en la vía incorrecta constituye una vio­
lación a las normas del procedimiento, que para ser estudiada, debe ser 
planteada en los conceptos de violación, en los que la parte quejosa deba 
–o no– expresar los motivos por los cuales considera que esa infracción 
trascendió, en su perjuicio, al resultado del fallo; lo anterior en términos del 
artículo 174 de la Ley de Amparo. Al respecto, ambos tribunales de amparo 
llegaron a soluciones contrarias.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que la tramitación de un juicio laboral en la vía equivocada 
constituye una infracción a las normas del procedimiento, que para ser anali­
zada debe plantearse en los conceptos de violación de la demanda de 
amparo, en los que se expresen las razones por las cuales se considera 
que tal violación trascendió al sentido del fallo en perjuicio del quejoso; ello 
en apego a lo que dispone el artículo 174 de la Ley de Amparo.
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Justificación: Esta Segunda Sala concluye que la tramitación de un juicio 
laboral en la vía incorrecta constituye una violación al procedimiento que 
afecta las defensas del quejoso, con trascendencia al resultado del fallo 
en su perjuicio y que por tal motivo amerita la reposición del procedimiento; en 
el entendido de que conforme lo dispone el artículo 174 de la Ley de Am­
paro, en aquellos casos en los que sea improcedente suplir la deficiencia 
de la queja, el quejoso se encuentra obligado a hacer valer esa infracción 
al procedimiento, vía conceptos de violación, en los que deberá explicar la 
manera en la que esa violación trasciende en su perjuicio, en el sentido del 
fallo reclamado, sin perjuicio de que al examinar dichos argumentos, el Tribu­
nal Colegiado se encuentre en aptitud de atender a la causa de pedir.

2a./J. 39/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 471/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Décimo Circuito, con residencia en Coatzacoalcos, 
Veracruz, Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y Primero 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en 
San Andrés Cholula, Puebla. 11 de marzo de 2020. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fausto Gorbea Ortiz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver los amparos directos 68/2018, 902/2017, 
342/2018, 341/2018 y 26/2018, y el diverso sustentado por el Primer Tri­
bunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el amparo directo 783/2018.

Nota: De las sentencias que recayeron a los amparos directos 68/2018, 
902/2017, 342/2018, 341/2018 y 26/2018, resueltos por el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, derivaron las 
tesis de jurisprudencia VII.2o.T. J/43 (10a.) y VII.2o.T. J/44 (10a.), de títulos y 
subtítulos: "PROCEDENCIA DE LA VÍA EN LOS PROCEDIMIENTOS LABO­
RALES. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE TRA­
BAJO DEBE ESTUDIARLA OFICIOSAMENTE ANTES DE ANALIZAR EL 
FONDO DEL ASUNTO, POR LO QUE ES INNECESARIO QUE LA DEMAN­
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DADA LA OPONGA COMO EXCEPCIÓN EN EL JUICIO DE ORIGEN PARA 
QUE INTRODUZCA ESE ARGUMENTO COMO CONCEPTO DE VIO­
LACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO." y "PROCEDIMIENTOS ESPECIAL U 
ORDINARIO EN EL JUICIO LABORAL. SUSTANCIARLOS EN LA VÍA IN­
CORRECTA CAUSA AGRAVIO PER SE, POR LO QUE BASTA SU SOLA 
ENUNCIACIÓN POR LA QUEJOSA PARA CONSIDERAR EXPLICADA 
LA TRASCENDENCIA DE LA VIOLACIÓN PROCESAL PARA SER ANALI­
ZADA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO.", publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 63, Tomo III, febrero de 2019, páginas 2428 y 2429, con 
números de registro digital: 2019322 y 2019323, respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 39/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. DEBE OTORGARSE PARA QUE LA INSTI­
TUCIÓN RESPONSABLE, DE INMEDIATO, ANALICE Y CERTIFIQUE EL 
MEJOR MEDICAMENTO PARA EL PADECIMIENTO DEL QUEJOSO, 
EN COMPARACIÓN CON LOS MEDICAMENTOS PREVISTOS EN EL CUADRO 
BÁSICO O COMPENDIO NACIONAL DE INSUMOS PARA LA SALUD. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron 
recursos de queja en los que se impugnaron los efectos de la suspen­
sión provisional concedida por los Jueces de Distrito, ante demandas de 
amparo, en las que un derechohabiente o beneficiario de instituciones de segu­
ridad social solicitó que se le suministrara gratuitamente un medicamento, 
que fue prescrito por un médico ajeno a esos organismos, y que además no se 
encontraba incluido en el Cuadro Básico y Catálogo de Insumos del Sector 
Salud regulado en los artículos 28 y 29 de la Ley General de Salud.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que el Juez de Distrito debe conceder la suspensión provi­
sional para el efecto de que los médicos de la Institución responsable, de 
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inmediato, revisen la solicitud del promovente y certifiquen si el medicamento 
es el de mayor eficacia terapéutica, seguridad y eficiencia para el pade­
cimiento del quejoso, comparado con otras alternativas que sí están inclui­
das en el Cuadro Básico o Compendio Nacional de Insumos para la Salud 
o en sus propios catálogos institucionales, y si la conclusión de ese análisis 
es que el medicamento solicitado es el mejor tratamiento para el paciente- 
quejoso, la Institución debe otorgarlo de inmediato, y para ello debe reali­
zar los trámites correspondientes; de no ser así, comunicará su dictamen al 
paciente para que éste decida, de manera informada, sobre su tratamiento, 
en el entendido que de subsistir la controversia, ésta sólo podrá decidirse en la 
resolución sobre la suspensión definitiva o el fondo del amparo, según sea 
el caso. Lo anterior, con la condición de que esté demostrado que el medi­
camento cuenta con el registro sanitario que exige el artículo 222 de la Ley 
General de Salud, que compete a la Comisión Federal para la Protección 
contra Riesgos Sanitarios (Cofepris), sea porque se acreditó con los documen­
tos anexos a la demanda, porque el secretario certificó esa información en los 
sitios oficiales correspondientes, o en su defecto, y para el caso de no 
existir información confiable al respecto, se ordenará que la verificación sea 
realizada por los médicos de la Institución responsable en cumplimiento de 
la suspensión.

Justificación: Lo anterior, porque conforme a los artículos 107, fracción X, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 147 de la 
Ley de Amparo, aplicable en lo conducente a la suspensión provisional con­
forme al artículo 157 de esa ley reglamentaria, es posible ordenar el resta­
blecimiento del derecho o garantía afectado por el acto reclamado. Tomando 
en cuenta la urgencia de la medida y que el quejoso tiene derecho a recibir 
los medicamentos de calidad que sean necesarios para su padecimiento, 
como parte de la atención médica integral que se encuentra obligada a otorgar 
la Institución de seguridad social, como efecto de la suspensión provisio­
nal el Juez de Distrito debe ordenar las medidas que se especifican en esta 
decisión, las cuales tienden a verificar la existencia del registro sanitario 
exigido por la ley, así como la evaluación previa y confiable de los médicos 
de la Institución responsable, ya que sin esos elementos determinantes el 
Juez de Distrito no puede sustituirse en la valoración médica y ordenar direc­
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tamente en la suspensión provisional el suministro o aplicación del medi­
camento en cuestión.

2a./J. 40/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 517/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, Primero 
en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Primero del 
Noveno Circuito (actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del No­
veno Circuito). 10 de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 73/2018, la cual dio origen a la tesis aislada 
XVII.1o.C.T.43 K (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA OMISIÓN DE UN ORGANISMO 
DE SEGURIDAD SOCIAL DE MINISTRAR UN MEDICAMENTO, POR NO 
ESTAR INCLUIDO EN EL CATÁLOGO INSTITUCIONAL DE INSUMOS. 
PROCEDE CONCEDERLA CON EFECTOS RESTITUTORIOS TEMPORA­
LES Y ORDENAR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE FACILITE 
AL QUEJOSO EL MEDICAMENTO, SI ACREDITA QUE SU MÉDICO SE LO 
RECETÓ.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 59, Tomo III, octubre de 
2018, página 2519, con número de registro digital: 2018267; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito, al resolver la queja 499/2019.

Tesis de jurisprudencia 40/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil veinte. 

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

AUTORIZACIÓN PARA OPERAR COMO UNIDAD DE VERIFICACIÓN. 
LA DETERMINACIÓN DE LA CANCELACIÓN EMITIDA POR LA ENTIDAD 
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MEXICANA DE ACREDITACIÓN, ASOCIACIÓN CIVIL, DEBE COMBATIR­
SE MEDIANTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PREVIO A 
LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes al conocer de los diver­
sos recursos de revisión y queja, así como de un juicio de amparo directo, 
analizaron si la cancelación temporal para que los quejosos operen como 
unidades de verificación (en diversos ámbitos) emitida por la Entidad Mexi­
cana de Acreditación, Asociación Civil, debe impugnarse o no mediante el 
juicio contencioso administrativo, previo a la promoción del juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el acto relativo a la cancelación para operar como 
unidad de verificación, llevada a cabo por la Entidad Mexicana de Acredi­
tación, A.C., que actúa como auxiliar de la administración pública, debe ser 
combatido a través del juicio de nulidad, salvo que se actualice alguna 
excepción al principio de definitividad a que alude el artículo 61, fracción XX, 
de la Ley de Amparo.

Justificación: Si se tiene presente que una cancelación parcial o total de la 
acreditación como unidad de verificación, tiene la naturaleza de acto admi­
nistrativo, es emitido por un auxiliar de la administración pública federal y 
es el resultado de un procedimiento administrativo, obliga a que previo a la 
promoción del juicio de amparo sea combatido mediante el juicio conten­
cioso, porque la fracción XII del artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa (antes artículo 14, fracción XI, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa) establece 
que el tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resolu­
ciones definitivas y actos administrativos dictados por autoridades adminis­
trativas que pongan fin a un procedimiento, a una instancia o resuelvan un 
expediente, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento Administra­
tivo; y, en su fracción VIII (antes artículo 14, fracción VII) dispone que el 
juicio contencioso procede contra las determinaciones que se originen por 
servicios celebrados por las dependencias y entidades de la administra­
ción pública federal.

2a./J. 41/2020 (10a.)
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Contradicción de tesis 52/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Séptimo del Tercer Circuito, Segundo del Segundo Circuito y 
Décimo Segundo del Primer Circuito, todos en Materia Administrativa. 10 de 
junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 314/2019, el sustentado 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segun­
do Circuito, al resolver el amparo directo 555/2016, y el diverso sustentado 
por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 1/2016.

Tesis de jurisprudencia 41/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de octubre de 2020 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 3 de noviembre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO CONTRA LA NEGATIVA DE APLICAR A FAVOR DE UNA 
PERSONA TRABAJADORA, LAS MEDIDAS IMPLEMENTADAS PARA MITI­
GAR Y CONTROLAR LOS RIESGOS PARA LA SALUD ORIGINADOS POR 
EL VIRUS SARS-CoV2 EN LOS CENTROS DE TRABAJO. CORRESPONDE 
A UN JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA DE TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronuncia­
ron respecto a qué Juez de Distrito correspondía conocer del juicio de amparo 
indirecto promovido en contra de la negativa de aplicar a favor de una 
persona trabajadora, las medidas implementadas para atender la emergen­
cia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 en los centros de trabajo; al 
respecto, llegaron a conclusiones diferentes, pues mientras uno decidió que 
el asunto era competencia de un Juez de Distrito en Materia de Trabajo, el 
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otro resolvió que correspondía conocer de éste a un Juez de Distrito en 
Materia Administrativa. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que es competente el Juez de Distrito en Materia de Trabajo 
para conocer de las demandas de amparo indirecto promovidas en contra de 
la negativa de aplicar en beneficio de una persona trabajadora, las medidas 
implementadas para mitigar y controlar los riesgos para la salud originados 
por el virus SARS-CoV2 en los centros de trabajo.

Justificación: Lo anterior, porque la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha sostenido que para fijar la competencia por 
razón de materia para conocer de un juicio de amparo, debe atenderse a la 
naturaleza del acto reclamado. En ese sentido, cuando en una demanda de 
amparo indirecto se reclame la negativa de aplicar a favor de una persona 
trabajadora las medidas adoptadas para la prevención y mitigación de la 
enfermedad ocasionada por el virus SARS-CoV2 en los centros de trabajo, 
se advierte que su naturaleza es de carácter laboral. Lo anterior, ya que si 
bien tales acciones derivan de una política de salud pública dirigida a 
enfrentar la situación de emergencia sanitaria, lo cierto es que su aplica­
ción se ubica en el ámbito laboral, al tener por objeto garantizar el derecho 
a la seguridad y salud de las personas trabajadoras.

2a./J. 42/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 127/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Quinto en Materia Administrativa y Décimo Segundo en 
Materia de Trabajo, ambos del Primer Circuito. 8 de julio de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 45/2020, y el 
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diverso sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 7/2020.

Tesis de jurisprudencia 42/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de julio de dos mil veinte. 

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

NEGATIVA DE LA CALIDAD DE PATRÓN. DEBE PRECISARSE EN LA 
ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES, AUN CUANDO LA PARTE DE­
MANDADA NIEGUE LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes divergieron sobre cuál 
era la etapa del juicio laboral en la que la parte demandada debía negar 
tener la calidad de patrón cuando asimismo hubiera negado la existencia 
del vínculo de trabajo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estima que la negativa de la calidad de patrón debe formularse en 
el momento en que la parte demandada formulara su contestación.

Justificación: Lo anterior es así, porque la litis del juicio laboral se fija en la 
etapa de demanda y excepciones al ser éste el momento en que son cono­
cidos por la autoridad laboral los extremos que suscitan controversia y que 
serán materia de prueba; por ende, si la parte demandada niega la existen­
cia del vínculo de trabajo y no precisa en su contestación que esta circuns­
tancia obedece a que no posee la calidad de empleadora en tanto no 
cuenta con personal a su servicio, no es lícito que haga tal precisión con 
posterioridad, pues esto conduciría a la modificación de la litis y de las car­
gas probatorias fijadas, pues ésta no se hallaría ya en demostrar la existen­
cia del vínculo de trabajo, sino la calidad de demandado, aspectos que se 
acreditan mediante elementos probatorios diferentes.

2a./J. 44/2020 (10a.)
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Contradicción de tesis 115/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito y Décimo 
Sexto en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 1 de julio de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby 
Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 909/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.16o.T.44 L (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA LABORAL. ES EN LA 
ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES DONDE EL PATRÓN, EN SU 
CONTESTACIÓN, PUEDE EXCEPCIONARSE Y DESCONOCER LA RELA­
CIÓN, SU CARÁCTER, O SI NO TIENE TRABAJADORES A SU SERVICIO, 
AL CONFIGURARSE EN ELLA LA CONTROVERSIA DEL JUICIO.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de marzo 
de 2019 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo III, marzo de 2019, página 
2656, con número de registro digital: 2019416, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 938/2019.

Tesis de jurisprudencia 44/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de julio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. TAL PRINCIPIO EN SU VERTIENTE DE 
REGLA PROBATORIA ES INAPLICABLE EN EL PROCEDIMIENTO DE RES­
PONSABILIDADES RESARCITORIAS.

Hechos: No obstante los diferentes aspectos accesorios o secundarios, los 
Tribunales Colegiados contendientes se pronunciaron sobre la aplicabi­
lidad del principio de presunción de inocencia en su vertiente de carga de 
la prueba en un procedimiento administrativo resarcitorio.
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Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el principio de presunción de inocencia, en su ver­
tiente de carga de la prueba, es inaplicable en el procedimiento de respon­
sabilidades resarcitorias.

Justificación: En virtud de que los principios que rigen el derecho penal, con 
las modulaciones respectivas, sólo podrían aplicarse en el derecho admi­
nistrativo disciplinario, en lo que resulte pertinente, para fundar y motivar la 
sanción impuesta en ellos, sin embargo, en el procedimiento resarcitorio, 
cuando se advierta la responsabilidad del servidor público, la consecuencia 
radicará únicamente en reparar el daño patrimonial, por lo que corresponde 
a la parte actora probar los fundamentos y hechos de su pretensión. Tanto 
el Tribunal Pleno como la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación han determinado que la naturaleza del procedimiento de responsa­
bilidad resarcitoria es diferente al procedimiento de responsabilidad admi­
nistrativa sancionatoria, en tanto que persiguen diferentes objetivos, pues en 
el primero se pretende determinar el monto de los daños y perjuicios corres­
pondientes para resarcir el daño, así como las indemnizaciones y sancio­
nes pecuniarias respectivas; mientras que en el segundo se busca castigar 
al servidor público por la comisión de una infracción a las normas que 
deben regir su actuación.

2a./J. 45/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 480/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Segundo y Décimo Tercero, ambos del Primer Circuito, y 
Primero del Segundo Circuito, todos en Materia Administrativa. 4 de marzo 
de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 227/2018, el susten­
tado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
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Circuito, al resolver el amparo directo 627/2016, y el diverso sustentado por 
el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 170/2018.

Tesis de jurisprudencia 45/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del cinco de agosto de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de octubre de 2020 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 3 de noviembre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SEGURIDAD PÚBLICA. EL PAGO DE VEINTE DÍAS DE SALARIO POR 
CADA AÑO DE SERVICIO QUE FORMA PARTE DE LA INDEMNIZACIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, PÁ­
RRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, DEBE COMPUTARSE Y EFECTUARSE DESDE LA 
FECHA EN QUE INICIÓ LA RELACIÓN ADMINISTRATIVA HASTA AQUE­
LLA EN QUE EL SERVIDOR PÚBLICO FUE SEPARADO INJUSTIFICADA­
MENTE DE SU CARGO. 

Hechos. Los Tribunales Colegiados contendientes al analizar cómo debe 
computarse y efectuarse el pago de veinte días de salario por cada año de 
servicio, que forma parte de la indemnización prevista en el artículo 123, 
apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Federal, llega­
ron a soluciones contrarias, puesto que para uno se realiza desde que inició 
la relación administrativa hasta que se decretó el cese o remoción ilegal del 
cargo, mientras que para otro se efectúa desde el inició de la prestación 
del servicio hasta que se ejecute el pago en cumplimiento a la sentencia 
que declaró injustificada la separación.

Criterio jurídico. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que el pago de veinte días por cada año de servicio que 
forma parte de la indemnización a que refiere el artículo 123, apartado B, 
fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Federal, debe computarse 
y pagarse desde el momento en que inició la relación administrativa hasta 
la fecha en que se separó injustificadamente al servidor público de su cargo, 
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salvo que exista norma específica en el ordenamiento federal o local que 
amplíe tal periodo de pago.

Justificación. Lo anterior, toda vez que la porción aludida del artículo 123 
constitucional al proscribir la reincorporación al servicio del elemento de 
seguridad pública separado y sólo otorgarle en caso de que la autoridad 
jurisdiccional declare ilegal el cese, el derecho a recibir una indemnización, 
implica que la relación administrativa de aquél con el Estado debe tenerse 
por terminada definitivamente a partir de la remoción, baja o separación, 
subsistiendo únicamente la posibilidad de que se revise la legalidad del 
cese a fin de que el servidor público sea o no indemnizado. En ese sentido, 
la sentencia firme que declara injustificada la separación o remoción del ser­
vidor público, únicamente conlleva el surgimiento del derecho a la indemni­
zación prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de 
la Constitución Federal. En consonancia, la fracción II del artículo 50 de la 
Ley Federal del Trabajo en la que se apoyó esta Sala para dar contenido 
al concepto de indemnización, refiere expresamente que tal indemniza­
ción consistirá en veinte días de salario por cada uno de los años de servicios 
prestados, de lo que se deduce que el pago correspondiente se efectuará 
por los años efectivamente laborados, puesto que ello se desprende de la 
locución "servicios prestados", que refiere al tiempo en que el trabajador o 
servidor estuvo en activo.

2a./J. 46/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 77/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Trigésimo Circuito y Primero en Materia Administrativa 
del Décimo Sexto Circuito. 1 de julio de 2020. Mayoría de tres votos de los 
Ministros José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu 
Soberón.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver 
el amparo directo 504/2019, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal 
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Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resol­
ver el amparo directo 266/2019.

Tesis de jurisprudencia 46/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del cinco de agosto de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLI­
COS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE 
JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO 
DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIEN­
TO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMI­
NISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO 
DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). 

Hechos: El Pleno de Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito contendientes 
analizaron cuál legislación resulta aplicable para el procedimiento de respon­
sabilidad administrativa si la conducta se ejecutó antes del 19 de julio de 
2017, pero la investigación inició en esa fecha o en una posterior. Al respecto 
llegaron a soluciones contrarias, pues para el Pleno en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, mientras que el Primer Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito concluyó que 
la legislación aplicable para el procedimiento es la vigente en la fecha en 
que se cometió la conducta.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas.

Justificación: La Ley General de Responsabilidades Administrativas fue 
creada como un cuerpo normativo que busca englobar la totalidad de las 
actuaciones necesarias para determinar la existencia de causales de res­
ponsabilidad y, en su caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas pro­
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cedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas respecto de 
otras; la estrecha vinculación entre la fase de investigación y las posteriores, 
implica que el trámite sea uniforme, desde la investigación hasta la resolu­
ción, y sus etapas no se pueden entender de manera aislada. Ahora bien, de 
conformidad con el artículo tercero transitorio del decreto por el que se expi­
dió la Ley General de Responsabilidades Administrativas, los procedimientos 
administrativos iniciados antes del 19 de julio de 2017 deberán concluir 
según las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Sin embargo, si la 
conducta se ejecutó antes de esa fecha, pero la investigación inició con 
posterioridad a ella, el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas y la resolución será emitida 
por la autoridad competente. 

2a./J. 47/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 103/2020. Entre las sustentadas por el Pleno del Primer 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito, ambos en 
Materia Administrativa. 8 de julio de 2020. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 12/2019, el cual dio origen a la tesis PC.I.A. J/157 A (10a.), 
de título y subtítulo: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. EN LOS CASOS EN QUE LA AUTORIDAD 
HAYA SUSTANCIADO LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN CONFORME A LA 
LEY FEDERAL RELATIVA VIGENTE ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017, 
EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO DEBERÁ CONCLUIR EN TÉRMINOS 
DE ESA MISMA NORMATIVA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TER­
CERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS).", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo III, 
octubre de 2019, página 3205, con número de registro digital: 2020920; y, 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Séptimo Circuito, al resolver la revisión fiscal 23/2019.

Tesis de jurisprudencia 47/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de agosto de dos mil veinte. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

RESOLUCIÓN EMITIDA EN TÉRMINOS DEL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. ES IMPUG­
NABLE A TRAVÉS DEL RECURSO ADMINISTRATIVO DE REVOCACIÓN 
O EN SEDE CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
la resolución por la que la autoridad fiscal desestima las pruebas presenta­
das por los contribuyentes para aclarar su situación fiscal en términos del 
penúltimo párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación y les 
invita a corregir su situación fiscal, es o no una resolución definitiva para 
efectos de la procedencia, ya sea del recurso de revocación o del juicio de 
nulidad. Al respecto llegaron a soluciones contrarias, pues uno de ellos con­
cluyó que sí mientras que los otros dos concluyeron que no.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la resolución emitida en términos del penúltimo párrafo 
del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, mediante la cual la 
autoridad hacendaria desestima las pruebas que aportó el contribuyente y 
lo invita a corregir su situación fiscal, constituye una resolución definitiva 
que causa un agravio en materia fiscal y, por tanto, es susceptible de ser 
impugnada, ya sea a través del recurso administrativo de revocación o del 
juicio contencioso administrativo.

Justificación: En la resolución emitida en términos del penúltimo párrafo del 
artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación por el Servicio de Adminis­
tración Tributaria, a través de la cual desestima las pruebas que le aportó el 
contribuyente y concluye que no acreditan que efectivamente adquirió los 
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bienes o recibió los servicios que amparan los comprobantes fiscales (expe­
didos por un contribuyente que se encuentra en la lista definitiva prevista 
en ese precepto), sí se trata de una resolución definitiva impugnable en el 
recurso administrativo de revocación o en el juicio contencioso administra­
tivo, conforme a los artículos 117 del Código Fiscal de la Federación y 3 de 
la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, respectiva­
mente, pues genera un agravio al particular en materia fiscal, en la medida 
en que a través de este acto la autoridad de la materia manifiesta su volun­
tad oficial, ya que decide una situación jurídica concreta, previa, en su caso, 
al ejercicio de sus facultades de comprobación, derivada de una petición 
real y específica que le formuló al contribuyente con consecuencias propias. 
Ello, ya que desestima las pruebas que presentó el contribuyente para 
acreditar que efectivamente adquirió los bienes o recibió los servicios que 
amparan los comprobantes fiscales, lo que puede traer consecuencias jurí­
dicas para el interesado consistentes en la posible determinación de créditos 
fiscales que correspondan, aunado a que las operaciones amparadas en 
los comprobantes fiscales se considerarán como actos o contratos simulados 
para efecto de los delitos previstos en el Código Fiscal de la Federación.

2a./J. 48/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 70/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Primer Tribu­
nal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con 
residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y el Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito. 5 de agosto de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Juve­
nal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 278/2019, el sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el am­
paro directo 13/2019 (cuaderno auxiliar 329/2019), y el diverso sustentado 
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por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, 
al resolver el amparo directo 254/2019.

Tesis de jurisprudencia 48/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de agosto de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

INTERESES PREVISTOS EN EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 48 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. SU CÓMPUTO DEBE INTERRUM­
PIRSE EN CASO DE MUERTE DE LA PERSONA TRABAJADORA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a con­
clusiones antagónicas sobre la consecuencia del fallecimiento de la parte 
trabajadora en relación con la condena al pago de los intereses complemen­
tarios a los salarios caídos, dispuestos en el artículo 48, párrafo tercero, de la 
Ley Federal del Trabajo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estima que el fallecimiento de la parte trabajadora da lugar a la inte­
rrupción en el cómputo de los intereses de mérito.

Justificación: El artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo dispone en su 
párrafo cuarto que la muerte de la persona trabajadora da lugar a que cese 
el cómputo de los salarios caídos y, dado que los intereses previstos en el 
párrafo tercero del mismo precepto no constituyen una figura jurídica inde­
pendiente a tales salarios, sino que conforman la misma medida indemni­
zatoria, deben seguir la misma suerte que aquéllos y dejar de generarse ante 
dicho acontecimiento.

2a./J. 49/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 112/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Sexto Circuito y Segundo del Séptimo Circuito, ambos 
en Materia de Trabajo. 5 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
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los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby 
Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, al resolver 
el amparo directo 475/2016, el cual dio origen a la tesis aislada VI.1o.T.20 L 
(10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS CAÍDOS. EN CASO DE MUERTE 
DEL TRABAJADOR, EL CÁLCULO DE LOS INTERESES A QUE SE REFIE­
RE EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, DEBE HACERSE HASTA QUE SE CUMPLA EL LAUDO.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de marzo 
de 2017 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 
2989, con número de registro digital: 2013862; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 628/2019.

Tesis de jurisprudencia 49/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de agosto de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de octubre de 2020 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO DE NULIDAD EN EL QUE SE RECLA­
MA EL INCREMENTO A LA PENSIÓN JUBILATORIA. LA RESOLUCIÓN 
QUE LA DECLARA CUMPLIDA ES DE NATURALEZA DECLARATIVA Y, POR 
ENDE, NO REQUIERE EJECUCIÓN MATERIAL. 

Hechos: Los órganos colegiados contendientes analizaron una misma proble­
mática jurídica arribando a posicionamientos contrarios, ya que mientras que 
para uno de los contendientes la resolución que declara el cumplimiento 
de una sentencia dictada en un juicio de nulidad, en la que se condenó a la 
parte demandada al cálculo de la cuota pensionaria con los incrementos 
respectivos, produce consecuencias y efectos meramente declarativos y, 
por tanto, resulta aplicable la regla de competencia territorial establecida en 
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el tercer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo, para el otro, la resolución 
que a través del estudio de los agravios de la queja por exceso o defecto, 
declara el cumplimiento de esa sentencia, a pesar de constituir un acto nega­
tivo simple, sí produce efectos y consecuencias positivos, por lo que la regla 
de competencia territorial aplicable es la establecida en el primer párrafo del 
referido numeral.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la resolución que declara el cumplimiento de una sen­
tencia dictada en un juicio de nulidad en el que se reclama el incremento 
a la pensión jubilatoria, es de naturaleza declarativa, no requiere ejecución 
material y, por ende, es aplicable la regla de competencia territorial estable­
cida en el tercer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo.

Justificación: Lo anterior, porque constituye un acto reclamado cuyos efectos 
son de naturaleza declarativa, porque no trascienden ni modifican el estado 
material preexistente de las cosas, antes bien se concretan, simplemente, a 
reconocer el cumplimiento dado a la sentencia dictada en un juicio de nuli­
dad, a través de las resoluciones de las autoridades administrativas. Lo cual 
significa que no requiere de ejecución material, porque una vez agotado el 
procedimiento de ejecución, la autoridad responsable solamente se limita 
a dar por buena la actuación de la autoridad demandada en el juicio natural, 
es decir, ese acto reclamado no tiene por efecto alguna orden o mandato 
para actuar o llevar a cabo algo, pues deriva de una etapa que ya concluyó 
y en la que finalmente se determinó el acatamiento por parte de la autoridad 
demandada a los lineamientos de la ejecutoria del juicio de nulidad. Ahora, 
si bien la ejecución material no mira sólo al contenido del acto reclamado en el 
sentido de que establezca una orden, un mandato, el cumplimiento o prohibi­
ción para efectuar o llevar a cabo algo, sino que también comprende los 
alcances materiales que tuviera o llegara a producir en el mundo fáctico, lo 
cierto es que esos alcances no pueden llegar al extremo de considerar 
el aumento de la cuantía de la pensión, en los términos propuestos por la 
autoridad demandada en la resolución pronunciada en acatamiento a la deci­
sión emitida en el juicio contencioso administrativo. Esto, pues de considerarlo 
así, no se estarían analizando los alcances materiales del acto reclamado, 
que en el caso particular se limitan a reconocer el cumplimiento a la senten­
cia dictada en un juicio de nulidad, sino los producidos por la resolución que 
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emite la autoridad demandada en cumplimiento de la sentencia del tribunal 
administrativo, lo cual no constituye un criterio para determinar la competen­
cia por razón de territorio de los Jueces de Distrito, ya que éste se limita a 
los alcances derivados del acto reclamado.

2a./J. 60/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 72/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Pleno en Mate­
ria Administrativa del Decimosexto Circuito. 30 de septiembre de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fer­
nando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia Administrativa del Decimosexto Circuito, al resolver la con­
tradicción de tesis 3/2018, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 
PC.XVI.A. J/23 A (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONO­
CER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO EN CONTRA DE LA RE­
SOLUCIÓN QUE DECLARA INFUNDADA LA QUEJA POR DEFECTO 
EN EL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO DE 
NULIDAD QUE CONDENÓ AL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO A CUANTIFICAR LA 
PENSIÓN CON LOS INCREMENTOS RESPECTIVOS. CORRESPONDE 
AL JUEZ EN CUYA JURISDICCIÓN SE UBIQUE EL DOMICILIO DEL QUE­
JOSO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
1 de febrero de 2019 a las 10:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 2019, 
página 1397, con número de registro digital: 2019174, y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 14/2018.

Tesis de jurisprudencia 60/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de octubre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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DE JURISPRUDENCIA  

POR REITERACIÓN DE CRITERIOS

CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO MEXI­
CANO RESPECTO DE ACTOS LEGISLATIVOS. La figura de mérito, en re­
lación con el tipo de actos referidos, debe invocarse bajo la perspectiva 
de irretroactividad de las normas consagrada en el artículo 14 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque pretender tutelar 
meras expectativas de derecho contra los actos legislativos equivaldría a la 
congelación del derecho, a su inmovilización total o parcial y el consecuente 
cierre definitivo a los cambios sociales, políticos o económicos, lo cual sería 
contrario al Estado de derecho democrático y a la facultad que, en éste, 
tiene el legislador de ajustar la norma a las cambiantes necesidades de la 
sociedad y de la realidad. Además, específicamente en el ámbito tributario, 
su diseño por vía de leyes es facultad del Congreso de la Unión y, por ende, 
conlleva un margen amplio de libertad de configuración, de modo que no 
existe un derecho constitucionalmente tutelado para que el sistema tributa­
rio permanezca inmodificable y estático, sino por el contrario resulta indis­
pensable para el poder público adaptar la normativa fiscal al contexto 
económico, tanto nacional e internacional, así como a las necesidades públi­
cas. Aunado a ello, la modificación de las normas tributarias tiene, por regla 
general, un fin de interés público que es preponderante al interés particular 
de cada contribuyente, pues con base en el principio de generalidad tribu­
taria se tutela el interés del Estado en la percepción de ingresos, que es un 
interés público encaminado a atender necesidades sociales relevantes con 
amplio respaldo o tutela constitucional, así como la necesidad de basar la 
contribución de los ciudadanos para sostener los gastos públicos en criterios 
de solidaridad. Por tanto, la confianza legítima no tiene el alcance de oponer 
al legislador meras expectativas de derecho para cuestionar la regularidad 
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constitucional de los actos en los que se determina el establecimiento, modifi­
cación o supresión de regulaciones en materia de contribuciones, debido a 
la imposibilidad del contribuyente de contar con la esperanza de que una 
tasa, tarifa e incluso un régimen de tributación permanezcan inmodificables 
hacia el futuro.

2a./J. 4/2020 (10a.)

Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Bea­
triz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secreta­
rio: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre 
de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó en contra de algunas consideraciones José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concu­
rrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora.

Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de 
noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
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Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concu­
rrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 
894/2015, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo II, 
marzo de 2017, página 828.

Tesis de jurisprudencia 4/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, 
DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2019, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. Anualmente, el Congreso de la Unión determina 
las contribuciones del año fiscal correspondiente, y cuando las crea o modi­
fica hacia el futuro, no afecta situaciones anteriores, por lo que los particu­
lares no pueden alegar violación al principio de progresividad de los derechos 
humanos, porque no tienen el derecho adquirido para pagar siempre en la 
misma manera y con las mismas formas de extinción de las obligaciones, 
ya que contribuir al gasto público es una obligación establecida en el ar­
tículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos. Así, el artículo 25, fracción VI, de la Ley de Ingresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal de 2019, al establecer a los contribuyentes la limi­
tante consistente en compensar las cantidades a favor contra las que estén 
obligados a pagar por adeudo propio, siempre que ambas deriven de un 
mismo impuesto, no viola el principio de progresividad de los derechos huma­
nos debido a que, por un lado, los particulares no tienen el derecho adqui­
rido para pagar siempre el mismo tributo que afecte su patrimonio bajo 
las mismas condiciones y, por otro, la autoridad legislativa, en ejercicio de la 
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potestad tributaria que la propia Constitución General de la República le con­
fiere, cuenta con la facultad de cambiar las bases de tributación y determinar 
las contribuciones del año fiscal correspondiente.

2a./J. 5/2020 (10a.)

Amparo en revisión 492/2019. Inducontrol, S.A. de C.V. 13 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra algunas consideraciones José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la 
Mora.

Amparo en revisión 519/2019. Rus Internacional, S.A. 13 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la 
Mora.

Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de 
noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y 
otra. 4 de diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la 
Mora.

Amparo en revisión 595/2019. Servicios Convaluisset, S.A. de C.V. 4 de diciem­
bre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó con reserva José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.
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Tesis de jurisprudencia 5/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, 
DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2019, QUE ESTABLECE LA MECÁNICA RESPECTIVA, NO SE 
RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIO­
NALIDAD. Los principios de justicia fiscal tienen eficacia jurídica propia 
porque son normas concretas constitucionales que pueden aplicarse sin 
necesidad de un desarrollo legislativo posterior o si este desarrollo es indis­
pensable para exigir su aplicación, tienen un carácter vinculante y deben 
cumplirse por los poderes públicos; y su ámbito de aplicación consiste en la 
actividad estatal, porque no cualquier aspecto financiero tiene que observar­
los, sino sólo aquellos que tengan una naturaleza tributaria, es decir, que 
deriven en sí mismos del poder impositivo del Estado, vinculado directa­
mente con todos los aspectos de las contribuciones. En esa línea argumen­
tativa, se sigue que el artículo 25, fracción VI, de la Ley de Ingresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2019, no se rige por los principios tri­
butarios de proporcionalidad y equidad, en virtud de que no incide directa­
mente en la obligación sustantiva, ni se relaciona con alguno de los elementos 
esenciales de las contribuciones, sino que sólo establece el mecanismo para 
llevar a cabo las compensaciones en el ejercicio fiscal correspondiente, lo 
que constituye un control de la autoridad hacendaria para la recaudación de 
impuestos.

2a./J. 6/2020 (10a.)

Amparo en revisión 519/2019. Rus Internacional, S.A. 13 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre 
de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
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Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó en contra de algunas consideraciones José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concu­
rrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora.

Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de 
noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y 
otra. 4 de diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la 
Mora.

Amparo en revisión 595/2019. Servicios Convaluisset, S.A. de C.V. 4 de diciem­
bre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó con reserva José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 6/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2019, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD. Del refe­
rido precepto legal se advierte que en el ejercicio fiscal de 2019 el contribu­
yente conserva el derecho a compensar saldos a favor, y si bien limita la 
aplicación de la figura de la compensación únicamente contra las cantida­
des que esté obligado a pagar por adeudo propio, sin incluir aquellas por 
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retención de terceros, y siempre que deriven del mismo impuesto, incluyendo 
sus accesorios y no otros, lo cierto es que supera el test de proporcionali­
dad, pues esa medida es acorde al ejercicio interpretativo constitucional, 
porque: i) Persigue un fin constitucionalmente válido, ya que la finalidad del 
legislador fue impedir prácticas de evasión, generar mayor control por parte 
de la administración tributaria sobre los acreditamientos y un mejor regis­
tro de la recaudación; ii) Es racional y adecuada, toda vez que no afecta la 
existencia del saldo a favor del contribuyente debido a que sólo se estable­
cen modalidades para su obtención, ya sea extinguir diversas obligaciones 
tributarias por adeudo propio, o bien, solicitar su devolución; y, iii) Es propor­
cional, porque en atención a la finalidad perseguida, si bien impacta en la 
disposición inmediata de su flujo de efectivo, lo cierto es que tiene a su 
alcance los métodos para llevar a cabo la recuperación de los saldos a favor 
mediante su solicitud ante la autoridad hacendaria, o bien, compensarlos 
contra los mismos impuestos.

2a./J. 7/2020 (10a.)

Amparo en revisión 492/2019. Inducontrol, S.A. de C.V. 13 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra algunas consideraciones José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la 
Mora.

Amparo en revisión 519/2019. Rus Internacional, S.A. 13 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre 
de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó en contra de algunas consideraciones José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concu­
rrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora.
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Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de 
noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y 
otra. 4 de diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la 
Mora.

Tesis de jurisprudencia 7/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del quince de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se consider a de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de enero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

FACULTADES DE COMPROBACIÓN Y DE GESTIÓN DE LAS AUTORIDADES 
FISCALES. ASPECTOS QUE LAS DISTINGUEN. Desde la perspectiva del 
derecho tributario administrativo, la autoridad fiscal, conforme al artículo 16, 
párrafos primero y décimo sexto, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos puede ejercer facultades de gestión (asistencia, control 
o vigilancia) y de comprobación (inspección, verificación, determinación o 
liquidación) de la obligación de contribuir prevista en el numeral 31, frac­
ción IV, del mismo Ordenamiento Supremo, concretizada en la legislación 
fiscal a través de la obligación tributaria. Así, dentro de las facultades de ges­
tión tributaria se encuentran, entre otras, las previstas en los numerales 22, 
41, 41-A y 41-B (este último vigente hasta el 31 de diciembre de 2019) del 
Código Fiscal de la Federación; en cambio, las facultades de comproba­
ción de la autoridad fiscal se establecen en el artículo 42 del código citado 
y tienen como finalidad inspeccionar, verificar, determinar o liquidar las refe­
ridas obligaciones, facultades que encuentran en el mismo ordenamiento 
legal invocado una regulación y procedimiento propios que cumplir.

2a./J. 22/2020 (10a.)
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Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. y otra. 
13 de julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Mar­
garita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 333/2016. Financiera San Ysidro, S.A. de C.V., SOFOM, 
E.N.R. 31 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Contradicción de tesis 222/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Cuarto del Tercer Circuito y Séptimo del Primer Circuito, ambos en 
Materia Administrativa. 30 de agosto de 2017. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo directo en revisión 3550/2018. Tractopartes El Surtidor, S.A. de C.V. 
19 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas Eduardo Medina Mora 
I. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: José Omar Hernández Salgado.

Amparo en revisión 595/2019. Servicios Convaluisset, S.A. de C.V. 4 de diciem­
bre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votaron con reservas José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la 
Mora.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
222/2017, está publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas y en la Gaceta del Sema­
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nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo II, octubre 
de 2017, página 896, con número de registro digital: 27411.

Tesis de jurisprudencia 22/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de febrero de dos 
mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 10 de marzo de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN Y NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADO 
DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COLIMA. EL JUICIO DE AMPARO 
ES IMPROCEDENTE, YA QUE EL QUEJOSO CARECE DE INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA CONTROVERTIRLO, AUNADO A QUE CONSTITUYE UN 
ACTO SOBERANO DEL CONGRESO DEL ESTADO. Los nombramientos 
de magistrado del Poder Judicial del Estado de Colima serán hechos por el 
Gobernador del Estado y sometidos a la aprobación del Congreso Local, 
de conformidad con los preceptos 34, fracción XXII, 58, fracción XI, 70 y 
75 de la Constitución y el numeral 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
ambos de dicha entidad federativa, siempre y cuando tales nombramientos 
cumplan con los requisitos previstos por el artículo 69 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Colima. Ahora bien, si el 
quejoso promueve juicio de amparo contra tal nombramiento con base 
en que, a su decir, cumple con los requisitos establecidos por la Constitu­
ción local para ocupar dicho cargo, entonces, se advierte que el promovente 
carece de un interés legítimo para controvertirlo y, por ende, el juicio de 
amparo es improcedente contra tales actos, ya que su pretensión se basa 
en una expectativa o situación hipotética que no genera una situación dis­
tinta a la pretensión genérica del resto de los gobernados. En efecto, en el 
supuesto de cumplir con los requisitos para ocupar tal nombramiento, es con­
dición necesaria que el Gobernador lo tome en cuenta para ocupar dicho 
cargo, sin que con el otorgamiento del amparo se garantice que sea nom­
brado como magistrado o que el Gobernador lo tome en cuenta para tal 
efecto. De ahí que se actualiza la causa de improcedencia contra tales actos 
prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo. Aunado a lo 
anterior, el juicio es improcedente contra el acto reclamado del Congreso 
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del Estado relativo a la elección de magistrado del Tribunal Superior de Jus­
ticia, pues el mismo deriva del ejercicio de su facultad soberana, sin que tal 
decisión del órgano legislativo deba ser avalada o sometida a la aproba­
ción, sanción o ratificación de persona u organismo diverso. Lo anterior 
es así, pues aun cuando el titular del Poder Ejecutivo Local intervenga en el 
citado procedimiento, lo cierto es que el Congreso del Estado es quien 
lleva a cabo la aprobación del nombramiento otorgado por aquél, sin inje­
rencia de algún otro ente o poder público. De ahí que también se actualice la 
causa de improcedencia prevista por el numeral 61, fracción VII, de la legis­
lación de la materia. Con base en los razonamientos expuestos, se considera 
que el juicio de amparo indirecto es improcedente contra el procedimiento 
de selección y nombramiento de magistrado del Poder Judicial de la enti­
dad federativa mencionada.

2a./J. 24/2020 (10a.)

Amparo en revisión 613/2019. Rocío Alejandra Guedea León. 13 de noviembre 
de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 646/2019. José Villalvazo Martínez. 13 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 788/2019. Rumualdo García Mejía. 6 de febrero de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: 
Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Amparo en revisión 784/2019. Angel Durán Pérez. 6 de febrero de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Manuel Poblete Ríos.
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Amparo en revisión 871/2019. María Elena Adriana Ruíz Visfocri. 6 de febrero 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secre­
taria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis de jurisprudencia 24/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de marzo de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

TURISMO. EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN XII, DE LA LEY GENERAL RELA­
TIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY. 

Hechos: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conoció de diversos recursos de revisión interpuestos contra resoluciones 
que negaron el amparo promovido respecto del artículo 4, fracción XII, de la 
Ley General de Turismo y determinar si viola o no el principio de reserva 
de ley, que faculta a la Secretaría de Turismo para establecer la regulación 
para la clasificación de establecimientos hoteleros y de hospedaje, de cum­
plimiento obligatorio en toda la República, sin que estén previstas en la ley 
las bases de dicha clasificación.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que el artículo 4, fracción XII, de la Ley General de Turismo 
no viola el principio de reserva de ley.

Justificación. El precepto citado, al prever la atribución del Poder Ejecutivo 
Federal, que se ejercerá a través de la Secretaría de Turismo, de establecer 
la regulación para la clasificación de establecimientos hoteleros y de hospe­
daje, de cumplimiento obligatorio en toda la República, no viola el principio de 
reserva de ley, porque si bien habilita a dicha Secretaría para regular aquellos 
aspectos técnicos y operativos vinculados con la clasificación de estable­
cimientos hoteleros y de hospedaje, esa atribución no es irrestricta o ilimitada, 
en la medida en que en la propia ley se encuentran las bases y los paráme­
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tros generales que permiten a la autoridad administrativa pormenorizar y 
desarrollar técnicamente aquellos aspectos o fenómenos sociales que ame­
ritan ser normados. Lo anterior es así, pues de una interpretación sistemática 
de los artículos 4, fracción XII y 2, fracciones IX, X, XI y XIV, de la Ley General de 
Turismo, se advierte que el ejercicio de esa atribución debe ser acorde con 
los objetivos de la ley, es decir, cuando menos debe permitir la optimiza­
ción de la calidad y competitividad de los servicios turísticos; impulsar la 
modernización de la actividad turística; fomentar la inversión pública, pri­
vada y social en la industria turística; y establecer las bases para la orienta­
ción y asistencia a los turistas nacionales y extranjeros.

2a./J. 27/2020 (10a.)

Amparo en revisión 343/2018. Mocambo, S.A. de C.V. 23 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas y se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez 
Moreno.

Amparo en revisión 270/2019. Hoteles Colonial, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 386/2019. Servicios Hoteleros Peña, S.A. de C.V. 21 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto 
Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 472/2019. Operadora Mayapán, S.A. de C.V. 11 de sep­
tiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.
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Amparo en revisión 998/2019. Fernando Eugenio Barbachano Herrero por propio 
derecho y como titular del establecimiento denominado "Hotel The Lodge 
Chichen Itzá". 11 de marzo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reser­
vas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis de jurisprudencia 27/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de junio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 17 de septiembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

ÓRGANOS REGULADORES COORDINADOS EN MATERIA ENERGÉTICA. 
EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY QUE LOS REGULA, AL ESTABLECER UNA 
EXCEPCIÓN ADICIONAL AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE RIGE 
AL JUICIO DE AMPARO, VULNERA EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA 
CONSTITUCIONAL.

Hechos: Mediante amparo directo se cuestionó la regularidad constitucional 
del artículo 27 de la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Mate­
ria Energética que establece que las normas generales, actos u omisiones 
de esos órganos podrán ser impugnados únicamente mediante el juicio de 
amparo indirecto, impidiendo acceder al medio de defensa ordinario mediante 
el cual se pueden cuestionar los actos de autoridades administrativas; lo 
anterior, al considerar que ese precepto legal desconoce las reglas y los prin­
cipios rectores del juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la señalada porción normativa tiene por objeto esta­
blecer una excepción adicional al principio de definitividad que rige en 
materia de amparo, sin que ésta se encuentre prevista en el artículo 107, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o 
en algún otro de sus preceptos o de los de su ley reglamentaria, lo cual 
vulnera el diverso principio de supremacía constitucional.
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Justificación: Ello es así, porque la procedencia del juicio de amparo, así 
como las excepciones al principio de definitividad que lo rigen no pueden 
estar previstas en un ordenamiento normativo distinto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Amparo, pues al 
tratarse de un medio de defensa extraordinario de carácter constitucio­
nal, es indispensable que para acceder a ese juicio, previamente se agoten 
los medios de defensa ordinarios que resulten procedentes, a menos de 
que se actualice alguna de las excepciones a éste, las cuales sólo pueden 
derivar de lo constitucionalmente previsto, o bien, de lo desarrollado en la ley 
reglamentaria o interpretado en los criterios vinculantes. Considerar lo con­
trario, generaría no sólo que se desnaturalice ese juicio extraordinario al 
convertirlo (por disposición legal y no constitucional) en un medio de defensa 
ordinario, sino que adicionalmente se establezcan reglas de procedencia y 
excepciones al principio de definitividad que no están previstas en la regu­
lación expresa y aplicable a ese juicio constitucional.

2a./J. 43/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 4664/2019. Combustibles y Lubricantes Escala, S.A. 
de C.V. 22 de abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Luis 
María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Amparo directo en revisión 3683/2019. Multiservicio Tizimín, S.A. de C.V. 13 de 
mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo directo en revisión 4162/2019. Combustibles y Lubricantes Vista Alegre, 
S.A. de C.V. 13 de mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo directo en revisión 4163/2019. Corporación la Completa, S.A. de C.V. 
20 de mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
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Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo directo en revisión 3809/2019. Florencia Irene Lago Ancona. 13 de 
mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 43/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de julio de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. SU ORIGEN.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacate­
cas con motivo de su entrada en vigor al considerar, entre otras cuestiones, 
que transgreden los principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución General, ya que no constituyen impuestos 
propiamente dichos ni resultan ser proporcionales y equitativos; también por 
no cumplir con el principio de legalidad, ni los recursos que se recauden 
por ellos se destinan al gasto público; que los aludidos preceptos violan la 
esfera competencial de la Federación y faltan al proceso legislativo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó el origen de los impuestos ecológicos o costo eficientes, 
en estricto sentido.

Justificación: Al desarrollarse las teorías sobre los factores de la producción 
no se tomó en consideración el valor de la naturaleza y de sus bienes, 
razón por la cual sólo se estimó al trabajo y al capital como integrantes de 
esos factores. Sin embargo, con el enorme crecimiento que tuvo lugar con 
posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, los bienes y servicios ambienta­
les adquirieron un valor económico dada su creciente escasez y la necesi­
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dad constante que de ellos se tiene. Así, desde una perspectiva económica, 
el medio ambiente o los bienes ambientales tienen la característica de 
constituir bienes públicos, por lo que la utilización de éstos por parte de un 
individuo no reduce, en principio, la posibilidad de su uso para los demás. 
Ahora, corresponde al Estado velar por la adecuada provisión de los bienes 
ambientales, es decir, vigilar que su uso o consumo por determinados agen­
tes o individuos, no impida injustificadamente la posibilidad de acceder 
a ellos para otros usuarios potenciales o para los demás integrantes de la 
sociedad. En ese orden de ideas, puede caracterizarse la degradación de 
los bienes ambientales como una falla de mercado, en la cual la actividad 
realizada por un agente económico reduce las posibilidades de consumo 
por parte de otros sujetos o individuos, sin reconocimiento ni compensación 
para las demás personas de la sociedad, a lo que se le denomina como un 
efecto o "externalidad negativa". De tal forma, la contaminación es un efecto 
externo negativo o no deseado de mercado, pues los costos de su repara­
ción se trasladan injustificadamente a la colectividad, que se ve forzada a 
soportar sus consecuencias, no sólo consistentes en la degradación de 
los bienes ambientales, sino también en la incidencia económica de esos 
"costos ambientales", dado que el productor no incorpora a sus erogaciones 
tales costos (pero sí recibe los beneficios o utilidades de sus procesos pro­
ductivos) siendo la sociedad, a través del gasto público, quien se ve obligada 
a solventar los costos de reparación. Como una propuesta de mecanismo de 
corrección del fallo de mercado descrito surgieron los denominados impues­
tos pigouvianos, que requerían de una gran cantidad de información, con un 
alto grado de precisión, lo cual generaba grandes dificultades de implemen­
tación, al intentar determinar un "óptimo social de emisiones contaminantes". 
Por ello, se prefirió un esquema conocido como de impuestos "costo eficien­
tes", en los cuales no se requiere de datos tan abundantes ni precisos, sino 
sólo de los montos del reconocimiento o internalización (razonable o efi­
ciente) dentro de los procesos productivos del agente contaminador, de los 
costos de reparar o paliar el efecto negativo de contaminar, los que, a su 
vez, equivalen al monto del impuesto ambiental o ecológico, con la intención 
de constituir un incentivo para que tales procesos contaminen menos, ya 
que con ello evidentemente se reducirán tanto el tributo como los costos 
de producción.

2a./J. 51/2020 (10a.)
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Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María Agui­
lar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
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Tesis de jurisprudencia 51/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. ASPECTO O BENEFI­
CIO ECONÓMICO QUE CONSTITUYE LA MANIFESTACIÓN DE RIQUEZA 
GRAVADA.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacate­
cas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que no existe riqueza que 
revele capacidad contributiva.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que la falta de reconocimiento o internalización por parte 
del agente contaminante de los gastos de reparar las externalidades nega­
tivas derivadas de un proceso productivo, así como su traslación al Estado, 
constituyen un beneficio económico susceptible de ser gravado.

Justificación: Tratándose de los impuestos ecológicos en estricto sentido, 
los indicios de capacidad contributiva no se evidencian con la mera pose­
sión o intercambio de riqueza, sino que existen ciertas actividades y bienes 
ligados con el aprovechamiento ambiental que también pueden manifestar 
indicios de capacidad económica en el sujeto que las lleva a cabo. Este 
tipo de tributos buscan, entre otros aspectos, el reconocimiento de los gastos 
que deben realizarse para remediar o al menos paliar los efectos negati­
vos que se originan en un proceso productivo que contamina o que tiene un 
impacto ecológico cuyo autor, en vez de internalizarlos e incorporarlos a sus 
erogaciones, traslada al Estado la carga económica de repararlos. Tales 
externalidades o efectos negativos, al encontrarse unidos o generarse por 
una conducta económica o procesos productivos, no causan aumentos en 
los costos de aquellos que las realizan, sino en terceros, por lo que se tradu­
cen en auténticos costos sociales. La referida traslación de costos hacia el 
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gasto público constituye el beneficio económico que obtiene quien realiza 
un proceso productivo que contamina, pues originalmente tal agente conta­
minador debería responder por esos gastos, pero en vez de hacerlo, omite 
reconocerlos en sus erogaciones, siendo el erario público y, por tanto, la 
sociedad, quien tiene que responder por ello, mientras que las ganancias 
derivadas del proceso contaminante no se ven reducidas con esos gastos, 
dado que no se encuentran reconocidos o internalizados.

2a./J. 52/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 
22 de abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
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manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 52/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. SU DISEÑO DE 
CÁLCULO INCLUYE UN DEBER PÚBLICO DE PROTECCIÓN AMBIENTAL, 
POR LO QUE SUS FINES NO SON MERAMENTE RECAUDATORIOS.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los tributos que se 
imponen son meramente recaudatorios.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los impuestos previstos en las disposiciones reclama­
das no buscan exclusivamente mayor recaudación, sino que su diseño de 
cálculo incluye un deber público de protección ambiental.

Justificación: La base de los impuestos ecológicos se encuentra íntima­
mente relacionada con la emisión de sustancias, la extracción de materiales 
o con cualquiera que sea el elemento o circunstancia que genere o sea 
susceptible de ocasionar un impacto ecológico negativo, lo cual, además de 
pretender el reconocimiento de los costos originados por las externalida­
des negativas, busca generar un incentivo para mejorar los procesos produc­
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tivos contaminantes. Lo anterior, en virtud de que en la medida en que los 
productores inviertan en el desarrollo de tecnología que reduzca, minimice 
o incluso elimine los impactos que ocasionan en el medio ambiente, dismi­
nuirá también la base del impuesto y, en consecuencia, los propios costos 
de producción. Por ende, los impuestos ecológicos en estricto sentido son 
aquellos que incluyen en la configuración de su base el deber público de 
protección ambiental, velando con ello por el acceso y goce a que tienen 
derecho todos los ciudadanos (no sólo quienes realicen procesos produc­
tivos contaminantes) respecto de los bienes públicos ambientales, lo que 
se traduce en el acceso a un medio ambiente sano. En consecuencia, tales 
tributos no tienen fines meramente recaudatorios, porque el impacto positivo 
en el cuidado del medio ambiente está inserto en el propio diseño de la 
base y, mientras más eficaz sea el tributo, menos se recaudará, hasta que 
se llegue a la neutralidad fiscal (que el impuesto no genere mayores cargas 
económicas porque ya no existan efectos ecológicos negativos externos que 
gravar o que sean tan reducidos que resulte más gravoso para la adminis­
tración tributaria respectiva su recaudación).

2a./J. 53/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 
22 de abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
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Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 53/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. SU DISEÑO DE 
CÁLCULO INCLUYE UN DEBER PÚBLICO DE PROTECCIÓN AMBIENTAL, 
QUE LOS DISTINGUE DE OTRAS CONTRIBUCIONES CON FINES AM­
BIENTALES EXTRAFISCALES.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas, con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los tributos que se 
imponen son meramente recaudatorios.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que en los impuestos ecológicos o costo eficientes previs­
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tos en las disposiciones reclamadas, el cuidado del medio ambiente está 
inmerso en su propia mecánica de cálculo y no como una finalidad extrafis­
cal o añadida a la gravación de otra fuente de riqueza.

Justificación: La base de los impuestos ecológicos se encuentra íntimamente 
relacionada con la emisión de sustancias, la extracción de materiales o con 
cualquiera que sea el elemento o circunstancia que genere o sea suscepti­
ble de ocasionar un impacto ecológico negativo, lo cual, además de pre­
tender el reconocimiento de los costos originados por las externalidades 
negativas, busca generar un incentivo para mejorar los procesos producti­
vos contaminantes. Lo anterior, en virtud de que en la medida en que los 
productores inviertan en el desarrollo de tecnología que reduzca, minimice 
o incluso elimine los impactos que ocasionan en el medio ambiente, dismi­
nuirá también la base del impuesto y, en consecuencia, los propios costos 
de producción. Por ende, la doctrina económica y tributaria ha denominado 
como impuestos ecológicos en estricto sentido a aquellos que incluyen en 
la configuración de su base el deber público de protección ambiental, los 
cuales pueden distinguirse de otras contribuciones ambientales en general 
(como los derechos o las sobre cuotas) ya que no incorporan las finalidades 
ambientales en forma "extra" a la gravación de una manifestación de riqueza 
que nada tiene que ver con la protección al equilibrio ecológico, es decir, su 
naturaleza ambiental no se fija sólo a través de una intención añadida al fin 
recaudatorio. Tampoco tienen fines disuasorios en el consumo de un 
producto o servicio (como sucede con las sobre tasas que se emplean, por 
ejemplo, en los impuestos especiales sobre combustibles fósiles o sobre 
fertilizantes) sino que buscan que la base del tributo motive que el productor 
invierta en el desarrollo de tecnología que reduzca la degradación de bienes 
ambientales y, con ello, disminuyan los costos de producción.

2a./J. 54/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
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Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María Agui­
lar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 54/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. PARÁMETROS 
PARA ANALIZAR SU APEGO AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los tributos que se 
imponen transgreden el principio de proporcionalidad tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los impuestos ecológicos o costo eficientes previstos 
en las disposiciones reclamadas, en virtud del aspecto económico que 
gravan, tienen parámetros específicos para analizar los argumentos referi­
dos al principio de proporcionalidad tributaria.

Justificación: Los impuestos ecológicos en estricto sentido buscan, entre 
otros aspectos, el reconocimiento de los gastos que deben realizarse para 
remediar o al menos paliar los efectos negativos que se originan en un pro­
ceso productivo que contamina o que tiene un impacto ecológico cuyo 
autor, en vez de internalizarlos e incorporarlos a sus erogaciones, traslada 
al Estado la carga económica de repararlos. La referida traslación de costos 
constituye el beneficio económico que obtiene quien realiza un proceso pro­
ductivo que contamina, pues tal agente contaminador debería responder 
por esas erogaciones; sin embargo, las ganancias derivadas del proceso 
contaminante no se ven reducidas con esos gastos, dado que no se encuen­
tran internalizados. Tal reconocimiento se inserta en el deber de contribuir 
al gasto público, consagrado por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que quien contamina debe 
pagar en una proporción razonable respecto de la prevención o, en su 
caso, de la reparación del probable efecto causado o deterioro ambiental y 
en la cuantía suficiente para corregir el daño en el ambiente, lo cual equival­
drá a la incidencia económica en el gasto público. Ahora, en relación con el 
principio de proporcionalidad tributaria, los indicios de capacidad contribu­
tiva, tratándose de impuestos ecológicos en estricto sentido, no se evidencian 
con la mera posesión o intercambio de riqueza, sino con el aprovechamiento 
y beneficio económico que se obtiene de los bienes ambientales. Por 
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tanto, para que tales tributos respeten el referido principio de justicia fiscal, 
es necesario que el hecho y la base imponibles tomen en consideración las 
unidades físicas sobre las cuales se tenga certeza de que su consumo o, 
en su caso, liberación en el ambiente, suscita efectos negativos en el am­
biente o impactos de carácter ecológico. En otras palabras, es necesario 
que exista una relación causal entre el presupuesto del tributo y las unida­
des físicas que determinan un daño o deterioro ambiental (por utilización del 
ambiente, consumo de un recurso ambiental o de una fuente de energía, 
producción de emisiones contaminantes, etcétera) lo cual se consigue inclu­
yendo en la base imponible una incidencia o relación razonable respecto 
de tales unidades físicas.

2a./J. 55/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.
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Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 55/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. ENCUENTRAN SUS­
TENTO EN EL DEBER DE CONTRIBUIR AL GASTO PÚBLICO, ASÍ COMO 
EN EL DERECHO AL ACCESO A UN AMBIENTE SANO Y EN EL PRINCI­
PIO "QUIEN CONTAMINA PAGA", CONSAGRADOS, RESPECTIVAMENTE, 
EN LOS ARTÍCULOS 31, FRACCIÓN IV Y 4o., PÁRRAFO QUINTO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los tributos que se 
imponen transgreden el principio de proporcionalidad tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que, los impuestos ecológicos o costo eficientes previstos 
en las disposiciones reclamadas, en virtud del aspecto económico que gra­
van, tienen asidero en los artículos 4o., párrafo quinto y 31, fracción IV, de 
la Constitución General.
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Justificación: Los impuestos ecológicos en estricto sentido buscan, entre 
otros aspectos, el reconocimiento de los gastos que deben realizarse para 
remediar o al menos paliar los efectos negativos que se originan en un pro­
ceso productivo que contamina o que tiene un impacto ecológico, cuyo 
autor, en vez de internalizarlos e incorporarlos a sus erogaciones, traslada 
al Estado la carga económica de repararlos. Tal reconocimiento se inserta 
en el deber de contribuir al gasto público consagrado por el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
dado que quien contamina debe pagar en una proporción razonable res­
pecto de la prevención o, en su caso, de la reparación del probable efecto 
causado o deterioro ambiental y en la cuantía suficiente para corregir el daño en 
el ambiente, lo cual equivaldrá a la incidencia económica en el gasto público. 
Asimismo, este tipo de tributos encuentra respaldo jurídico en el artículo 
4o., párrafo quinto, de la Constitución General ya que, por una parte, incluyen 
en la configuración de su hecho imponible y de su base el deber público de 
protección ambiental, velando con ello por el acceso y goce a que tienen 
derecho todos los ciudadanos (no sólo quienes realicen procesos produc­
tivos contaminantes) respecto de los bienes públicos ambientales, lo que 
se traduce en el acceso a un medio ambiente sano. Por otra parte, tales 
contribuciones también se sustentan en el principio "quien contamina 
paga", conforme al cual el daño y deterioro del ambiente generan respon­
sabilidad para quien lo provoque en los términos que establezca la ley, 
cuya interpretación armónica con la Recomendación del Consejo sobre los 
principios rectores de los aspectos económicos internacionales de las polí­
ticas ambientales de 26 de mayo de 1972, emitida por la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), permite concluir que 
se trata de una medida originalmente preventiva y, sólo en caso necesario, 
tendrá el carácter de correctiva. Por ende, con base en ese principio, el legis­
lador puede hacer recaer los costes (de prevención o corrección) de la 
contaminación sobre quien los genera, con los consiguientes incentivado­
res de la búsqueda de materias y tecnologías limpias, lo cual no obstruye 
el desarrollo económico, sino que lo redirige hacia un desarrollo económico 
de carácter sustentable, en el cual se tome en consideración la conserva­
ción de los bienes ambientales.

2a./J. 56/2020 (10a.)
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Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
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Tesis de jurisprudencia 56/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL PREVISTO EN LOS 
ARTÍCULOS 14 A 19 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACA­
TECAS, DENOMINADO "POR LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓS­
FERA", NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 14 a 19 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que tales preceptos 
transgreden el principio de proporcionalidad tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que el impuesto reclamado no transgrede el principio de 
proporcionalidad tributaria.

Justificación: El tributo de referencia grava las emisiones a la atmósfera de 
bióxido de carbono, metano, óxido nitroso, hidrofluoro-carbonos, perfluoro- 
carbonos y hexafluoruro de azufre, que se generen en procesos productivos 
que se desarrollen y afecten el territorio del Estado de Zacatecas. La base 
se constituye por toneladas de emisiones registradas y se convierte a una 
equivalencia de dióxido de carbono, a la cual se le aplica una cuota de 
$250.00 (doscientos cincuenta pesos 00/100 M.N.) por tonelada, con lo 
que se determina en forma razonablemente homogénea el efecto inverna­
dero o de calentamiento global que generan. Con ello se pretende reflejar 
el daño generado, en términos monetarios, de cada tonelada de gases 
emitida a la atmósfera (o, si se prefiere, el beneficio en términos monetarios 
que la sociedad deja de percibir por cada tonelada de gases). Por tanto, el 
impuesto ecológico de mérito respeta el principio de proporcionalidad tri­
butaria, ya que el cálculo de su base toma en consideración las unidades 
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físicas sobre las cuales se tiene certeza de que su liberación en el ambiente 
suscita efectos negativos o impactos de carácter ecológico, subsistiendo 
una relación causal entre el presupuesto del tributo y las unidades físicas 
que determinan un daño o deterioro ambiental, lo que permite lograr el reco­
nocimiento o internalización por parte del agente contaminante de los costos 
de reparar las externalidades negativas derivadas de su proceso produc­
tivo y su traslación al Estado.

2a./J. 57/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Agui­
lar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con 
el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac 
Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
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manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 57/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL PREVISTO EN 
LOS ARTÍCULOS 14 A 19 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE 
ZACATECAS QUE GRAVA LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AUN CUANDO 
NO GRAVA TODOS LOS GASES CONTAMINANTES NI LAS FUENTES 
QUE LOS EMITEN.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 14 a 19 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, al considerar que transgreden el 
principio de equidad tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que el impuesto por la emisión de gases a la atmósfera 
previsto en los artículos 14 a 19 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacate­
cas, no transgrede el referido principio de justicia tributaria.

Justificación: El artículo 14 de la invocada legislación establece que el objeto 
del citado gravamen consiste en las emisiones a la atmósfera de determi­
nadas sustancias generadas en los procesos productivos que se desarrollen 
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en la entidad federativa de referencia y que afecten su territorio. Por su 
parte, el artículo 16 del ordenamiento en cita establece el procedimiento de 
determinación de la base gravable señalando los gases de efecto inver­
nadero. Así, el hecho de que el impuesto sólo grave los referidos gases no 
viola el principio de equidad tributaria, porque dicha distinción se encuentra 
justificada constitucionalmente. En efecto, el fin constitucionalmente válido 
que se busca con el aludido impuesto consiste en implementar una medida 
legislativa a través de la cual se combata la contaminación y el cambio cli­
mático, finalidad inmediata que encuentra asidero en los artículos 2o., 
apartado B, fracción III, y 4o., párrafos cuarto y quinto, de la Constitución 
General, y 26, párrafo primero, y 30, párrafo primero, de la Constitución de 
Zacatecas, ya que la finalidad mediata que se busca con dicha medida 
legislativa consiste en que el Estado de Zacatecas cumpla con su obliga­
ción de proteger el derecho a la salud y el derecho a un medio ambiente 
sano. La medida impositiva de que se trata resulta ser un medio idóneo, 
apto y adecuado para cumplir con la finalidad constitucionalmente válida 
antes mencionada. Ciertamente, dentro del abanico de posibilidades a dis­
posición del legislador, se advierte que en función de cumplir con su obli­
gación de proporcionar los derechos a la salud y a un medio ambiente 
sano, consideró necesario establecer una medida impositiva que permitiera 
combatir la contaminación reduciendo la emisión de gases de efecto inver­
nadero para cumplir con los compromisos internacionales signados para 
tal efecto. La medida impositiva establecida es sólo una de aquellas a 
cargo del Estado mexicano que contribuye a alcanzar el fin constitucional­
mente válido antes señalado, pues a criterio de la Suprema Corte el derecho 
a la protección de la salud de la población es una responsabilidad social 
que implica no sólo medidas de carácter concreto y específico mediante el 
establecimiento de mecanismos necesarios para que todas las personas 
tengan acceso a los servicios de salud una vez que presenten algún pade­
cimiento patológico o enfermedad, sino también medidas preventivas, a 
través de reducir o paliar la contaminación del medio ambiente que se pro­
duzca como consecuencia de la realización de procesos productivos que 
se desarrollen en el Estado de Zacatecas, o por lo menos, la utilización de 
insumos, materias primas o métodos de producción más amigables con el 
medio ambiente. Por lo explicitado, es notoria la relación de precedencia que 
existe entre el fin constitucionalmente válido perseguido con el establecimiento 



131

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

de los preceptos reclamados (combatir la contaminación y el cambio climá­
tico) y el medio elegido para tal efecto (impuesto a la emisión de gases de 
efecto invernadero a la atmósfera), por lo que la distinción en el trato alegada 
se encuentra justificada.

2a./J. 58/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro 
votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis 
María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
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Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 58/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN INTER­
PUESTO CONTRA LA OMISIÓN O NEGATIVA DE UN INSTITUTO DE 
SEGURIDAD SOCIAL DE BRINDAR ATENCIÓN MÉDICA, HOSPITALA­
RIA, QUIRÚRGICA Y SUMINISTRO DE MEDICINAS AL CÓNYUGE O 
BENEFICIARIO DE UN TRABAJADOR PENSIONADO. CORRESPONDE 
A UN TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 

Hechos: Diversos Tribunales Colegiados de Circuito se declararon legalmente 
incompetentes por razón de la materia para conocer de un recurso inter­
puesto contra actos de un Instituto de Seguridad Social, consistentes en la 
omisión o negativa de brindar atención médica, hospitalaria, quirúrgica y sumi­
nistro de medicinas al cónyuge o beneficiario de un trabajador pensionado, 
pues mientras unos decidieron que el asunto era competencia de un Tribunal 
en Materia de Trabajo, otros resolvieron que correspondía conocer de éste a un 
Tribunal en Materia Administrativa. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es competente el Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva para conocer del recurso de revisión referido.

Justificación: Lo anterior, porque la Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación ha sostenido que para fijar la competencia por razón de la 
materia para conocer de un asunto, debe atenderse a la naturaleza del acto 
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reclamado y de las autoridades responsables. En ese sentido, cuando en una 
demanda de amparo indirecto se reclame de un Instituto de Seguridad Social 
la omisión o la negativa de otorgar atención médica, hospitalaria, quirúrgica 
y suministro de medicinas al cónyuge o beneficiario de un trabajador pensio­
nado, debe considerarse que si bien tales prestaciones médicas tienen como 
fuente el vínculo de trabajo establecido entre aquél y la dependencia u orga­
nismo público para la que laboró, lo cierto es que la relación que exista entre 
tal derechohabiente y un instituto de seguridad social, representa una nueva 
relación de naturaleza administrativa en la que éste ejerce facultades de deci­
sión que constituyen una potestad administrativa, pues el asegurado como 
gobernado se somete a su imperio de autoridad, ya que puede crear, modi­
ficar o extinguir por sí o ante sí la situación jurídica del derechohabiente y de 
sus beneficiarios.

2a./J. 61/2020 (10a.)

Conflicto competencial 201/2017. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva, ambos del Tercer Circuito. 23 de agosto de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
ria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Conflicto competencial 293/2018. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Séptimo Circuito. 27 de 
junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre­
tario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 339/2018. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
rias Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Séptimo Circuito. 15 de agosto de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José Fernando Franco 
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González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 343/2018. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Séptimo Circuito. 12 de sep­
tiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Conflicto competencial 42/2020. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa y el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
rias Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Séptimo Circuito. 24 de junio de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel 
Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 61/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de octubre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de noviembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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DE JURISPRUDENCIA  

POR SUSTITUCIÓN

CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO. EL PLANTEAMIENTO DE 
INCONSTITUCIONALIDAD O INCONVENCIONALIDAD DE SUS CLÁU­
SULAS PUEDE INTRODUCIRSE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUE EN EL JUICIO LABORAL DE ORIGEN 
SE HAYA DEMANDADO SU NULIDAD. Tanto la reforma constitucional en ma­
teria de derechos humanos como en la de amparo –ambas de junio de 2011– 
tienen como finalidad reforzar la posición jurídica de los derechos humanos 
desde la perspectiva sustantiva y adjetiva, respectivamente, lo que define la 
interpretación que debe darse a las disposiciones de la Ley de Amparo 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013. Así, si bien 
las cláusulas de los contratos colectivos de trabajo no constituyen disposi­
ciones generales en cuya creación haya intervenido un órgano del Estado, 
lo cierto es que tienen una naturaleza materialmente normativa, por lo que 
para efectos exclusivos del juicio de amparo directo, basta que se señale 
como acto reclamado el laudo dictado en un juicio laboral en el que, a su 
vez, se haya planteado alguna pretensión con base en una de esas cláu­
sulas contractuales, para que su oposición con la Constitución Federal o con 
los tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que el 
Estado mexicano sea parte pueda introducirse en el juicio de amparo, inde­
pendientemente de que en el juicio ordinario se haya demandado la nulidad 
respectiva. Lo anterior, en el entendido de que para que proceda el estudio 
de esos temas, es indispensable que el quejoso haga un planteamiento 
efectivo, cuando menos como causa de pedir advertida de los argumentos 
opuestos en la demanda de amparo, pues sólo así surgirá la actualización 
de un problema de constitucionalidad.

2a./J. 2/2020 (10a.)
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Solicitud de sustitución de jurisprudencia 11/2019. Pleno en Materia de Trabajo 
del Séptimo Circuito. 4 de diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esqui­
vel Mossa y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto con­
currente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis sustituida

Tesis 2a./J. 95/2009, de rubro: "CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO. NO CONS­
TITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD SUSCEPTIBLE DE SER SEÑALADO 
COMO ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO, PERO SÍ PUEDE 
SER PLANTEADA LA ILEGALIDAD O INCONSTITUCIONALIDAD DE SUS 
CLÁUSULAS A TRAVÉS DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, SIEMPRE Y CUANDO SE HAYA PLAN­
TEADO SU NULIDAD EN EL JUICIO LABORAL DE ORIGEN.", derivada 
de la contradicción de tesis 153/2009 y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, agosto de 
2009, página 151, con número de registro digital: 166703.

Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2020 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plena­
rio Número 16/2019, por lo que a partir de esas mismas fecha y hora, y 
con motivo de la resolución de la solicitud de sustitución de jurisprudencia 
11/2019, ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa 2a./J. 
95/2009, de rubro: "CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO. NO CONSTI­
TUYE UN ACTO DE AUTORIDAD SUSCEPTIBLE DE SER SEÑALADO 
COMO ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO, PERO SÍ PUEDE 
SER PLANTEADA LA ILEGALIDAD O INCONSTITUCIONALIDAD DE SUS 
CLÁUSULAS A TRAVÉS DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO, SIEMPRE Y CUANDO SE HAYA PLAN­
TEADO SU NULIDAD EN EL JUICIO LABORAL DE ORIGEN.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXX, agosto de 2009, página 151, con número de registro digital: 166703.

Tesis de jurisprudencia 2/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de enero de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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REPUBLICADAS 

RENTA. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EN EL SENTIDO DE 
QUE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 151 DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTA­
BLECER UN LÍMITE PARA LAS DEDUCCIONES PERSONALES, VIOLA 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Para respetar el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesa­
rio atender a la capacidad contributiva de las personas afectas al gravamen 
y, en el caso de la contribución de mérito, ello se cumple cuando la base 
gravable se constituye por la utilidad real, a la cual se arriba restando de los 
ingresos brutos los gastos que se realizaron para su obtención (deduccio­
nes estructurales); de ahí que las erogaciones no vinculadas con la genera­
ción de esos ingresos (deducciones no estructurales) no tienen impacto en 
la utilidad o renta gravable, por lo que no pueden estimarse como aminora­
ciones que el legislador deba contemplar forzosamente a fin de observar el 
principio de justicia tributaria en comento. Ahora, las erogaciones concedi­
das como deducciones personales para realizarse en forma adicional a las 
"autorizadas en cada capítulo", en términos del artículo 151 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, tienen el carácter de no estructurales, pues se 
refieren a los desembolsos efectuados con motivo de consumo personal, 
sea por su origen, por su propósito o por su efecto, es decir, se trata de gas­
tos diversos y contingentes, dado que no son erogaciones que habitualmente 
deban realizarse para la generación de la utilidad o renta neta del tributo. 
En consecuencia, las deducciones personales de las personas físicas, al no 
cumplir con el requisito de estricta vinculación con la generación del ingreso, 
no son del tipo de erogaciones que el legislador debe reconocer para aca­
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tar el principio de proporcionalidad tributaria, sino que constituyen gastos o 
beneficios fiscales, los cuales se conceden atendiendo a fines de política 
fiscal, social o económica. Por tanto, son inoperantes los argumentos en el 
sentido de que el último párrafo del artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, al establecer un límite para las deducciones personales, viola el 
principio de proporcionalidad tributaria.

2a./J. 24/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y 
otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro 
votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Marga­
rita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el 
criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac 
Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de 
noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.
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Amparo en revisión 867/2014. José Ramiro Cárdenas Tejeda. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; mayoría de cuatro votos en relación 
con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Nota: Por instrucciones de la Segunda Sala, la tesis que aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 
a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 826, con 
número de registro digital: 2013878, se publica nuevamente con la correc­
ción en el quinto precedente que la propia Sala ordena.

La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 855/2014, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 
2017, página 671, con número de registro digital: 26998.

Tesis de jurisprudencia 24/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete. 

Esta tesis se republicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 151, ÚLTIMO PARRAFO, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTA­
BLECER UN LÍMITE PARA LAS DEDUCCIONES PERSONALES, NO VIOLA 
EL DERECHO AL MÍNIMO VITAL. Las deducciones personales de las per­
sonas físicas, al no cumplir con el requisito de necesaria vinculación de las 
erogaciones con la generación del ingreso, no deben reconocerse forzo­
samente por el legislador como aminoraciones para determinar la base 
gravable del impuesto, sino que se encuentran inmersas en el ámbito de 
libertad de configuración en materia tributaria por constituir gastos fiscales, 
los cuales tienen su origen en la disminución o reducción de gravámenes, tra­
duciéndose en la no obtención de un ingreso público como consecuencia 
de la concesión de beneficios fiscales orientados al logro de la política eco­
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nómica o social. Por otra parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha establecido que el derecho al mínimo vital abarca todas las 
acciones positivas y negativas que permitan respetar la dignidad humana, lo 
que implica la obligación para el Estado de garantizar (y no necesariamente 
otorgar la prestación de manera directa) que los ciudadanos tengan acceso 
generalizado a alimentación, vestido, vivienda, trabajo, salud, transporte, 
educación, cultura, así como a un medio ambiente sano y sustentable; 
aunado a ello, debe garantizar atención a los incapacitados o a las personas 
con necesidades especiales o específicas, procurando su incorporación a 
la vida activa. Lo anterior, correlacionado con el principio de generalidad 
tributaria (la regla general consiste en que todos aquellos, con un nivel eco­
nómico mínimo, están obligados a contribuir al sostenimiento del gasto 
público, mientras que las exenciones, beneficios o estímulos fiscales son la 
excepción), permite concluir válidamente que la circunstancia de que los 
conceptos con los cuales se relacionan las deducciones personales tengan 
alguna vinculación con derechos fundamentales o servicios básicos que el 
Estado se encuentra obligado a garantizar o prestar, no implica que exista 
un derecho constitucionalmente tutelado para exigir que sea precisamente a 
través de la legislación fiscal que se brinde esa tutela, específicamente con­
cediendo un beneficio de carácter tributario al prever la posibilidad de dedu­
cir, sin limitante alguna, cantidades o erogaciones que no están vinculadas 
con la generación del ingreso que es el objeto del impuesto sobre la renta.

2a./J. 27/2017 (10a.)

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora l., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel lsaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y 
otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora l., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro 
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votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Marga­
rita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora l., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el 
criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac 
Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de 
noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora l., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 867/2014. José Ramiro Cárdenas Tejeda. 22 de febrero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora l.; mayoría de cuatro votos en relación 
con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Nota: Por instrucciones de la Segunda Sala, la tesis que aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 
a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 821, con 
número de registro digital: 2013872, se publica nuevamente con la correc­
ción en el quinto precedente que la propia Sala ordena.

La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 855/2014, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 
2017, página 671, con número de registro digital: 26998.
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Tesis de jurisprudencia 27/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del uno de marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se republicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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AISLADAS

2019

INDUSTRIA ELÉCTRICA. EL ARTÍCULO 161 DE LA LEY RELATIVA, AL 
DISPONER LA PUBLICACIÓN EN INTERNET DE DETERMINADA INFOR­
MACIÓN, TIENE UN FIN CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDO. De acuerdo 
con el citado precepto la Secretaría de Energía establecerá un sitio de internet, 
de acceso libre al público, en el que se publicarán y mantendrán actualizados 
los contratos, convenios, anexos y convenios modificatorios que las empresas 
productivas del Estado, sus empresas productivas subsidiarias o empre­
sas filiales en México o en el extranjero celebren con los Participantes del 
Mercado en relación con cualquier producto incluido en el Mercado Eléctrico 
Mayorista; ello, porque la sociedad tiene interés en conocer la información 
contenida en los mencionados documentos, así como para garantizar una 
eficaz rendición de cuentas, prevenir y sancionar actos de corrupción. Ade­
más, el último párrafo del numeral en comento señala que la información que 
se contenga en los mencionados documentos no se considerará como reser­
vada o confidencial, lo que se vincula con los límites al derecho de transpa­
rencia y con la protección de datos personales establecidos en el artículo 6o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, el 
artículo 161 de la Ley de la Industria Eléctrica, en tanto obliga a la Secretaría 
referida a establecer un sitio de internet, publicar y mantener actualizados 
los contratos, convenios, anexos y convenios modificatorios que celebren las 
partes indicadas, cuyo contenido no podrá considerarse reservado ni confi­
dencial, tiene un fin constitucionalmente válido, como lo es el derecho de 
transparencia, rendición de cuentas y, por ende, combate a la corrupción.

2a. LXXVII/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 319/2019. Evm Energía del Valle de México Generador, Socie­
dad Anónima Promotora de Inversión de Capital Variable. 21 de agosto 
de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Fabián Gutiérrez Sánchez.

Amparo en revisión 349/2019. Evm Energía del Valle de México, Sociedad 
Anónima Promotora de Inversión de Capital Variable. 21 de agosto de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek, votó con salvedad Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 242/2019. Helios Generación, S. de R.L. de C.V. y otra. 21 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secre­
taria: Zara Gabriela Martínez Peralta.

Amparo en revisión 261/2019. Ciclo Combinado Tierra Mojada, Sociedad de 
Responsabilidad Limitada de Capital Variable. 11 de septiembre de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Zara Gabriela 
Martínez Peralta.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLI­
COS. EL ARTÍCULO 37, SEXTO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELA­
TIVA (ABROGADA), NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
EN LA IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES. La sanción disciplinaria prevista 
por el legislador en el artículo 37 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), consistente en la 
inhabilitación de seis meses a un año, al servidor público que omita presen­
tar sin causa justificada, dentro del plazo de sesenta días naturales siguientes 
a la conclusión del encargo, la declaración relativa, se sustenta en una rela­
ción razonable entre la gravedad de la falta y la sanción a aplicar. Ello es así, 



145

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

porque el artículo 14 de la citada legislación establece los parámetros que se 
deben tomar en cuenta para imponer la sanción que en su caso corresponda 
y el diverso 21 del mismo ordenamiento legal fija el procedimiento a seguir 
para tal efecto; por ello, se considera que al existir los elementos necesa­
rios para sancionar la conducta correspondiente, el artículo 37, sexto párrafo, 
de la ley mencionada no viola el principio de proporcionalidad en la imposi­
ción de las sanciones, contenido en el artículo 113 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015.

2a. LXXVIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1663/2019. Josefina América López Pérez. 9 de 
octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Zara Gabriela Mar­
tínez Peralta.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

FACULTADES DE VERIFICACIÓN DE LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA. EL ARTÍCULO 125 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUI­
SICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO, AL 
PREVER QUE DICHA DEPENDENCIA PODRÁ INICIAR "EN CUALQUIER 
TIEMPO" INTERVENCIONES DE OFICIO, VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. El citado precepto, al establecer que a partir de 
la información que obtenga la Secretaría de la Función Pública en ejercicio 
de sus facultades de verificación, podrá iniciar, en cualquier tiempo, inter­
venciones de oficio, viola el derecho a la seguridad jurídica reconocido por 
el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque no señala un plazo cierto para que la autoridad inicie esas interven­
ciones y con ello deja en estado de incertidumbre a las personas, ya que 
es hasta que la autoridad, en forma unilateral, decide ejercer sus facultades, 
cuando inicia el procedimiento correspondiente.

2a. LXXIX/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 5410/2019. Ge Sistemas Médicos de México, S.A. 
de C.V. 6 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Zara Gabriela Martínez Peralta.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

2020

PROCEDIMIENTO DE ENAJENACIÓN DE VEHÍCULOS DE PROCEDEN­
CIA EXTRANJERA DECLARADOS PROPIEDAD DEL FISCO FEDERAL. 
NO VULNERA EL DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA. Conforme a los 
artículos 1, 27 y 36 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación 
de Bienes del Sector Público, no puede considerarse que el procedimiento 
a que debe atenerse el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes 
respecto a los bienes que son declarados propiedad del fisco federal, cuando 
aún pueda ser anulado mediante juicio contencioso administrativo, sea res­
trictivo del derecho a la propiedad privada, toda vez que su actuar es razo­
nable. Lo anterior, si se toma en consideración que al no acreditarse la legal 
importación, tenencia o estancia en el territorio nacional del bien embargado, 
el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes debe velar por los 
intereses del Estado, como si dicho vehículo fuera parte de su patrimonio, 
por lo que está facultado para enajenarlo, sin que sea obstáculo que estu­
viera en trámite un juicio de nulidad en contra de la resolución que declaró 
que el bien forma parte del patrimonio del fisco federal, pues ello no impli­
ca que su propiedad esté indeterminada, ya que la actuación de la autoridad 
aduanal cuenta con la presunción de legalidad y validez de los actos admi­
nistrativos y no será hasta que se declare su nulidad, cuando se reconozca 
que al particular le asiste un derecho legítimamente tutelado en relación con 
el bien embargado. No es óbice a lo expuesto, que ante la imposibilidad 
material para devolver un bien embargado por el Servicio de Administración 
y Enajenación de Bienes, por haber sido enajenado, esta Segunda Sala ya 
se pronunció sobre la forma en la cual debe proceder dicho órgano descen­
tralizado, al emitir la tesis 2a./J. 9/2014 (10a.) cuyo rubro es: "MERCANCÍAS 
OBJETO DE EMBARGO PRECAUTORIO EN UN PROCEDIMIENTO EN 
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MATERIA ADUANERA. FORMA DE CALCULAR SU VALOR ANTE LA IMPOSI­
BILIDAD MATERIAL DE DEVOLVERLAS POR HABER SIDO ENAJENADAS 
POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN Y ENAJENACIÓN DE BIENES (SAE)."

2a. I/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 1545/2015. Juan Carlos Medrano Ramos. 17 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Alberto Pérez Dayán; se aparta de consideraciones Javier Laynez Potisek. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.

Amparo directo en revisión 5587/2019. Guadalupe Faus. 6 de noviembre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas y Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Zara 
Gabriela Martínez Peralta.

Nota: La tesis 2a./J. 9/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 21 de febrero de 2014 a las 10:32 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 3, Tomo II, febrero de 2014, página 1139, con número de 
registro digital: 2005637.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2019, AL ESTABLECER LA MECÁNICA RESPECTIVA, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA DE LOS CONTRIBU­
YENTES. La confianza legítima es un principio derivado del derecho a la 
seguridad jurídica en su faceta de interdicción o prohibición de la arbitrarie­
dad, cuyo origen deriva de asuntos relacionados con el actuar de la admi­
nistración pública frente a las personas, por lo cual adquiere diversos 
matices dependiendo de si se pretende invocar frente a actos administrati­
vos o legislativos. Al margen de lo anterior, dicho principio no tiene el alcance 
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de oponer al Poder Legislativo meras expectativas de derecho para cues­
tionar la regularidad constitucional de los actos en los que se determina el 
establecimiento, modificación o supresión de regulaciones en materia de 
tributos, debido a la imposibilidad del contribuyente de contar con la espe­
ranza de que una tasa, tarifa e incluso un régimen de tributación permanezcan 
inmodificables hacia el futuro. Así, se concluye que el artículo 25, fracción 
VI, de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2019, al 
establecer la mecánica de compensación de saldos a favor, no viola el prin­
cipio de confianza legítima de los contribuyentes, ya que si bien es cierto que 
éstos no poseen un derecho que se traduzca en que un régimen de tributa­
ción permanezca inmodificable hacia el futuro, también lo es que con base 
en el principio de generalidad tributaria se tutela el interés del Estado en la 
percepción de ingresos, el cual, por su carácter público, se privilegia frente 
al interés particular.

2a. II/2020 (10a.)

Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre 
de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó en contra de algunas consideraciones José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concu­
rrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora.

Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de 
noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y 
otra. 4 de diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.
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Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 
557/2019, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas y en la página 795 
de esta Gaceta.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

REFUGIADOS. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY SOBRE REFUGIADOS, PRO­
TECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE PREVÉ EL PLAZO 
PARA SOLICITAR EL RECONOCIMIENTO DE ESE ESTATUS JURÍDICO, 
SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD. El referido precepto legal si 
bien establece que el extranjero que solicite el reconocimiento de la calidad 
de refugiado, deberá presentar por escrito su solicitud dentro del plazo de 
treinta días hábiles contados a partir del día siguiente a aquel en que haya 
ingresado al país o, en su caso, a aquel en que le haya sido materialmente 
posible presentarla en los términos que defina el reglamento, a pesar de que 
dicha calidad constituye una situación de hecho que se adquiere tan pronto 
se reúnan los requisitos que establecen los tratados internacionales en la 
materia, lo cierto es que el plazo en cuestión supera el test de proporcionali­
dad, porque: i) encuentra una finalidad constitucionalmente válida, al tratarse 
de un deber y una facultad del Estado el identificar a quienes ingresan a su 
territorio en las diversas categorías migratorias, a fin de cumplir con el marco 
regulatorio establecido para el tránsito y la estancia de los extranjeros en el 
país, y porque lo que se pretende evitar es que el extranjero en condición de 
refugiado que requiera protección se coloque en una situación de irregulari­
dad respecto de las leyes mexicanas por un tiempo que resulte muy prolon­
gado, en detrimento de sus derechos fundamentales; ii) es idónea y necesaria 
para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción cons­
titucional, al ser la única forma en que, dentro de un determinado periodo, 
las autoridades migratorias correspondientes estarán en aptitud de identifi­
car a las personas que se consideran refugiados y, como consecuencia de 
ello, en posibilidad de brindarles la protección que establecen las leyes 
nacionales y los tratados internacionales, propiciando con ello que los soli­
citantes permanezcan en el país el menor tiempo posible de manera irregu­
lar; y, iii) es proporcional en sentido estricto, porque si bien se trata de una 
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limitante al exigir que el reconocimiento de la condición de refugiado deba 
presentarse dentro de un determinado plazo, el derecho fundamental que pre­
tende proteger no se ve excesivamente limitado si se toma en cuenta que 
existe una excepción prevista en el artículo 19 del Reglamento de la Ley 
sobre Refugiados y Protección Complementaria, que señala que para efec­
tos del cumplimiento del artículo 18 de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político, de manera excepcional, se dará trámite a las 
solicitudes presentadas fuera del plazo previsto, lo que permite colegir que 
el solo establecimiento de dicho plazo no impide, total y definitivamente, la 
realización de la conducta amparada por ese derecho (el inicio y/o admisión 
de la solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado).

2a. III/2020 (10a.)

Amparo en revisión 353/2019. Edgardo Alfonso Díaz Alemán. 16 de octubre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yas­
mín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Amparo en revisión 399/2019. Katherine Alba Andara. 16 de octubre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esqui­
vel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Norma Paola Cerón Fernández.

Amparo en revisión 437/2019. Rossy Carolina Urbina Barreto. 23 de octubre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yas­
mín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Amparo en revisión 529/2019. Lorena Cristina Díaz Quezada. 23 de octubre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yas­
mín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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REFUGIADOS. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 19 DEL RE­
GLAMENTO DE LA LEY SOBRE REFUGIADOS Y PROTECCIÓN COM­
PLEMENTARIA. El referido precepto reglamentario establece que para 
efectos del cumplimiento del artículo 18 de la Ley sobre Refugiados, Protec­
ción Complementaria y Asilo Político se dará trámite, de manera excepcio­
nal, a las solicitudes presentadas fuera del plazo previsto para ello, cuando 
el extranjero acredite que por causas ajenas a su voluntad no le fue material­
mente posible presentarla oportunamente. Ahora bien, considerando que la 
interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos exige que se opte por aquella de la que derive un resultado más 
acorde con el Texto Supremo, a fin de garantizar la supremacía constitucio­
nal y, simultáneamente, permitir una adecuada y constante aplicación del 
orden jurídico, garantizando en todo momento, principalmente, el derecho 
humano de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, la interpretación de dicha 
excepción debe ser bajo un estándar probatorio mínimo, es decir, no debe 
ser estricta ni rigurosa o requiriendo pruebas concluyentes para demostrar 
la veracidad de sus afirmaciones, sino que bastará para tener por acreditado 
que efectivamente el extranjero estuvo imposibilitado para presentar su 
solicitud dentro del plazo fijado por la ley, que los hechos manifestados por 
el solicitante y las pruebas que tuviera a su alcance, sean coherentes con el 
contexto de su propia situación, lo que será suficiente para que se dé trá­
mite a las solicitudes presentadas fuera del plazo previsto en el artículo 18 de 
la ley referida, dado que con ello se garantiza: i) la protección más amplia 
de los derechos fundamentales a las personas; ii) que la falta de presenta­
ción de la solicitud dentro de un periodo específico o del cumplimiento de 
otros requisitos formales, no conduzcan de manera automática a que la misma 
no reciba la debida consideración; iii) a que el solicitante sea oído con las 
debidas garantías durante el procedimiento respectivo, a efecto de determi­
nar si se encuentra en riesgo de persecución; y, iv) el principio de no devo­
lución, que implica que los refugiados ni los solicitantes del reconocimiento 
de esa condición pueden ser rechazados o expulsados sin un análisis ade­
cuado e individualizado de sus peticiones.

2a. IV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 353/2019. Edgardo Alfonso Díaz Alemán. 16 de octubre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
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Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yas­
mín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Amparo en revisión 399/2019. Katherine Alba Andara. 16 de octubre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esqui­
vel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Norma Paola Cerón Fernández.

Amparo en revisión 437/2019. Rossy Carolina Urbina Barreto. 23 de octubre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yas­
mín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Amparo en revisión 529/2019. Lorena Cristina Díaz Quezada. 23 de octubre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yas­
mín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACUERDO NÚMERO A/028/2017 QUE MODIFICA LA NORMA OFICIAL 
MEXICANA NOM-016-CRE-2016, ESPECIFICACIONES DE CALIDAD DE 
LOS PETROLÍFEROS, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 26 DE JUNIO DE 2017. ES INCONSTITUCIONAL AL NO 
SER PERMISIBLE QUE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA 
MODIFICARA ESA NORMA OFICIAL A TRAVÉS DEL PROCEDIMIENTO 
UNILATERAL ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 51 DE LA LEY FEDERAL 
SOBRE METROLOGÍA Y NORMALIZACIÓN. La motivación de la indicada 
Norma Oficial Mexicana revela que su expedición atendió a la necesidad 
de regular la calidad de los petrolíferos y al imperativo de evitar riesgos en la 
salud de las personas y en el medio ambiente, mientras que la justificación 
de su indicado acuerdo modificatorio mira a revelar cambios en la situa­
ción económica y de competitividad en la comercialización de la gasolina; 
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por tanto, al no existir correlación entre la connotación ambiental del origen 
de la Norma y las razones de índole comercial y económica que justificaron 
su cambio, es claro que éste no obedeció a la desaparición notoria, evi­
dente e incontrovertible de las causas que motivaron la expedición de la 
Norma Oficial Mexicana. Así, el Acuerdo Número A/028/2017 que modifica 
la NOM-016-CRE-2016, Especificaciones de calidad de los petrolíferos, es 
inconstitucional, porque no era permisible, bajo ninguna forma, que la Comi­
sión Reguladora de Energía modificara dicha Norma Oficial a través del pro­
cedimiento unilateral establecido en el artículo 51 de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización, al no quedar insubsistentes aquellas causas.

2a. V/2020 (10a.)

Amparo en revisión 610/2019. Gabriel Ricardo Quadri de la Torre. 15 de enero 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien manifestó que 
formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Iveth 
López Vergara e Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

NORMAS OFICIALES MEXICANAS. SUPUESTOS PARA SU MODIFICA­
CIÓN Y CANCELACIÓN EN MATERIA AMBIENTAL. El artículo 51 de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización establece que para la modifica­
ción de las Normas Oficiales Mexicanas, por regla general, debe seguirse el 
procedimiento que para su elaboración prevén los diversos artículos 44 a 47 
del mismo ordenamiento legal –en el que intervienen tanto las dependencias 
públicas encargadas de la regulación o control del producto, servicio, mé­
todo, proceso, actividad o materia a normalizar, como una pluralidad de entes 
que integran los Comités Consultivos Nacionales de Normalización y, más 
aún, conlleva un esquema de participación ciudadana–; excepcionalmente, 
el artículo 51 en comento permite que esa modificación o cancelación se 
realice en forma sumaria y unitaria sin seguir aquel procedimiento cuando 
sea indudable que no subsisten las causas que dieron lugar a la Norma Ofi­
cial Mexicana. Así, tratándose de la materia medioambiental, este supuesto 
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de excepción adquiere una connotación rigurosa porque, para que pueda 
actualizarse, es indispensable que se esté frente a la existencia de hechos 
o circunstancias que permitan inteligir en forma notoria, evidente e incontro­
vertible que han desaparecido las razones que originaron la norma. Por el 
contrario, cuando exista incertidumbre fáctica o científica en cuanto a si han 
quedado insubsistentes esas razones, la modificación de la Norma Oficial 
Mexicana necesariamente deberá configurarse a través de la sustanciación 
del procedimiento ordinario de modificación, en el que rigen los principios de 
precaución y participación ciudadana.

2a. VI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 610/2019. Gabriel Ricardo Quadri de la Torre. 15 de enero 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien manifestó 
que formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Iveth López Vergara e Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN AMBIENTAL Y PARTICIPACIÓN CIUDA­
DANA. SU APLICACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE CREACIÓN Y MODI­
FICACIÓN DE NORMAS OFICIALES MEXICANAS. Del artículo 51 de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización, se advierte que el procedimiento 
ordinario de modificación de las Normas Oficiales Mexicanas se orienta hacia 
la existencia de un pluralismo valorativo de carácter técnico-científico, e 
inclusive social, en la determinación del modo en que debe regularse una 
determinada actividad o materia en el Estado mexicano. En ese sentido, el 
principio de precaución ambiental, aplicado a ese procedimiento exige que 
la ponderación sobre la subsistencia del daño o riesgo de daño al ambiente 
que implique expedir una norma oficial, deba realizarse de la forma más 
informada posible y a través de la intervención y valoración de profesionales 
especializados en la materia; de centros de investigación científica o tecno­
lógica, así como de los colegios de profesionales que formen parte de los 
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Comités Consultivos Nacionales de Normalización respectivos. Ello es así, 
porque la valoración basada en el principio de precaución se compromete 
con una evaluación científica lo más completa posible y, si fuera viable, identi­
ficando, en cada fase, el grado de certidumbre científica que exprese la 
gravedad del impacto o un peligro o daño al medio ambiente o sobre la salud 
de la población, incluida su persistencia, reversibilidad y demás efectos 
colaterales. En ese proceso valorativo, la participación ciudadana se vuelve 
indispensable, en tanto permite efectuar un análisis más completo del im­
pacto que puede ocasionar la realización de un proyecto o actividad deter­
minada. En suma, la conjunción de la participación ciudadana y la aplicación 
del principio de precaución ambiental tiene el potencial de permitir y promo­
ver procesos de toma de decisiones democráticos, informados e inclusivos, 
en los que diferentes voces sean escuchadas y consideradas, tratándose 
de los riesgos que conllevaría, para el medio ambiente, la creación o la 
modificación de una Norma Oficial Mexicana.

2a. VII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 610/2019. Gabriel Ricardo Quadri de la Torre. 15 de enero 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien manifestó que 
formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Iveth López Vergara e Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL 
ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE AMPARO. PARA QUE SE LE RECONOZCA 
TAL CARÁCTER, ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NA­
CIÓN, BASTA CON QUE SEÑALE EN EL ESCRITO DONDE SE LE OTORGA 
LA AUTORIZACIÓN, LOS DATOS CON LOS QUE ACREDITE SER LICEN­
CIADO EN DERECHO. El artículo 12 de la Ley de Amparo establece la posi­
bilidad de que el quejoso o el tercero interesado designen autorizados para 
atender procesalmente el juicio de amparo, los que tratándose de las mate­
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rias civil, mercantil, laboral (en el caso del patrón), administrativa y penal, 
deben acreditar encontrarse legalmente autorizados para ejercer la profe­
sión de licenciado en derecho o abogado. Para lo cual, sólo se requiere 
que en el escrito en el que se otorga la autorización se señalen los datos 
con los que el autorizado acredite tal carácter. En ese tenor, si el agraviado 
designa autorizado delegándole las facultades que prevé la indicada dis­
posición y éste no tiene reconocida personalidad ante la autoridad respon­
sable (conforme a lo previsto en el artículo 11 de la ley de la materia) o ante el 
órgano jurisdiccional de amparo, pero señala el número de su cédula pro­
fesional, ello es suficiente para que se le tenga reconocido tal carácter 
ante este Alto Tribunal, pudiendo confirmar la información proporcionada 
mediante consulta al Registro Nacional de Profesionistas de la Secretaría 
de Educación Pública.

2a. VIII/2020 (10a.)

Recurso de reclamación 2098/2018. Computación en Acción, S.A. de C.V. 27 
de febrero de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipelski Nischli.

Recurso de reclamación 2532/2019. Gutsa Infraestructura, S.A. de C.V. 29 de 
enero de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Po­
nente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz 
Blanco.

Recurso de reclamación 2601/2019. Corporativo de Servicio en Construcción, 
S.A. de C.V. 29 de enero de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fausto 
Gorbea Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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ACCIDENTE DE TRABAJO EN TRAYECTO. EL FALLECIMIENTO DE UNA 
PERSONA CON MOTIVO DE SU SECUESTRO OCURRIDO AL LLEGAR A 
SU CENTRO DE TRABAJO DEBE CONSIDERARSE COMO TAL. 

Hechos: Una persona cuando estaba por ingresar al hospital donde laboraba 
por el área de urgencias, fue abordada por dos personas que la secuestraron, 
generando que durante los siguientes dos días permaneciera desaparecida, 
encontrándola posteriormente sin vida.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el secuestro y muerte del trabajador derivada de ese 
delito ocurrido a punto de ingresar a las instalaciones de su fuente labo­
ral debe considerarse accidente de trabajo en trayecto, en términos del 
artículo 474 de la ley laboral federal (antes de la reforma publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de 2018).

Justificación: Lo anterior, porque atendiendo a los artículos 2o., 3o., 17 y 18 
de la Ley Federal de Trabajo, en la interpretación de las normas de derecho 
laboral debe privilegiarse la más favorable al trabajador, con el propósito de 
cumplir con el fin de justicia social que tienen este tipo de normas. En con­
secuencia, la muerte de un individuo ocasionada por un secuestro o acto 
delincuencial debe considerarse como accidente de trabajo en trayecto, en 
términos del segundo párrafo del referido artículo 474, porque la pérdida 
de la vida, en esas condiciones, se equipara a los accidentes que se pro­
ducen al trasladarse el trabajador directamente de su domicilio al lugar en 
el que presta sus labores.

2a. IX/2020 (10a.)

Amparo directo 31/2019. José Esteban Villarreal Olvera. 19 de febrero de 2020. 
Mayoría de tres votos de los Ministros José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Alberto 
Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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CORREO ELECTRÓNICO DE LA AUTORIDAD. ES INNECESARIO QUE 
ÉSTA LO SEÑALE DE NUEVA CUENTA CUANDO COMPAREZCA CON LA 
CALIDAD DE TERCERO INTERESADO, SI YA LO HIZO CON EL CARÁC­
TER DE AUTORIDAD DEMANDADA (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCU­
LOS 14, ÚLTIMO PÁRRAFO, 19, ÚLTIMO PÁRRAFO Y 67, PENÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO).

Hechos: El asunto deriva de un juicio de amparo indirecto en donde se 
reclamó, entre otras cosas, la inconstitucionalidad de los artículos 14, último 
párrafo, 19, último párrafo y 67, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Pro­
cedimiento Contencioso Administrativo, porque violan el principio de segu­
ridad jurídica al establecer una doble obligación procesal a la autoridad, de 
señalar correo electrónico cuando acudiera con el carácter de autoridad 
demandada y cuando lo hiciera con la calidad de tercero interesado. El Juz­
gado de Distrito resolvió, por una parte, sobreseer en el juicio y, por otra, negar 
el amparo solicitado; en contra de dicha resolución se interpuso recurso de 
revisión, respecto del cual se solicitó a este Alto Tribunal asumiera su compe­
tencia originaria, por lo que los Ministros de la Segunda Sala reasumieron su 
competencia para analizar el planteamiento de constitucionalidad subsis­
tente y resolver lo que en derecho corresponde.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que debe estimarse satisfecha la obligación de la autori­
dad de señalar correo electrónico cuando ya se encuentra registrado en el 
Sistema de Juicio en Línea, en cumplimiento a lo previsto en el artículo 19, 
último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra­
tivo, para los efectos que en ese sentido establece el artículo 67 de dicho 
ordenamiento jurídico; de ahí que sea innecesario que cuando la autoridad 
comparezca con el carácter de tercero interesado tenga que señalar de 
nueva cuenta correo electrónico cuando ya lo hizo como demandada, pues 
en la ley el legislador únicamente impuso por una ocasión dicha obligación 
a las autoridades sin distinguir su carácter.

Justificación: De una interpretación sistemática de los artículos 14, último 
párrafo, 19, último párrafo y 67, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de 
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Procedimiento Contencioso Administrativo, se advierte que basta que la 
autoridad tenga registrado su correo electrónico en cumplimiento de la obli­
gación que le impone el artículo 19, último párrafo, de la ley referida, aunque 
lo hubiere señalado en su carácter de autoridad demandada, para que la 
Sala responsable pueda invocarlo y notificarle en dicho correo cuando viene 
con el carácter de autoridad tercero interesado, sin que exista, en este 
caso, la obligación de volver a señalar correo cuando acuda a juicio, ya 
que en ese supuesto la autoridad cumplió con la obligación de registrar 
su correo institucional, por lo tanto, no tiene que volver a señalarlo, debido a 
que la Sala fiscal ya tiene registrado el correo respectivo. Ello es así, no obs­
tante la calidad a que hace mención el artículo 19, último párrafo, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es decir, de autori­
dad demandada, ya que lo relevante para el caso es que ya tiene registrado 
un correo electrónico ante la Sala fiscal como autoridad.

2a. X/2020 (10a.)

Amparo en revisión 127/2020. Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 22 de julio de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con­
tra consideraciones Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

INCIDENTE DE INDEMNIZACIÓN. PROCEDE CUANDO EXISTE OMISIÓN 
TOTAL DEL CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE NULIDAD QUE ENTRA­
ÑAN EL EJERCICIO O EL GOCE DE UN DERECHO (INTERPRETACIÓN 
CONFORME DEL ARTÍCULO 52, PÁRRAFO CUARTO, DE LA LEY FEDE­
RAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO).

Hechos: El asunto deriva de un juicio de amparo indirecto en donde se 
reclamó, entre otras cosas, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de diciembre 



160

Suprema Corte de Justicia de la Nación

de 2005, en específico, la inconstitucionalidad del artículo 52, párrafo cuarto, 
en la parte referente al incidente de indemnización que procede cuando la 
autoridad no cumple con la sentencia de nulidad. El Juzgado de Distrito 
negó el amparo solicitado y en contra de dicha resolución se interpuso 
recurso de revisión; sin embargo, el Tribunal Colegiado de Circuito que pre­
vino en el conocimiento, se declaró legalmente incompetente para conocer, 
por lo que remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para que reasumiera su competencia originaria y resolviera lo que en derecho 
corresponde.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 52, párrafo cuarto, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo debe interpretarse en el sentido 
de que el incidente de indemnización también procede en el supuesto en el 
que existe omisión total del cumplimiento de sentencias que entrañan el ejer­
cicio o el goce de un derecho, en atención a que de no hacerlo se dejaría 
sin sanción a la autoridad por la falta de cumplimiento y sin modo de que la 
parte actora, que obtuvo una sentencia favorable en donde se le reconoció 
un derecho, detente medio alguno para lograr obtener los perjuicios que oca­
siona el actuar de la autoridad, lo cual es acorde con la tutela que pretende 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
tratándose del acceso a la justicia que se corona con la ejecución pronta y 
expedita de las sentencias.

Justificación: De una interpretación conforme del artículo 52, párrafo cuarto, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se estima 
que, en primer lugar, el hecho de que señale que el incidente de indemniza­
ción se determinará atendiendo al tiempo transcurrido "hasta el total cum­
plimiento del fallo", no constituye un requisito de procedibilidad para poder 
analizar el incidente referido, sino que sólo se trata de un elemento para el 
cálculo que permite determinar o fijar la indemnización en atención a los per­
juicios ocasionados, siendo únicamente requisitos de procedencia: a) que 
la sentencia cuyo cumplimiento se pretenda implique el ejercicio o goce de un 
derecho; y, b) que hubiere transcurrido el plazo señalado por la ley para el 
cumplimiento de la sentencia; y en segundo lugar, que si lo que se busca 
es sancionar el incumplimiento en tiempo de las sentencias, debe entenderse 
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que dicho precepto no sólo tiene la intención de sancionar el retardo en el 
cumplimiento, sino también puede actualizarse el derecho a la indemniza­
ción por la omisión total del cumplimiento, ya que aún en este último supuesto 
se generan perjuicios a quien obtuvo una sentencia favorable y no se le cum­
ple en los plazos previstos al efecto. Entenderlo de otra manera implicaría 
que dejara de tener eficacia la figura de la indemnización cuando la autori­
dad ha omitido dar cumplimiento, siendo que la intención del precepto es 
sancionar la falta de cumplimiento oportuno de las sentencias.

2a. XI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 88/2020. Andrés Ayala Briseño. 22 de julio de 2020. Mayo­
ría de tres votos de los Ministros José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Alberto Pérez 
Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LA FIGURA JURÍDICA DE 
"JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICIDAD" CREADA A PARTIR DE LOS 
ARTÍCULOS 7, FRACCIÓN X, 8, 28 Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO DE 
AQUÉLLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO 
VULNERAN EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY SUPREMA. 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 7, fracción X, 8, 28 y 36 del Reglamento Interno de la Comisión 
Reguladora de Energía, en su texto anterior a la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 11 de abril de 2019, al considerar que la 
Comisión Reguladora de Energía, al formar parte de la administración públi­
ca centralizada, queda sujeta al reglamento interior emitido por el presiden­
te de la República, por tanto, la creación de una unidad administrativa, como 
es la de "Jefe de la Unidad de Electricidad", así como la distribución de sus 
atribuciones, a su decir sólo corresponde al presidente de la República y no 
a dicha Comisión.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los invocados preceptos reglamentarios, que crean y 
regulan la figura jurídica denominada "Jefe de la Unidad de Electricidad", no 
vulneran el artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que la Comisión Reguladora de Energía está facultada para 
emitir su reglamento interno, en el cual se establece dicho cargo, así como 
sus atribuciones, a fin de que pueda cumplir con las funciones que tiene 
encomendadas.

Justificación: Los artículos 22 y tercero transitorio de la Ley de los Órganos 
Reguladores Coordinados en Materia Energética prevén, entre otras cues­
tiones, que la Comisión Reguladora de Energía tiene facultades para emitir 
todos los acuerdos, directivas, bases y demás actos administrativos necesa­
rios para el cumplimiento de sus funciones, así como expedir su reglamento 
interno, por lo que con base en esas disposiciones, la Comisión emitió el 
Reglamento Interno de la Comisión Reguladora de Energía, mismo que en 
los referidos artículos 7, fracción X, 8, 28 y 36, prevé la creación de unidades 
administrativas, como la del "Jefe de la Unidad de Electricidad", así como 
sus atribuciones, lo cual no va más allá de las facultades otorgadas en la ley 
a dicha Comisión, aunado al hecho de que está facultada para emitir dispo­
siciones administrativas de carácter general. Es por ello que la creación del 
"Jefe de la Unidad de Electricidad", no está sujeta al reglamento que emita 
el presidente de la República, en términos del artículo 90 de la Ley Funda­
mental, pues a la Comisión Reguladora de Energía se le otorgaron constitu­
cional y legalmente facultades para llevar a cabo lo relacionado, entre otras 
cosas, con la expedición, aplicación de la regulación tarifaria para la trans­
misión, distribución y operación de energía eléctrica, atribuciones que ejer­
ce vía el Jefe de la Unidad de Electricidad, de ahí que la creación de dicha 
figura administrativa no resulta inconstitucional, dado que la Norma Supre­
ma otorgó facultades a la Comisión para llevar a cabo lo relativo al servicio 
público de transmisión y distribución de energía eléctrica.

2a. XII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1103/2019. Cameron del Pacífico, S. de R.L. de C.V. y 
otras. 24 de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
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Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Yare­
my Patricia Penagos Ruiz.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

NULIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
LOS ARTÍCULOS 51, 52 Y 57 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO RESPETAN EL PRINCIPIO DE SEGU­
RIDAD JURÍDICA.

Hechos: Mediante amparo directo se cuestionó la regularidad constitucio­
nal de los artículos 51, 52 y 57 de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo que establecen, respectivamente: 1) las causales para 
declarar la ilegalidad de una resolución administrativa; 2) los efectos de las 
sentencias definitivas; y, 3) el cumplimiento que deberán dar las autoridades 
a dichas sentencias; lo anterior, al considerar que violan el derecho a la 
seguridad jurídica por no generar certeza sobre el tipo de nulidad que propi­
ciará cada motivo de invalidez.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los referidos preceptos respetan el principio de seguri­
dad jurídica.

Justificación: Ello, porque de la lectura pormenorizada de esas normas se 
sigue que tales preceptos son acordes al principio de seguridad jurídica, 
ya que contienen enunciados normativos mediante los cuales se plasmaron 
los casos más comunes y recurrentes –causantes de la invalidez de un acto 
o resolución administrativo– y, de igual manera, se establecieron las modali­
dades de la nulidad decretada que podrían producirse, así como las reglas a 
observar en ciertos casos y las obligaciones que, en forma genérica, deben 
atenderse en caso de declararse la invalidez del acto o resolución impugnado, 
sin que para ello sea necesario establecer un catálogo mediante el cual se 
identifiquen en forma puntual todos y cada uno de los casos y las posibles 
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violaciones e irregularidades susceptibles de actualizarse en un acto admi­
nistrativo y producir su invalidez, así como el tipo de nulidad particular que 
procede en cada uno de ellos y las obligaciones que, en forma concreta, 
deberán observar las autoridades ante la causa de irregularidad particular­
mente advertida, pues el mencionado principio no obliga a esa pormenori­
zación, sino sólo al establecimiento de elementos o enunciados normativos 
que no den margen a la discrecionalidad y arbitrariedad por parte de la auto­
ridad encargada de la implementación de la norma.

2a. XIII/2020 (10a.)

Amparo directo 23/2019. Grupo Elektra, S.A.B. de C.V. 2 de octubre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE DECLA­
RAR LA NULIDAD PARA EFECTOS, CUANDO LOS VICIOS DE INVALIDEZ 
ADVERTIDOS SUCEDIERON EN LA FASE DE LIQUIDACIÓN Y SE REFIE­
REN AL MECANISMO UTILIZADO POR LA AUTORIDAD PARA DETERMI­
NAR LA SITUACIÓN FISCAL DEL CONTRIBUYENTE.

Hechos: Mediante amparo directo se cuestionó la regularidad constitucional 
de los artículos 51, 52 y 57 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo que establecen, respectivamente: 1) las causales para decla­
rar la ilegalidad de una resolución administrativa; 2) los efectos de las sen­
tencias definitivas; y, 3) el cumplimiento que deberán dar las autoridades a 
dichas sentencias; lo anterior, al considerar que violan el derecho a la segu­
ridad jurídica por no generar certeza sobre el tipo de nulidad que propiciará 
cada motivo de invalidez.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que procede declarar la nulidad del acto para efectos, si 
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los motivos de invalidez del juicio de nulidad sucedieron en la fase de liquida­
ción y se refieren al mecanismo utilizado por la autoridad para determinar la 
situación fiscal del contribuyente.

Justificación: Lo anterior, porque en la ejecutoria correspondiente a la con­
tradicción de tesis 15/2006-PL, de la cual derivó la tesis aislada P. XXXIV/2007, 
de rubro: "NULIDAD ABSOLUTA Y NULIDAD PARA EFECTOS EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU ALCANCE DEPENDE DE LA NATU­
RALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS VICIOS QUE ORIGINA­
RON LA ANULACIÓN.", el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó que no existe una regla para determinar el tipo de nulidad 
que en cada caso debe declararse, pues la distinción para ello está condi­
cionada a la naturaleza de la resolución impugnada y a la causa de violación 
advertida. Asimismo, al resolver el amparo directo en revisión 1100/2015, el 
Tribunal Pleno estableció que en materia de fiscalización a los particulares, 
existen dos fases diferentes, a saber: a) la de revisión, en la cual la autoridad 
ejerce cualquiera de las facultades de comprobación a su alcance; y, b) la de 
liquidación, en la cual, a partir de la información y documentación obtenidas 
en la primera fase, podrá determinarse la situación fiscal del particular. Así, 
cuando en el juicio seguido ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
se invalida la resolución determinante (resultado de la fase de liquidación) y 
los vicios de nulidad consisten en la utilización de un mecanismo fiscal que 
no era aplicable al contribuyente, es claro que tal actuación implica la actua­
lización de lo previsto en el artículo 51, fracción IV, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo (por dejarse de aplicar las normas 
debidas) y toda vez que el acto anulado proviene del ejercicio de facultades 
discrecionales (sin que se haya invalidado la facultad de comprobación o la 
potestad para su ejercicio), ello permite a la autoridad fiscal (si así lo con­
sidera adecuado) emitir una nueva resolución en la fase de liquidación, la 
cual deberá atender a los vicios que motivaron la invalidez declarada para, 
en su caso, determinar la situación fiscal de la visitada.

2a. XIV/2020 (10a.)

Amparo directo 23/2019. Grupo Elektra, S.A.B. de C.V. 2 de octubre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esqui­
vel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: José Fernando Franco Gon­
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zález Salas. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Nota: La parte considerativa de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
15/2006-PL citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, enero de 2008, página 
743, con número de registro digital: 20719.

La tesis aislada P. XXXIV/2007 citada, aparece publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre 
de 2007, página 26, con número de registro digital: 170684.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LOS ARTÍCULOS 138 Y 139 DE 
LA LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS 
DE LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA NI DE RESERVA DE LEY, AL 
PERMITIR QUE EL PROCEDIMIENTO O FÓRMULA PARA DETERMINAR 
EL CÁLCULO Y AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES DE SUMINISTRO 
BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA DE 
CARÁCTER GENERAL. 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 3, fracción LIII, 12, fracción IV, 138, 139, 140, fracción III y 144 de 
la Ley de la Industria Eléctrica, publicada en el Diario Oficial de la Federa­
ción el 11 de agosto de 2014, al considerar que transgreden los principios de 
legalidad y seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 16 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el principio de 
reserva de ley, ya que los lineamientos o la fórmula para calcular las tarifas 
finales del suministro básico, forzosamente deben estar previstos en una ley 
en la que se sustente una verdadera regulación tarifaria y no en una norma 
general diferente de la ley.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los invocados preceptos legales no vulneran los prin­
cipios de legalidad, de seguridad jurídica, ni de reserva de ley, pues si bien 
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es cierto que de su contenido no se desprende el procedimiento o fórmula 
para calcular las tarifas finales de suministro básico, también lo es que en 
los artículos 138 y 139 de la Ley de la Industria Eléctrica se establece que la 
Comisión Reguladora de Energía (CRE) expedirá mediante disposiciones 
administrativas de carácter general, las metodologías para determinar el 
cálculo y ajuste de las tarifas finales del suministro básico, lo que implica que 
es constitucional que los elementos para calcular esas tarifas se encuen­
tren establecidos, en el caso, en el Acuerdo Núm. A/064/2018 y su Anexo Único.

Justificación: El Constituyente dispuso que la CRE sería el órgano constitu­
cional facultado para regular lo relativo a la industria eléctrica, como es la 
transmisión, distribución y comercialización, por lo que claramente se le dotó 
de potestad para regular todos los aspectos necesarios para el ejercicio de 
tales atribuciones, entre ellos, la metodología o fórmula para fijar los precios 
y tarifas correspondientes, pues resulta innecesario que la norma constitu­
cional desarrolle y detalle en forma específica cada una de las potestades 
otorgadas a ese órgano, ya que ello implicaría establecer un catálogo de 
atribuciones, el cual es propio de una norma secundaria a partir de lo pre­
visto constitucionalmente. La CRE, como parte de los órganos reguladores, 
es la autoridad a quien corresponde el desarrollo normativo de los aspectos 
y las materias en los cuales se le otorga autonomía, pues se trata de un 
órgano técnico con atribuciones para emitir la normativa necesaria al sector 
que regula, tales como la definición de aspectos técnicos o tarifarios. De con­
formidad con la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia 
Energética, la CRE tiene como atribución expedir, supervisar y vigilar el cum­
plimiento de las disposiciones administrativas de carácter general, y en el 
caso particular, los artículos 138 y 139 de la Ley de la Industria Eléctrica 
la facultan para expedir disposiciones administrativas de carácter general 
que contengan la metodología para determinar el cálculo y ajuste de las 
tarifas reguladas de los servicios, entre otros, de las tarifas finales del sumi­
nistro básico. Para ello, la CRE emitió el Acuerdo Núm. A/064/2018, así como 
su Anexo Único, en el cual se contienen la fórmula y los componentes (Meto­
dología) para determinar el cálculo y ajuste de las tarifas finales del suministro 
básico que aplicarán a la Empresa Productiva Subsidiaria CFE Suministra­
dor de Servicios Básicos, durante el periodo del 1 de enero de 2019 hasta 
en tanto no se modifique dicha metodología. Ello es así, dado que la Cons­
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titución General no prohíbe, al contrario, permite que otras fuentes de la ley 
vengan a regular parte de la disciplina normativa de determinada materia, 
con la condición de que la ley sea la que determine expresa y limitativamente 
las directrices a las que dichas fuentes deberán ajustarse; por tanto, el hecho 
de que en el Acuerdo Núm. A/064/2018 y su Anexo Único, se establezca la 
metodología para determinar el cálculo y ajuste de las tarifas finales del 
suministro básico, no conculca los postulados de legalidad, de seguridad 
jurídica, ni de reserva de ley.

2a. XV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1103/2019. Cameron del Pacífico, S. de R.L. de C.V. y otras. 
24 de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Yaremy Patricia 
Penagos Ruiz.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PARTICIPACIÓN Y CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO DEBE GARANTIZAR 
ESTE DERECHO EN PROYECTOS O ACTIVIDADES QUE PUEDAN CAU­
SAR UNA AFECTACIÓN AL MEDIO AMBIENTE. 

Hechos: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conoció de diversos recursos de revisión interpuestos contra sentencias 
dictadas por Jueces de Distrito que conocieron de juicios de amparo en los 
que se reclamaron actos que los quejosos consideraron violatorios de su 
derecho de consulta pública y participación en materia medioambiental.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que el Estado debe garantizar el derecho de consulta 
pública y participación en proyectos o actividades que puedan causar 
una afectación al medio ambiente.

Justificación: El derecho a la participación previsto en los artículos 35, frac­
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25, 
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inciso a), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 23, nume­
ral 1, inciso a), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no se 
restringe a participar en asuntos políticos, por ejemplo, en las elecciones 
a través del voto, sino que incluye la posibilidad de incidir en la discusión 
relativa a políticas y proyectos medioambientales, especialmente cuando 
éstos afecten a los ciudadanos. En ese sentido, el Estado debe garantizar 
los derechos de consulta pública y participación en todas las fases de pla­
neación e implementación de un proyecto o actividad que pueda afectar el 
derecho humano a un medio ambiente sano, con el objeto de dar efectividad 
a la intención expresa del Constituyente Permanente al reformar el artículo 
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sen­
tido de que el derecho fundamental a un medio ambiente sano no se limita 
a ser una norma programática, sino que cuenta con plena eficacia legal, es 
decir, que se traduce en un mandato concreto para la autoridad, consistente 
en garantizar a la población un medio ambiente sano para su desarrollo y 
bienestar, lo cual acontece cuando se asegura la participación de la sociedad 
en la conservación, la protección y el mejoramiento del medio ambiente.

2a. XVI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 365/2018. María Elena Bustamante Heredia y otros. 5 de 
septiembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos, quien votó en contra de conside­
raciones. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Amparo en revisión 640/2019. Evelia Alejandrina Lares Domínguez y otros. 15 de 
enero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Amparo en revisión 578/2019. Francisca García Enríquez y otros. 6 de febrero 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
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Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Michelle Lowenberg López.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PROCEDE OTORGAR 
EL AMPARO CONTRA LA OMISIÓN LEGISLATIVA ABSOLUTA DE LOS 
CONGRESOS LOCALES DE EMITIR LA LEY RESPECTIVA, CON INDEPEN­
DENCIA DE LAS SUPUESTAS CARENCIAS PRESUPUESTALES PARA 
IMPLEMENTAR DICHA LEGISLACIÓN. 

Hechos: Un Juez de Distrito otorgó el amparo contra la omisión de un Con­
greso Local de cumplir con su obligación constitucional de expedir la norma 
local de responsabilidad patrimonial del Estado. En contra de esa senten­
cia, el Congreso responsable interpuso recurso de revisión, aduciendo que 
no podría dar efectividad al amparo concedido, debido a una supuesta 
carencia presupuestaria para implementar dicho ordenamiento legal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, determina que procede confirmar el amparo concedido contra la omi­
sión legislativa absoluta del Congreso Local de emitir la Ley de Responsa­
bilidad Patrimonial del Estado, con independencia de las supuestas carencias 
presupuestales para implementar dicha legislación.

Justificación: Lo anterior, toda vez que el mandato del Constituyente Perma­
nente de expedir las normas locales en materia de responsabilidad patrimo­
nial del Estado, fue acompañado de la diversa obligación constitucional de 
que las entidades federativas incluyesen una partida en sus presupuestos 
para hacer frente a las indemnizaciones que deriven de los daños ocasiona­
dos por el actuar administrativo irregular. En ese sentido, el juicio de amparo 
no puede ser pretextado para revisar, modificar, ni mucho menos excusar 
del cumplimiento a los Congresos Locales de un mandato constitucional que 
los constriñó a que adoptaran las medidas presupuestales para dar efecti­
vidad al derecho fundamental a la reparación por la responsabilidad patrimo­
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nial del Estado. La obligación contraída constitucionalmente, una vez entrada 
en vigor, debió y debe ser acatada en su totalidad por las Legislaturas Esta­
tales, sin excepciones ni modulaciones, por lo que pese a que se alegue 
una pretendida dificultad presupuestaria para expedir la Ley de Responsa­
bilidad Patrimonial del Estado, la Suprema Corte no puede sino obligar al 
Congreso responsable a que dé cumplimiento cabal a tales mandatos cons­
titucionales, pues no debe inadvertirse que la Constitución no obra con 
permiso de las leyes, sino que las leyes obran con permiso de la Constitu­
ción; de ahí que la eficacia de ésta no puede encontrarse a expensas de la 
discrecionalidad, voluntad o capricho de los órganos legislativos ordinarios.

2a. XVII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 941/2019. Antonio Sánchez Domínguez y otro. 13 de mayo 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz 
Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de octubre de 2020 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV). LA NEGATIVA 
PARA INTERVENIR A LAS SOCIEDADES FINANCIERAS POPULARES 
EN RIESGO, NO CONFIGURA UNA CAUSA DE RESPONSABILIDAD PA­
TRIMONIAL DEL ESTADO, NI GENERA UN DERECHO DE INDEMNIZA­
CIÓN EN FAVOR DE TERCEROS, AL TRATARSE DE UNA FACULTAD 
DISCRECIONAL QUE LE OTORGA LA LEY.

Hechos: Los quejosos demandaron de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (CNBV) la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado 
derivada de su actividad administrativa irregular, con el argumento de que 
no cumplió oportunamente con su función de supervisión y vigilancia res­
pecto de una Sociedad Financiera Popular (Sofipo), lo que ocasionó que la 
deficiente administración de ésta se prolongara en el tiempo, ocasionando 
evidentes perjuicios para los ahorradores.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la negativa de la CNBV para intervenir a las socie­
dades financieras populares que considere que están en riesgo deriva de 
una facultad discrecional, por lo que no puede imputársele actividad admi­
nistrativa irregular y, por tanto, su determinación de ejercer o no esa atribución 
no origina una causa de responsabilidad patrimonial del Estado, ni da pie 
para el reclamo de un derecho de indemnización en favor de terceros.

Justificación: La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, al ser un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, ejerce las 
atribuciones previstas en el artículo 2 de la ley de la Comisión referida, por 
tanto, le corresponde resolver de manera discrecional si cuenta o no con los 
elementos técnicos financieros para determinar la existencia de peligro en 
el patrimonio de los particulares, que le permita declarar la intervención con 
carácter de gerencia y designar a la persona física que se haga cargo de la 
Sociedad Financiera Popular respectiva, con el carácter de interventor- 
gerente, por así estar ordenado en el artículo 78 de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular. De este modo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tiene 
facultades discrecionales para lograr el correcto funcionamiento de las enti­
dades financieras, pues la ley le otorga un amplio campo de aplicación para 
decidir si debe obrar o abstenerse, para resolver cuándo y cómo debe hacerlo, 
o aun para determinar libremente el contenido de su posible actuación. Ahora 
bien, si para determinar una responsabilidad del Estado por inactividad, que 
dé origen al derecho a obtener una indemnización, debe existir, indefec­
tiblemente, un deber legal de actuar y un contenido posible del deber legal, 
es decir, una omisión de actividad legalmente debida y materialmente posible, 
no puede atribuirse al Estado dicha responsabilidad cuando está investido 
de una facultad discrecional, ya que de lo contrario los daños causados en 
los bienes o derechos del particular en realidad no derivan de una respon­
sabilidad directa y objetiva, y la actitud de la autoridad no puede conside­
rarse irregular.

2a. XVIII/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 7106/2019. Alejandro Gerard Bertrand. 4 de marzo 
de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
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Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo directo en revisión 540/2020. Claudia Gabriela Dueñas Martínez. 2 de 
septiembre de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva 
de criterio Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Pablo Raúl García Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de octubre de 2020 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV). ANTES DE 
EJERCER SU FACULTAD DISCRECIONAL PARA INTERVENIR A LAS 
SOCIEDADES FINANCIERAS POPULARES EN RIESGO DEBE RESPE­
TAR SU DERECHO DE AUDIENCIA, ASÍ COMO LOS PLAZOS LEGALES 
PARA QUE ÉSTAS TENGAN LA OPORTUNIDAD DE CORREGIR LAS OPE­
RACIONES IRREGULARES QUE LES HAYA DETECTADO. 

Hechos: Los quejosos demandaron de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (CNBV) la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado 
derivada de su actividad administrativa irregular, con el argumento de que no 
cumplió oportunamente con su función de supervisión y vigilancia respecto de 
una Sociedad Financiera Popular (Sofipo), lo que ocasionó que la deficiente 
administración de ésta se prolongara en el tiempo, ocasionando eviden­
tes perjuicios para los ahorradores.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, antes de 
ejercer la facultad discrecional para intervenir a las Sociedades Financieras 
Populares en riesgo, debe respetar su derecho de audiencia, así como los 
plazos legales para que tengan la oportunidad de corregir las operacio­
nes irregulares que les haya detectado.

Justificación: La Comisión Nacional Bancaria y de Valores con base en su 
facultad discrecional, al llevar a cabo oportunamente o no actos para evitar 
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el daño que terceros podrían sufrir, lo hace en atención a sus obligaciones y 
actuando dentro de las atribuciones legales conferidas, y respecto de las 
cuales la entidad financiera cuenta con el derecho de conocer a través del 
desahogo de su derecho de audiencia, a fin de que tenga la oportunidad de 
corregirlas; pero en caso de que no logre desvirtuarlas, por consecuencia 
legal, la Comisión referida tiene el imperativo legal de emitir un oficio de 
acciones y medidas correctivas, tal como lo establece el Reglamento 
de Supervisión de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
por tanto, no puede actuar de determinada manera cuando la sociedad 
observada cumple con diversos requerimientos, sino que debe esperar a la 
conclusión de plazos y al incumplimiento de las observaciones que le hizo 
para determinar la intervención con carácter de gerencia a la sociedad finan­
ciera, por lo que atento a sus facultades discrecionales éstas no conllevan que 
su actuación se ubique en los supuestos del artículo 109 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no se configura una 
responsabilidad patrimonial del Estado que traiga como consecuencia 
una indemnización al particular.

2a. XIX/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 7106/2019. Alejandro Gerard Bertrand. 4 de marzo 
de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo directo en revisión 540/2020. Claudia Gabriela Dueñas Martínez. 2 de 
septiembre de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva 
de criterio Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Pablo Raúl García Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de octubre de 2020 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV). LA FACUL­
TAD QUE LE OTORGAN LOS ARTÍCULOS 78 DE LA LEY DE AHORRO Y 
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CRÉDITO POPULAR Y 81 DEL REGLAMENTO DE SUPERVISIÓN DE LA 
CITADA COMISIÓN ES DE NATURALEZA DISCRECIONAL, POR TANTO, 
RESPETA EL PRINCIPIO DE RECTORÍA FINANCIERA DEL ESTADO. 

Hechos: La quejosa demandó de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
(CNBV) la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado deri­
vada de su actividad administrativa irregular, con el argumento de que no 
cumplió oportunamente con su función de supervisión y vigilancia respecto 
de una Sociedad Financiera Popular (Sofipo), lo que ocasionó que la defi­
ciente administración de ésta se prolongara en el tiempo, ocasionando 
evidentes perjuicios para los ahorradores.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 78 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular 
y 81 del Reglamento de Supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, deben interpretarse en el sentido de que la CNBV tiene una facul­
tad discrecional para intervenir a las sociedades financieras populares que 
considere que están en riesgo y, por ende, respeta el principio de rectoría 
financiera del Estado.

Justificación: La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tiene facultades 
discrecionales para lograr el correcto funcionamiento de las entidades finan­
cieras, pues la ley le otorga un amplio campo de aplicación para decidir si 
debe obrar o abstenerse, para resolver cuándo y cómo debe hacerlo, o aun 
para determinar libremente el contenido de su posible actuación. La base 
toral de este tipo de facultades es la libertad de apreciación que la norma 
concede a las autoridades para actuar o abstenerse con el propósito de lograr 
la finalidad que la propia ley señala y su ejercicio implica, necesariamente, la 
posibilidad de optar entre dos o más decisiones, sin que ello represente 
arbitrariedad. Es decir, la Comisión debe realizar una ponderación técnica 
a efecto de determinar si existen irregularidades que generen una inestabili­
dad en el sistema financiero, con lo que respeta la rectoría financiera del 
Estado que establece el segundo párrafo del artículo 25 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XX/2020 (10a.)
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Amparo directo en revisión 540/2020. Claudia Gabriela Dueñas Martínez. 2 de 
septiembre de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva 
de criterio Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Pablo Raúl García Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de octubre de 2020 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ESPECTÁCULOS PÚBLICOS EN EL DISTRITO FEDERAL (AHORA CIUDAD 
DE MÉXICO). EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY QUE REGULA SU CELEBRA­
CIÓN EN LA ENTIDAD RESPECTO DE LOS ESPECTÁCULOS TAURINOS, ES 
VIOLATORIO DEL DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 

Hechos: Se promovió un juicio de amparo indirecto en contra del Decreto por 
el que se reforma el artículo 47 de la Ley para la Celebración de Espectácu­
los Públicos en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), publicado en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 12 de junio de 2006, con motivo del 
primer acto concreto de aplicación, al estimar que prevé una injustificada 
distinción de trato a los espectáculos taurinos, ello al exigir que cuando menos 
el 50% (cincuenta por ciento) de los actuantes sean de nacionalidad mexi­
cana, en relación con otro tipo de espectáculos, como son los deportivos 
referidos en el artículo 41 de esa ley, entre otros.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 47 de la Ley para la Celebración de Espectáculos 
Públicos en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) reformado, es 
violatorio del derecho a la igualdad y no discriminación, previsto en el artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues por 
razones de nacionalidad de quienes integran los carteles, sanciona a aquellas 
empresas que organizan espectáculos taurinos, permitiendo que empre­
sas que gestionan otro tipo de espectáculos determinen el número y nacio­
nalidad de los actuantes, sin obligarlos a contemplar un número específico 
de nacionales.

Justificación: Lo anterior es así, en razón de que si la propia ley, específica­
mente en el Título Tercero, referente a "Disposiciones aplicables a los dife­
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rentes tipos de espectáculos públicos", en su Capítulo I, denominado "De 
los espectáculos deportivos", establece en el artículo 41, que en este tipo 
de espectáculos, en los que participen equipos profesionales de tres jugado­
res o más y que intervengan permanentemente en competencias en el Dis­
trito Federal (ahora Ciudad de México), actuarán el número de jugadores 
extranjeros que señale el reglamento de cada asociación deportiva, lo que 
implica que la ley no limita el número de participantes extranjeros en los 
espectáculos deportivos, como sí lo prevé en tratándose de los taurinos, re­
sulta inconcuso que el artículo 47 mencionado no tiene justificación alguna, 
pues no hay razón que explique por qué para los deportes se deja la facultad 
reglamentaria para establecer lo que convenga a los intereses de los diri­
gentes, organizadores o comisiones correspondientes, y para los espectácu­
los taurinos se exige que los actuantes extranjeros no pueden rebasar el 
50% (cincuenta por ciento) de los participantes.

2a. XXI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 779/2018. Tauroplaza México, S.A. de C.V. 15 de mayo de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ESPECTÁCULOS PÚBLICOS EN EL DISTRITO FEDERAL (AHORA CIUDAD 
DE MÉXICO). EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY QUE REGULA SU CELEBRA­
CIÓN EN LA ENTIDAD RESPECTO DE LOS ESPECTÁCULOS TAURINOS, 
ES VIOLATORIO DEL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 

Hechos: Se promovió un juicio de amparo indirecto en contra del Decreto por 
el que se reforma el artículo 47 de la Ley para la Celebración de Espectácu­
los Públicos en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), publicado en 
la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 12 de junio de 2006, con motivo del 
primer acto concreto de aplicación, al considerar que se restringe la posi­
bilidad de presentar espectáculos taurinos en los que actúen extranjeros 
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en un porcentaje mayor al 50% (cincuenta por ciento) de los actuantes que 
componen el cartel, coartando con ello la libertad de trabajo al impedir el 
libre ejercicio de la actividad comercial.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que el artículo 47 de la Ley para la Celebración de Es­
pectáculos Públicos en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) refor­
mado, es violatorio del artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues la exigencia impuesta en la integración de los car­
teles para que actúen el 50% (cincuenta por ciento) de mexicanos como 
mínimo en los festejos que se ofrezcan al público, implica una limitación a 
la libertad de trabajo.

Justificación: En efecto, bajo la premisa de que cierto tipo de sociedades 
se constituyen con el objeto de organizar, celebrar, gestionar, administrar y 
operar todo tipo de eventos artísticos, taurinos, deportivos, culturales, socia­
les y de cualquier clase, las que indudablemente buscan obtener una ganan­
cia por la realización de sus actividades, lo que conjuntamente con la 
obtención de los permisos y avisos para la realización de los espectáculos 
que se expiden por autoridades competentes, las habilita para llevar a cabo 
espectáculos que generen interés para las personas que suelen asistir, y 
teniendo en cuenta que sólo puede restringirse su derecho por causa justi­
ficada, en la medida en que están actuando dentro del marco de legalidad 
que la Ley para la Celebración de Espectáculos Públicos en el Distrito Fede­
ral (ahora Ciudad de México) señala, es de concluirse que si se cumple con 
la normatividad aplicable, no hay razón para que en los espectáculos tauri­
nos se restrinja la conformación de los carteles, pues en términos de lo pre­
visto en el artículo 5o. de la Norma Suprema, la libertad de trabajo sólo 
puede vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos 
de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque 
la ley, o cuando se ofendan los derechos de la sociedad; empero, si la actua­
ción de extranjeros en los espectáculos taurinos no encuadra en ninguno 
de esos supuestos, evidencia que no se permite realizar eventos taurinos con 
la libertad de decidir el número y tipo de actuantes, impidiendo así el ejercicio 
de la actividad comercial para la que fueron constituidas las sociedades.

2a. XXII/2020 (10a.)
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Amparo en revisión 779/2018. Tauroplaza México, S.A. de C.V. 15 de mayo de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. PARA DETERMI­
NAR SI LOS ESTABLECIDOS EN LOS ARTÍCULOS 8 A 34 DE LA LEY DE 
HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS INVADEN LA COMPETENCIA 
EXCLUSIVA DE LA FEDERACIÓN, DEBEN ANALIZARSE LAS DISPOSI­
CIONES CONSTITUCIONALES QUE PREVÉN FACULTADES EN MATERIA 
IMPOSITIVA. 

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra 
los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con 
motivo de su entrada en vigor, aduciendo que tales preceptos violan la 
esfera competencial de la Federación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que para dilucidar si la competencia para legislar en mate­
ria de impuestos ecológicos, en estricto sentido, es concurrente con las 
Legislaturas de las entidades federativas o es exclusiva del Congreso de 
la Unión, debe estarse sólo a las disposiciones de la Constitución General 
que prevén las facultades en materia impositiva y no a lo dispuesto en las 
leyes generales en materia ambiental.

Justificación: El Pleno de este Alto Tribunal ha determinado en diversos 
asuntos que la potestad tributaria se encuentra establecida en la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a través de un sistema 
complejo que incluye concurrencias, facultades exclusivas y restricciones 
expresas. Además, la regulación de la materia sustantiva medio ambien­
tal, por un lado, y de la competencia o potestad tributaria para establecer 
impuestos ecológicos en sentido estricto, por otro, constituyen temas distin­
tos. Por tanto, el tópico competencial debe examinarse y resolverse estricta­
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mente bajo la óptica tributaria dispuesta a nivel constitucional, sin acudir a 
leyes generales ambientales.

2a. XXIII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL DENOMINADO 
"POR REMEDIACIÓN AMBIENTAL EN LA EXTRACCIÓN DE MATERIALES", 
QUE SE REGULA EN LOS ARTÍCULOS 8 A 13 DE LA LEY DE HACIENDA 
DEL ESTADO DE ZACATECAS, INVADE LA COMPETENCIA EXCLUSIVA DE 
LA FEDERACIÓN.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 8 a 13 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
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tecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que tales preceptos 
violan la esfera competencial federal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los preceptos reclamados transgreden la competen­
cia exclusiva del Congreso de la Unión para imponer contribuciones.

Justificación: Conforme al artículo 73, fracción XXIX, ordinal 2o., de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Congreso de la Unión 
tiene la facultad para establecer contribuciones sobre el aprovechamiento y 
la explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos cuarto 
y quinto del diverso artículo 27. Asimismo, en términos de las definiciones 
previstas por los preceptos 2o., 3o. y 6o. de la Ley Minera, la explotación 
de los minerales o sustancias que constituyan depósitos cuya naturaleza 
sea distinta de los componentes de los terrenos, consiste en las obras y 
trabajos destinados a la preparación y desarrollo del área que comprende 
el depósito mineral, así como los encaminados a desprender y extraer los 
productos minerales o sustancias existentes en el mismo. De tal forma, 
la explotación incluye no sólo la extracción de las sustancias a que se refiere el 
cuarto párrafo del artículo 27 de la Constitución General, sino también la remo­
ción de los suelos o sustancias iguales a las que componen los terrenos; por 
lo cual, imponer contribuciones sobre tal remoción, se trata de una compe­
tencia exclusiva de la Federación.

2a. XXIV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
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Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. LOS DENOMINADOS 
"POR LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA", "POR LA EMISIÓN DE 
CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA", ASÍ COMO "AL 
DEPÓSITO O ALMACENAMIENTO DE RESIDUOS", REGULADOS EN LOS 
ARTÍCULOS 14 A 34 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATE­
CAS, NO INVADEN LA COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LA FEDERACIÓN. 

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 14 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas, con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que tales preceptos 
violan la esfera competencial federal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 14 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado 
de Zacatecas no transgreden la competencia exclusiva del Congreso de la 
Unión para imponer contribuciones.

Justificación: Por lo que hace al impuesto por la emisión de gases a la 
atmósfera, ésta no constituye una actividad de explotación del espacio situado 
sobre el territorio nacional, pues a través de ella lo que se utiliza es el aire, 
no como materia para la obtención de algún producto o beneficio, sino que 
únicamente funge como un mero receptor de las sustancias contaminantes, 
por lo que su previsión constitucional no se determina por los artículos 27, 
42 y 48 de la Constitución General. En relación con el impuesto por la emisión 
de contaminantes al suelo, subsuelo y agua, la competencia concurrente 
para establecer tributos en materia de control y prevención de la contami­
nación del agua a través de la descarga de aguas residuales, se refiere a 
que la descarga se realice en aguas de jurisdicción estatal que son aquellas 
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que no se encuentren comprendidas en el párrafo quinto del artículo 27 
constitucional, o que estando comprendidas en dicho precepto, hayan sido 
asignadas al Estado, debido a que la descarga de contaminantes al agua 
no constituye una actividad de explotación de dicho recurso natural. Res­
pecto del impuesto al depósito o almacenamiento de residuos, este tributo 
grava el depósito o almacenamiento de residuos en vertederos públicos o 
privados, situados en el Estado de Zacatecas, entendiéndose como resi­
duo cualquier material generado en los procesos de extracción, beneficio, 
transformación, producción, consumo, utilización, control o tratamiento cuya 
calidad no permita usarlo nuevamente en el proceso que lo generó. Por 
tanto, el objeto del citado gravamen no corresponde con alguna de las faculta­
des exclusivas del Congreso de la Unión para establecer contribuciones en 
términos de los artículos 73, fracción XXIX, 117, 118 y 131 de la Constitu­
ción General, por lo que es una facultad tributaria concurrente entre la 
Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

2a. XXV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. LOS ESTABLECIDOS 
EN LOS ARTÍCULOS 14 A 34 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE 
ZACATECAS, NO VIOLAN EL ARTÍCULO 1110, EN RELACIÓN CON EL 
DIVERSO 2103, DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA 
DEL NORTE (TLCAN).

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 14 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, arguyendo que tales preceptos 
constituyen una expropiación o medida equivalente en términos del Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN).

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los preceptos reclamados no transgreden el artículo 
1110, en relación con el diverso 2103, del Tratado de referencia.

Justificación: Las disposiciones reclamadas no prevén una expropiación o 
una medida equivalente, ya que los enteros realizados con motivo de la 
relación tributaria no conllevan la privación de la propiedad particular por 
causa de utilidad pública. Además, tales contribuciones no producen una 
afectación en las propiedades de las quejosas, ni una reducción grave en 
los beneficios que razonablemente pudieron haber anticipado, pues a través 
de ellas se genera el reconocimiento de los gastos que deben realizarse 
para remediar, o al menos paliar, los efectos o externalidades negativas en el 
medio ambiente que se originan en un proceso productivo cuyo autor, en 
vez de reconocerlos e incorporarlos a sus erogaciones, traslada a la socie­
dad y al Estado la carga económica de repararlos.

2a. XXVI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.



185

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. LOS ESTABLECIDOS 
EN LOS ARTÍCULOS 14 A 34 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE 
ZACATECAS NO PREVÉN UNA SANCIÓN NI UN PERMISO PARA 
CONTAMINAR.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 14 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que tales preceptos 
constituyen una sanción.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los preceptos reclamados no prevén una sanción ni 
un permiso para contaminar.

Justificación: Las disposiciones reclamadas no prevén una sanción porque 
encuadran en la categoría general de contribuciones en el marco de la 
obligación tributaria que establece el artículo 31, fracción IV, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; además de que los enteros 
realizados con motivo de la relación tributaria no son consecuencia de una 
conducta ilícita o de una infracción a disposiciones de orden público, es 
decir, no se imponen por haber rebasado un límite tolerado de contamina­
ción, sino que el cobro del impuesto deriva de la actualización de los supues­
tos del hecho imponible, sin constituir un castigo por contaminar más allá 
de un límite tolerable. Asimismo, los impuestos ecológicos en estricto sen­
tido, a través del diseño de su base, buscan conseguir el reconocimiento 
de los costos que genera redimir o paliar el impacto ecológico que genera un 
proceso productivo, así como que esa internalización de los efectos nega­
tivos ocasione un incentivo para mejorar la tecnología empleada y disminuir 
la emisión de sustancias o la extracción de materiales, es decir, pretenden 
incidir directamente en los procesos de producción de bienes y de servicios, 
para que los contribuyentes, en busca de abatir costos, inviertan en su 
mejora, para que tengan una menor incidencia o impacto ecológico, por lo 
cual tales tributos no constituyen un permiso para contaminar hasta un deter­
minado límite.

2a. XXVII/2020 (10a.)
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Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL ARTÍCULO 22 DE 
LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL 
AMBIENTE, NO ESTABLECE LINEAMIENTOS NI CONDICIONANTES PARA 
LA CREACIÓN DE CONTRIBUCIONES O DE CARGAS TRIBUTARIAS EN 
GENERAL.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra 
los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con 
motivo de su entrada en vigor, aduciendo que tales preceptos transgreden 
lo previsto por el artículo 22 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el artículo 22 de la Ley General del Equilibrio Ecoló­
gico y la Protección al Ambiente no establece lineamientos ni condicionan­
tes para la creación de cargas impositivas en general.

Justificación: Conforme al precepto de mérito, se denominan instrumentos 
económicos de carácter fiscal, los estímulos fiscales que incentiven el cum­
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plimiento de los objetivos de la política ambiental. Ahora, los estímulos fis­
cales son parte de una categoría más amplia que se ha denominado "gastos 
fiscales", los cuales se originan por la disminución o reducción de tribu­
tos, traduciéndose en la no obtención de un ingreso público, como conse­
cuencia de la concesión de beneficios fiscales orientados al logro de políticas 
estatales de corte económico, social o de cualquier otra índole. En conse­
cuencia, si el propio artículo 22 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente limita los instrumentos económicos de carácter 
fiscal a los estímulos fiscales, es decir, a la reducción de cargas tributarias 
como incentivo para el acatamiento de políticas de carácter estatal, enton­
ces de forma alguna pudiera entenderse que tal cuerpo normativo establece 
límites o condiciones para el establecimiento de contribuciones que ejer­
cen los Municipios, los Estados y la Federación. Además, la potestad tribu­
taria se rige por el sistema complejo de distribución de competencias 
previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin que 
pueda ser condicionado o limitado a través de normas secundarias. No es 
óbice para lo anterior que la última parte del segundo párrafo del artículo 
de referencia señale expresamente que los instrumentos económicos de 
carácter fiscal, es decir, los incentivos fiscales, no deben establecerse con 
fines exclusivamente recaudatorios, pues en todo caso, tal frase corresponde 
a una indebida técnica legislativa, ya que los estímulos fiscales constituyen 
una reducción de cargas tributarias, por lo cual no podrían tener fines 
meramente recaudatorios, sin que tal imprecisión pueda tener el efecto de 
alterar, condicionar o limitar el sistema constitucionalmente previsto de dis­
tribución de competencias en materia tributaria.

2a. XXVIII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
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María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL PREVISTO EN 
LOS ARTÍCULOS 20 A 24, PÁRRAFO PRIMERO, Y 25 A 27 DE LA LEY DE 
HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS, DENOMINADO "DE LA EMI­
SIÓN DE CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA", RESPETA 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 20 a 24, párrafo primero y 25 a 27 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, adu­
ciendo que tales preceptos transgreden el principio de proporcionalidad 
tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que el impuesto reclamado respeta el principio de propor­
cionalidad tributaria.

Justificación: El tributo de referencia grava la emisión de sustancias con­
taminantes que se depositen, desechen o descarguen al suelo, subsuelo o 
agua en el territorio del Estado de Zacatecas. La base se estableció tomando 
en cuenta la cantidad en metros cuadrados de terreno o metros cúbicos de 
agua afectados, según corresponda, con sustancias contaminantes que 
se emitan o se viertan desde la o las instalaciones o fuentes fijas expresa­
das en: a) Para suelo y subsuelo en miligramos por kilogramo, base seca, 
obtenidos de muestras que se realicen conforme a las Normas Oficiales 
Mexicanas en cada cien metros cuadrados de terreno, según se trate de 
suelos contaminados por hidrocarburos o suelos contaminados por arsénico, 



189

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

bario, berilio, cadmio, cromo hexavalente, mercurio, níquel, plata, plomo, 
selenio, talio y vanadio; y, b) Para agua, en miligramos por litros, que se 
presenten por cada metro cúbico. Respecto de las cuotas, para suelo y 
subsuelo de $25.00 (veinticinco pesos 00/100 M.N.) por cada cien metros 
cuadrados afectados con las sustancias contaminantes; en relación con el 
agua, $100.00 (cien pesos 00/100 M.N.) por cada metro cúbico afectado 
con las sustancias contaminantes. Por tanto, el impuesto ecológico de mérito 
respeta el principio de proporcionalidad tributaria, ya que el cálculo de su 
base toma en consideración las unidades físicas sobre las cuales se tiene 
certeza de que su liberación en el ambiente suscita efectos negativos o 
impactos de carácter ecológico, subsistiendo una relación causal entre el 
presupuesto del tributo y las unidades físicas que determinan un daño o 
deterioro ambiental, lo que permite lograr el reconocimiento o internalización 
por parte del agente contaminante de los costos de reparar las externalidades 
negativas derivadas de su proceso productivo y su traslación al Estado.

2a. XXIX/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
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Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL ARTÍCULO 22 
DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS, QUE ESTA­
BLECE LA BASE DEL DENOMINADO "DE LA EMISIÓN DE SUSTANCIAS 
CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA", NO VIOLA EL PRIN­
CIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA AL REMITIR A NORMAS OFICIALES 
MEXICANAS.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, el artículo 22 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas 
con motivo de su entrada en vigor, al considerar que transgrede el principio 
de legalidad tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que el artículo 22 de la Ley de Hacienda del Estado de 
Zacatecas no viola el principio de legalidad tributaria.

Justificación: En el diseño normativo del citado dispositivo legal el legisla­
dor de la aludida entidad federativa señaló expresamente, que la base del 
impuesto a la emisión de sustancias contaminantes al suelo, subsuelo y 
agua, la constituye la cantidad de metros cuadrados de terreno o metros 
cúbicos de agua afectados, según sea el caso, con sustancias contami­
nantes que se emitan o viertan desde la instalación o instalaciones o fuentes 
fijas, expresadas en una concreta unidad de medida, a saber, miligramos 
por kilogramo, base seca, por cada cien metros cuadrados de terreno obte­
nidos de las muestras que se realicen conforme a las Normas Oficiales Mexi­
canas NOM-147-SEMARNAT/SSA1-2004 y NOM- 138-SEMARNAT/SSA1-2012, 
en el caso del suelo y subsuelo, y miligramos por litro por metro cúbico en el 
supuesto de agua, que se obtengan en los términos de la NOM-001- 
SEMARNAT-1996. De ese modo, la remisión normativa que existe para deter­



191

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

minar la base imponible a las señaladas Normas Oficiales Mexicanas, no 
transgrede el principio de legalidad tributaria, ya que en la Ley de Hacienda 
invocada existió un acto normativo primario por parte del legislador, pues al 
ser relativo dicho principio y aplicable a los elementos cualitativos de las 
contribuciones (base), es factible que exista la intervención de otras fuentes 
normativas, como en el caso lo son las Normas Oficiales Mexicanas alu­
didas, toda vez que, precisamente, en ellas se prevén los elementos, 
procedimientos, mecanismos y metodologías que la autoridad fiscal debe 
seguir con precisión para efectos de integrar la base imponible. Así, en nin­
gún momento se está delegando en una autoridad administrativa federal, 
como lo es la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales, la facul­
tad de determinar la base del impuesto que grava la emisión de sustancias 
contaminantes al suelo, subsuelo y agua. Además, si bien es cierto que 
existe la posibilidad de modificación de las Normas Oficiales Mexicanas a 
las que hace remisión, no menos cierto resulta también que dicha posibili­
dad no implica que el mencionado elemento esencial del impuesto (base), 
se modifique de manera irrestricta por la autoridad fiscal, toda vez que 
atendiendo a la materia que se pretende gravar, por una parte, el legislador 
estatal integró –atendiendo al principio de economía legislativa– varios de 
los elementos (tablas) de las aludidas Normas Oficiales Mexicanas en el 
precepto analizado y, por otra, el actuar de la citada autoridad se limita a 
tomar en consideración los parámetros, procedimientos y metodologías 
previstos en las Normas Oficiales citadas y las que se pudieran emitir, con 
lo que se salvaguarda el principio de legalidad tributaria.

2a. XXX/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
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Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación 
con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas conside­
raciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disidente: 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL PREVISTO EN 
LOS ARTÍCULOS 20 A 24, PÁRRAFO PRIMERO Y 25 A 27 DE LA LEY DE 
HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS, DENOMINADO "POR LA EMI­
SIÓN DE CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA", NO GENERA 
DOBLE TRIBUTACIÓN CON LA CONTRIBUCIÓN PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 276 DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS. 

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 20 a 24, párrafo primero y 25 a 27 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, adu­
ciendo que tales preceptos son inconstitucionales por causar una doble 
tributación.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que el impuesto ecológico previsto en los artículos 20 a 24, 
párrafo primero y 25 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas, 
al gravar un objeto distinto al de la contribución prevista en el artículo 276 
de la Ley Federal de Derechos, no genera una doble tributación.

Justificación: El aspecto económico gravado por los impuestos ecológicos 
en estricto sentido o costo eficientes, consiste en el beneficio que tiene el 
agente contaminador como consecuencia de no reconocer los costos que 
se generan para reparar los efectos negativos o externalidades por la con­
taminación originada por los procesos productivos (trasladando esas eroga­
ciones a la sociedad). Ahora, el tributo ecológico de mérito grava la traslación 
descrita tratándose de la emisión de sustancias contaminantes que se depo­
siten, desechen o descarguen al suelo, subsuelo o agua en el territorio del 
Estado de Zacatecas. Por su parte, la contribución prevista por el artículo 
276 de la Ley Federal de Derechos grava la mera utilización de un bien 
público. En ese orden de ideas, aun cuando tal impuesto ecológico y los 
derechos de mérito puedan coincidir en que la descarga de contaminantes 
se lleve a cabo en el mismo bien público (el agua), el objeto o aspecto que 
gravan es distinto, por lo cual no podría existir una doble tributación.

2a. XXXI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL ARTÍCULO 24, 
PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO, DE LA LEY DE HACIENDA DEL 
ESTADO DE ZACATECAS, AL GRAVAR LAS FRACCIONES ADICIONALES 
DE CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, CON LA MISMA 
CUOTA QUE A LAS UNIDADES COMPLETAS, TRANSGREDE EL PRINCI­
PIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, el artículo 24, párrafos segundo y tercero, de la Ley de Hacienda 
del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que 
tales porciones normativas no respetan el principio de proporcionalidad 
tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que el artículo 24, párrafos segundo y tercero, de la Ley de 
Hacienda del Estado de Zacatecas viola el principio de proporcionalidad 
tributaria.

Justificación: La base del correlativo tributo se establece, para suelo y sub­
suelo, en la cantidad de miligramos por kilogramo, base seca, obtenidos de 
muestras que se realizan conforme a las Normas Oficiales Mexicanas en 
cada cien metros cuadrados de terreno; mientras que para agua, en miligra­
mos por litros, que se presenten por cada metro cúbico. Asimismo, el último 
párrafo del artículo 22 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas 
prevé que se entenderá que los valores presentados en el propio precepto 
representan una unidad de contaminantes en metros cuadrados de terreno o 
metros cúbicos de agua afectados, según corresponda. Además, el diver­
so artículo 23 establece una cuota de $25.00 (veinticinco pesos 00/100 M.N.), 
tratándose de suelo y subsuelo, por cada unidad de sustancia contaminante 
encontrada en cada cien metros cuadrados; mientras que, en el caso de 
agua, se prevé una cuota de $100.00 (cien pesos 00/100 M.N.) por cada 
unidad de sustancia contaminante hallada por metro cúbico afectado. 
Ahora, conforme al segundo y tercer párrafos del artículo 24 de la Ley de 
Hacienda del Estado de Zacatecas, en el caso del suelo o subsuelo, por los 
excedentes en contaminantes que se presenten por cada cien metros, se 
deberá aplicar una cuota de $25.00 (veinticinco pesos 00/100 M.N.) por 



195

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2020

cada unidad de medida entera o fracción adicional de contaminantes; mien­
tras que en el caso del agua, por los excedentes en contaminantes que se 
presenten por metro cúbico, se deberá aplicar una cuota de $100.00 (cien 
pesos 00/100 M.N.) por cada unidad de medida entera o fracción adicional 
de contaminantes. Conforme a lo anterior, a las fracciones adicionales de 
contaminantes se les aplica la misma cuota que a las unidades completas, 
es decir, se gravan con la misma intensidad las concentraciones de conta­
minantes que corresponden a una unidad y los excedentes que contienen 
una concentración menor, lo cual viola el principio de proporcionalidad tri­
butaria, al gravar la fracción excedente sin atender a la concentración real 
de contaminante hallada.

2a. XXXII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. LOS ARTÍCULOS 28 
A 34 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE 
GRAVAN EL DEPÓSITO O ALMACENAMIENTO DE RESIDUOS, TRANSGRE­
DEN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 28 a 34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que no respetan el 
principio de proporcionalidad tributaria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los preceptos reclamados violan el principio de propor­
cionalidad tributaria.

Justificación: Tratándose de impuestos ecológicos en estricto sentido, para 
atender el referido principio de justicia tributaria, la base imponible debe 
tomar en consideración las unidades físicas sobre las cuales se tenga cer­
teza de que su consumo o, en su caso, liberación en el ambiente, suscita 
efectos negativos o impactos de carácter ecológico. En el tributo de mérito, 
la base se constituye con la cantidad total (medida en toneladas) de resi­
duos depositados o almacenados, al mes, en vertederos públicos o privados. 
Ahora bien, la definición de residuo de las normas reclamadas se refiere a 
cualquier material generado en los procesos de extracción, beneficio, trans­
formación, producción, consumo, utilización, control o tratamiento, cuya 
calidad no permita usarlo nuevamente en el proceso que lo generó, es decir, 
se limita la probable reutilización en forma exclusiva al proceso que originó 
el residuo. Así, en términos del artículo 5, fracciones IV, XXIX y XLIV, de la 
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, se define 
como residuo a todo material o producto cuyo propietario o poseedor dese­
cha y que se encuentra en estado sólido o semisólido, o es un líquido o 
gas contenido en recipientes o depósitos, y que puede ser susceptible de 
ser valorizado o que requiere sujetarse a tratamiento o disposición final. 
Asimismo, la valorización consiste en recuperar el valor remanente o el 
poder calorífico de los materiales que componen los residuos mediante su 
reincorporación en procesos productivos, sin que se limite al propio proceso 
productivo que dio origen al residuo. Además, los residuos son suscepti­
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bles de co-procesamiento, esto es, de la integración ambientalmente segura 
de los generados por una industria o fuente conocida, como insumo a otro 
proceso productivo distinto. En ese orden de ideas, el solo acto de verter o 
desechar no implica que el material no sea susceptible de ser co-proce­
sado, valorizado o reutilizado, no sólo en el propio proceso productivo que 
lo generó, sino hasta en otro distinto de la misma industria o de una diversa, 
con lo cual incluso sería posible, en principio, su integración ambientalmente 
segura. Por tanto, la base del correlativo impuesto contraviene el referido 
principio de justicia tributaria, ya que no permite tener certeza respecto de 
la proporción en que el depósito o almacenamiento de residuos genera 
impacto ambiental, pues no se puede establecer la parte del material que 
no es susceptible de ser reutilizada, además de que se limita tal aspecto 
al propio proceso productivo que generó el material, lo cual excluye el 
co-procesamiento o integración ambientalmente segura de los residuos gene­
rados por una industria, como insumo a otro proceso productivo distinto.

2a. XXXIII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y 
otras. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de 
abril de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en rela­
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ción con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones el Ministro José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek 
manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS. LOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 14 
A 27 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE 
GRAVAN LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, Y LA EMISIÓN DE 
SUSTANCIAS CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, NO 
INVADEN LA ESFERA DE FACULTADES DE LOS MUNICIPIOS DE LA 
CITADA ENTIDAD FEDERATIVA.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo 
de su entrada en vigor, al considerar que violan la esfera competencial de 
la Federación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los invocados preceptos legales no invaden la esfera 
de facultades de los Municipios de la citada entidad federativa.

Justificación: Lo anterior, pues conforme al artículo 115, fracciones III, incisos 
a) y c), y IV, de la Constitución General, los Municipios tienen a su cargo, 
entre otras, las funciones y servicios públicos de tratamiento y disposición 
de aguas residuales, así como la limpia, recolección, traslado, tratamiento y 
disposición final de residuos. Además, la hacienda pública municipal se 
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constituye por los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como 
de las contribuciones y otros ingresos que las Legislaturas Estatales esta­
blezcan en su favor y, en todo caso, de las contribuciones de la propiedad 
inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y me­
jora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. 
De igual forma, de los ingresos derivados de la prestación de servicios 
públicos a su cargo. Así, los artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda seña­
lada no invaden la competencia de los Municipios del Estado de Zacatecas, 
pues no versan sobre la función o servicio público del tratamiento y dispo­
sición de aguas residuales que tienen atribuidos los Municipios. Ello, porque 
el objeto o materia gravable de los impuestos aludidos lo constituye la emi­
sión de determinadas sustancias que inciden sobre la atmósfera, suelo, 
subsuelo o aguas nacionales del territorio del Estado de Zacatecas. En esa 
tesitura, se concluye que al ser concurrentes las facultades impositivas del 
Estado de Zacatecas con las de la Federación y también con las de los Muni­
cipios, es constitucionalmente válida la emisión de los mencionados pre­
ceptos, ya que no gravan ningún servicio o función pública municipal.

2a. XXXIV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS. LOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 14 A 
27 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE GRAVAN 
LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA Y LA EMISIÓN DE SUSTANCIAS 
CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, NO TRANSGRE­
DEN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA, AL REMITIR A OTRAS 
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FUENTES NORMATIVAS PARA FIJAR LOS VALORES CON LOS CUALES 
SE DETERMINARÁN LAS CUOTAS APLICABLES.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra, 
entre otros, los artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zaca­
tecas con motivo de su entrada en vigor, al considerar que transgreden el 
principio de legalidad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado 
de Zacatecas no transgreden el principio de legalidad tributaria.

Justificación: La elección de los valores para determinar la base del impuesto 
a la emisión de gases a la atmósfera no transgrede el citado principio, en la 
medida en que conforme al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 24 de noviembre de 2000, anexo A, los gases de efecto 
invernadero son, esencialmente, los mismos que se contienen en el artículo 
16 de la Ley de Hacienda mencionada, incluso, en su composición molecu­
lar, adicionándose en este último precepto su equivalencia en CO2, lo que 
revela que la fijación de tales valores no resulta arbitraria, pues el legislador 
estatal, en la exposición de motivos de los artículos por los que se establece 
el impuesto a la emisión de gases a la atmosfera, acudió expresamente a 
dicha fuente normativa internacional al manifestar que el medio ambiente es 
un derecho humano que está garantizado en normas internacionales de las 
que México es parte, como el Protocolo de Kyoto. Asimismo, los valores 
contenidos en el artículo 22 de la Ley de Hacienda invocada tampoco violan 
el principio constitucional aludido, en razón de que el legislador local en la 
referida exposición de motivos, al proponer la creación de los impuestos 
mencionados, fue explícito en señalar que la base imponible se determinó 
considerando lo previsto en las Normas Oficiales Mexicanas NMX-AA-118-
SCFI-2001, NOM-001-SEMARNAT-1996, NOM-147-SEMARNAT/SSA1-2004 y 
NOM-138-SEMARNAT/SSA1-2012, que establecen los valores en miligramos 
por kilogramo o en miligramos por litro, para determinar tanto los límites 
máximos de contaminantes en los suelos y aguas como los criterios para 
determinar las concentraciones de remediación en suelos por determinados 
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contaminantes. De esa forma, la regulación normativa contenida en las refe­
ridas Normas Oficiales Mexicanas versa sobre aspectos técnico-operativos 
relacionados con la contaminación del suelo y el agua, y con las formas en 
cómo proceder a remediar las consecuencias de ella. Dichas Normas Oficia­
les Mexicanas –como reglas generales administrativas– se emitieron por parte 
de una autoridad administrativa (Secretaría del Medio Ambiente y Recursos 
Naturales) en ejercicio de la cláusula habilitante que el legislador estableció 
en el artículo 32 BIS, fracciones I, IV y V, de la Ley Orgánica de la Administra­
ción Pública Federal, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2018.

2a. XXXV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS. LAS CUOTAS ESTABLECIDAS EN LOS AR­
TÍCULOS 17 Y 23 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACA­
TECAS QUE GRAVAN LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, Y LA 
EMISIÓN DE SUSTANCIAS CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO 
Y AGUA, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA, 
SEGURIDAD JURÍDICA E INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo 
de su entrada en vigor, al considerar que transgreden los principios de 
justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
General, ya que no constituyen impuestos propiamente dichos, ni resultan 
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ser proporcionales y equitativos; tampoco cumplen con el principio de lega­
lidad, ni los recursos que se recauden por ellos se destinan al gasto público. 
Que los aludidos preceptos violan la esfera competencial de la Federación, 
faltan al proceso legislativo y transgreden los derechos de irretroactividad 
de la ley, interdicción de la arbitrariedad y no confiscatoriedad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los artículos 17 y 23 de la Ley de Hacienda del Estado 
de Zacatecas no transgreden los principios de legalidad tributaria, seguri­
dad jurídica e interdicción de la arbitrariedad.

Justificación: La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
que para verificar si determinada prestación pública patrimonial viola el 
principio de legalidad tributaria por considerar que su base gravable no 
está debidamente establecida, debe partirse del análisis de la naturaleza 
jurídica de la contribución relativa, pues si constituye un gravamen de cuota 
fija puede prescindirse de ese elemento cuantificador del tributo, sin que 
ello implique una violación al indicado principio de justicia fiscal, al ser la 
propia ley la que proporciona la cantidad a pagar, por lo que el gobernado 
conocerá en todo momento la forma en que debe contribuir al gasto público. 
En el caso del impuesto a la emisión de gases a la atmósfera, la cuota 
impositiva es por el equivalente a $250.00 (doscientos cincuenta pesos 
00/100 M.N.) por tonelada emitida de bióxido de carbono o la conversión 
del mismo (artículo 17). En el impuesto a la emisión de contaminantes al 
suelo, subsuelo y agua, para el suelo y subsuelo se establece la cuota equi­
valente a $25.00 (veinticinco pesos 00/100 M.N.) por cada cien metros cua­
drados afectados con las sustancias contaminantes; y para el agua la cuota 
equivalente a $100.00 (cien pesos 00/100 M.N.) por cada metro cúbico 
afectado con las sustancias contaminantes (artículo 23). Así, al establecer 
los citados preceptos una cuota fija aplicable a la base gravable de cada 
uno de los objetos que se pretenden hacer tributar con los impuestos de 
mérito, puede prescindirse de la justificación en la fijación de la cuota fija 
como elemento cuantificador del tributo, sin que ello implique una violación 
a los principios de legalidad tributaria, seguridad jurídica e interdicción de la 
arbitrariedad, ya que es la propia Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas 
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la que proporciona la cantidad a pagar, por lo que el contribuyente tiene 
pleno conocimiento de la forma en que debe contribuir al gasto público.

2a. XXXVI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS. LOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 14 
A 27 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE 
GRAVAN LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, Y LA EMISIÓN DE 
SUSTANCIAS CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, NO 
CONTRAVIENEN EL ARTÍCULO 13 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo 
de su entrada en vigor, al considerar que transgreden los principios de 
justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
General, ya que no constituyen impuestos propiamente dichos, ni resultan 
ser proporcionales y equitativos; tampoco cumplen con el principio de lega­
lidad, ni los recursos que se recauden por ellos se destinan al gasto público. 
Que los aludidos preceptos violan la esfera competencial de la Federación, 
faltan al proceso legislativo y transgreden los derechos de irretroactividad 
de la ley, interdicción de la arbitrariedad y no confiscatoriedad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los invocados preceptos legales no contravienen el ar­
tículo 13 de la Constitución General.



204

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Justificación: Los citados preceptos no se contienen en una ley privativa 
proscrita por el referido artículo de la Ley Fundamental, dado que no desa­
parecen después de aplicarse a los supuestos que les dan origen, y tam­
poco aluden individualmente a una persona en particular. Ciertamente, la 
emisión de gases a la atmósfera de determinadas sustancias generadas en 
los procesos productivos que se desarrollen en la citada entidad federativa 
y que afecten su territorio; y de sustancias contaminantes que se depositen, 
desechen o descarguen al suelo, subsuelo y agua en dicho Estado, son 
hechos que al actualizarse darán origen a los impuestos contenidos en los 
preceptos mencionados, de modo que no desaparecerán después de apli­
carse, sino que se aplicarán cuantas veces se verifiquen por parte de los 
sujetos que los realicen, quienes no se encuentran determinados nominal­
mente, sino en forma genérica, ya que con independencia de su activi­
dad, al realizar los referidos hechos se generará la obligación de pago de 
los aludidos impuestos, es decir, al establecerlos no se atiende a aspectos 
subjetivos. Por el contrario, la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas, 
en los artículos señalados, es una ley especial, porque se aplica a un número 
indeterminado de personas relacionadas precisamente con los hechos 
mencionados, pues estos acontecimientos se encuentran investidos de las 
características de generalidad, abstracción y permanencia, dado que se 
aplican a todas las personas que se colocan dentro de las hipótesis que 
prevén y no están dirigidas a una persona o grupo de ellas individualmen­
te determinado, además de que su vigencia jurídica se mantiene después de 
aplicarse a un caso concreto para regular los supuestos posteriores en que 
se actualicen los supuestos contenidos en ellas.

2a. XXXVII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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IMPUESTOS ECOLÓGICOS. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN FORMULADOS EN CONTRA DE LOS ARTÍCULOS 14 A 27 
DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE GRAVAN 
LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, Y LA EMISIÓN DE SUS­
TANCIAS CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, A PARTIR 
DE QUE NO CUMPLEN CON LA "GUÍA PARA LA CREACIÓN DE POLÍTI­
CAS FISCALES, TRIBUTACIÓN AMBIENTAL", Y LAS "BUENAS PRÁC­
TICAS" EN POLÍTICA DE RECAUDACIÓN AMBIENTAL EMITIDAS POR LA 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓ­
MICOS (OCDE), AL NO SER UN PARÁMETRO NORMATIVO DE CONTROL.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo 
de su entrada en vigor, al considerar que transgreden los principios de jus­
ticia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Gene­
ral, ya que no constituyen impuestos propiamente dichos, ni resultan ser 
proporcionales y equitativos; tampoco cumplen con el principio de legali­
dad, ni los recursos que se recauden por ellos se destinan al gasto público. 
Que los aludidos preceptos violan la esfera competencial de la Federación, 
faltan al proceso legislativo y transgreden los derechos de irretroactividad 
de la ley, interdicción de la arbitrariedad y no confiscatoriedad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que son inoperantes los conceptos de violación formu­
lados en contra de los artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado 
de Zacatecas.

Justificación: Lo inoperante de tales planteamientos reside en que la deno­
minada guía y las buenas prácticas de la referida organización, no consti­
tuyen un instrumento internacional que haya firmado ni, por ende, al que se 
haya obligado el Estado mexicano, conforme al procedimiento constitucio­
nal previsto para tal efecto, por lo que no resultan vinculantes en los términos 
del artículo 133 de la Ley Fundamental. Por el contrario, la referida guía y 
las buenas prácticas son sólo un documento emitido por la OCDE que consti­
tuye únicamente una opinión –sin obligatoriedad constitucional o legal 



206

Suprema Corte de Justicia de la Nación

alguna– sobre la tributación del medio ambiente, pero sin que el Estado 
mexicano ni alguna de sus entidades federativas o Municipios, se encuentren 
compelidos a su observancia. Es verdad que esta Suprema Corte ha reco­
nocido el carácter de fuente de interpretación de los comentarios al modelo 
de Convenio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económi­
cos, sobre la renta y sobre el patrimonio, tal y como se concluye de la tesis 
aislada P. XXXVI/2009. Empero, ello no implica ni conlleva que cualquier 
opinión que emita la referida organización vincule al Estado mexicano y 
mucho menos a este Tribunal Constitucional. Máxime que la Convención de 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, a la 
que ciertamente pertenece México, en su artículo VI, numeral 3, establece que 
ninguna decisión será obligatoria para algún miembro hasta que no haya 
sido incorporado a su ordenamiento jurídico conforme a las disposiciones 
de su procedimiento constitucional. Lo que en el caso de la mencionada 
"guía" y "buenas prácticas" no ha acontecido.

2a. XXXVIII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Nota: La tesis aislada P. XXXVI/2009 citada, aparece publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio 
de 2009, página 91, con número de registro digital: 166817, con el rubro: 
"RENTA. LOS COMENTARIOS AL MODELO DE CONVENIO FISCAL SOBRE 
LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO, EMITIDOS POR LA ORGANIZA­
CIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, 
SON UNA FUENTE DE INTERPRETACIÓN DE LAS DISPOSICIONES 
DE LOS TRATADOS BILATERALES QUE SE CELEBREN CON BASE EN 
AQUÉL, EN MATERIA DEL IMPUESTO RELATIVO."

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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IMPUESTOS ECOLÓGICOS. LOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 14 A 
27 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS, QUE GRA­
VAN LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, Y LA EMISIÓN DE 
SUSTANCIAS CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, NO 
TRANSGREDEN EL ARTÍCULO 3 DE LA CONVENCIÓN MARCO DE LAS 
NACIONES UNIDAS SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo 
de su entrada en vigor, al considerar que transgreden los principios de 
justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
General, ya que no constituyen impuestos propiamente dichos, ni resultan 
ser proporcionales y equitativos; tampoco cumplen con el principio de lega­
lidad, ni los recursos que se recauden por ellos se destinan al gasto público. 
Que los aludidos preceptos violan la esfera competencial de la Federación, 
faltan al proceso legislativo y transgreden los derechos de irretroactividad 
de la ley, interdicción de la arbitrariedad y no confiscatoriedad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los invocados preceptos legales no transgreden el ar­
tículo 3 de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático.

Justificación: El invocado precepto convencional en su punto 1 establece el 
deber de las partes de proteger el sistema climático bajo ciertos criterios, 
pero señalando que los países desarrollados deberían tomar la iniciativa en 
lo que respecta al combate del cambio climático y sus efectos adversos. 
Asimismo, el punto 2 parte de la distinta situación en la que se encuentran 
los países desarrollados y los que no lo son. El punto 3 establece las medi­
das de precaución y las políticas para combatir el cambio climático, las 
cuales deberán ser eficaces en función de sus costos para asegurar bene­
ficios al menor costo posible, tomando en cuenta las circunstancias particu­
lares de cada una de las partes. En el punto 4 se reconoce el derecho de las 
partes al desarrollo sostenible sin dejar de lado el crecimiento económico, 
siendo este último esencial para tomar medidas que combatan el cambio 
climático. Finalmente, el punto 5 prevé el principio de cooperación entre las 
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partes para el desarrollo sostenible y el crecimiento económico. Así, resulta 
infundado argumentar que únicamente los países desarrollados pueden 
adoptar la obligación de reducir los gases de efecto invernadero, ya que 
conforme al artículo 3 de la Convención aludida, es un deber de todas las 
partes, de modo que cuando se refiere a que los países desarrollados debe­
rán tomar la iniciativa en lo que respecta al combate del cambio climático y 
sus efectos adversos, ello no implica que sean los únicos, sino sólo los 
primeros para tal efecto, porque también los países que no son desarro­
llados tienen que cumplir con tal deber. Por tanto, si el Estado mexicano, 
incluidas las entidades federativas y Municipios que lo conforman, son partes 
del citado Convenio, tienen el deber de combatir los efectos del cambio 
climático, por lo que no es factible alegar una supuesta calificación del 
Estado mexicano, y en el caso del Estado de Zacatecas, como un "país en 
desarrollo" o "en vías de desarrollo", para no cumplir con tal deber. Por el con­
trario, conceder razón a tal argumento implicaría que conforme al artículo 
25, párrafo cuarto, de la Constitución, al sector privado se releve de su 
responsabilidad social de concurrir al desarrollo económico so pretexto 
de una pretendida, y no probada, incapacidad de una entidad federativa del 
Estado mexicano para combatir el cambio climático, lo cual resulta poco 
menos que inaceptable, máxime que también tiene responsabilidad social 
en la conservación del medio ambiente. En la misma línea de pensamiento 
debe interpretarse lo dispuesto en la Carta de las Naciones Unidas, dado 
que en dicho instrumento internacional no se establece limitación alguna 
para poder establecer tributos que tengan una finalidad ecológica, ni mucho 
menos una pretendida distinción basada en el desarrollo o no de un país 
para poder hacer frente al cambio climático.

2a. XXXIX/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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IMPUESTOS ECOLÓGICOS. LOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 14 A 
27 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE GRA­
VAN LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, Y LA EMISIÓN DE 
SUSTANCIAS CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, NO 
SON INCONSTITUCIONALES AL NO EXISTIR CORRESPONDENCIA O 
IDENTIDAD ABSOLUTA ENTRE LOS INGRESOS A RECAUDAR Y LOS 
GASTOS A REALIZAR, POR LO QUE NO SE TRANSGREDE EL PRINCIPIO 
DE DESTINO AL GASTO PÚBLICO.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra 
los artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con 
motivo de su entrada en vigor, al considerar que transgreden los principios 
de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
General, ya que no constituyen impuestos propiamente dichos, ni resultan 
ser proporcionales y equitativos; tampoco cumplen con el principio de lega­
lidad, ni los recursos que se recauden por ellos se destinan al gasto público. 
Que los aludidos preceptos violan la esfera competencial de la Federación, 
faltan al proceso legislativo y transgreden los derechos de irretroactividad 
de la ley, interdicción de la arbitrariedad y no confiscatoriedad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los invocados preceptos legales, no transgreden el prin­
cipio de destino al gasto público.

Justificación: No existe disposición constitucional ni principio alguno que 
obligue a la correspondencia o identidad absoluta o exacta entre los ingre­
sos que se prevén recaudar en la Ley de Ingresos y los gastos a realizar 
contemplados en el Presupuesto de Egresos pues, por una parte, los ingre­
sos a recaudar son un estimado que puede variar por una multiplicidad de 
factores y, por otra, justamente por tal razón, es factible modificar los gastos 
que se tenían contemplados, siempre y cuando sea mediante una ley poste­
rior. De estimar que no existe la posibilidad jurídica de modificar, adicionar 
o reformar las Leyes de Ingresos y partiendo de una identificación o corres­
pondencia exacta entre ingresos y egresos, no se podría atender la excepción 
al principio de anualidad a propósito de los egresos, contenida en el artículo 
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126 constitucional, ya que en relación con los ingresos no existe una excep­
ción expresa que hiciere posible fijar nuevos ingresos o incrementar los 
existentes para cubrir esos egresos no presupuestados originalmente. Así, 
el hecho de que no exista concordancia entre el monto total a recaudar por 
impuestos ecológicos previsto en el artículo 1 de la Ley de Ingresos del 
Estado de Zacatecas para el ejercicio fiscal 2017, con el monto estimado 
por cada uno de los citados impuestos establecido en los puntos 1.5.1 a 
1.5.4 del mismo ordenamiento, no conlleva que los ingresos obtenidos no se 
destinen al gasto público y, consecuentemente, las disposiciones reclama­
das se tornen inconstitucionales, ya que el monto a recaudar es una pro­
yección que puede sufrir modificaciones, por lo que constitucionalmente es 
permisible su ajuste, sin que la sola diferencia genere la contravención a la 
Ley Fundamental. A la misma conclusión se arriba por lo que se refiere a 
las asignaciones previstas en el artículo 17 del Presupuesto de Egresos del 
Estado de Zacatecas para el ejercicio fiscal 2017, para la Secretaría de Salud 
y la Secretaría del Agua y Medio Ambiente, pues la cuestión relativa a que 
no coincidan los montos atribuidos con el total que se estimó recaudar por 
los impuestos ecológicos, no vicia de inconstitucionalidad las disposiciones 
que los contienen, dado que el derecho de destino al gasto público previsto 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución, en el caso, se cumple con 
la directriz que previó el legislador local al establecer determinados rubros 
a los cuales se destinarán prioritariamente los ingresos obtenidos de la 
recaudación de los impuestos ecológicos. Aunado a que otras Secretarías, 
además de las indicadas, podrán tener intervención en el cumplimiento de 
dicha directriz del legislador. Por ende, una posible diferencia entre la Ley 
de Ingresos y el Presupuesto de Egresos, ambos del Estado de Zacatecas 
para el ejercicio fiscal 2017, no conlleva necesariamente a que se transgreda 
el derecho de destino al gasto público previsto en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución General.

2a. XL/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
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Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPUESTOS ECOLÓGICOS. LOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 14 A 
27 DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE GRA­
VAN LA EMISIÓN DE GASES A LA ATMÓSFERA, Y LA EMISIÓN DE 
SUSTANCIAS CONTAMINANTES AL SUELO, SUBSUELO Y AGUA, NO VIO­
LAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA RESPECTO DE SUJETOS 
NO RESIDENTES EN EL TERRITORIO DE DICHA ENTIDAD FEDERATIVA.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 14 a 27 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo 
de su entrada en vigor, al considerar que transgreden los principios de 
justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
General, ya que no constituyen impuestos propiamente dichos, ni resultan 
ser proporcionales y equitativos; tampoco cumplen con el principio de lega­
lidad, ni los recursos que se recauden por ellos se destinan al gasto público. 
Que los aludidos preceptos violan la esfera competencial de la Federación, 
faltan al proceso legislativo y transgreden los derechos de irretroactividad 
de la ley, interdicción de la arbitrariedad y no confiscatoriedad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que los invocados preceptos legales no transgreden el prin­
cipio de equidad tributaria respecto de sujetos no residentes en el territorio 
de dicha entidad federativa.

Justificación: Lo anterior, ya que no es idóneo el término de comparación 
consistente en tratar de evidenciar una supuesta desigualdad entre los contri­
buyentes que se encuentran sujetos a la Ley de Hacienda del Estado de 
Zacatecas, por residir en su territorio, y los sujetos que no son destinatarios 
de dicha legislación porque no residen en el territorio de la mencionada 
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entidad federativa, pues estos últimos estarían exentos de pagar los impues­
tos. Ello es así, porque tal término de comparación no resulta un aspecto 
homologable, semejante o análogo, dado que el territorio constituye el 
elemento de validez espacial de una norma, es decir, se refiere al ámbito o 
lugar en donde una norma despliega sus efectos y es vinculante para sus 
destinatarios. De esa forma, resulta contrario a la lógica comparar a los suje­
tos contribuyentes de los impuestos contenidos en las citadas disposiciones, 
que residen en el territorio del Estado de Zacatecas, con los sujetos que no 
son contribuyentes de los mencionados impuestos, al no residir en el terri­
torio de la mencionada entidad federativa. No es óbice a lo expuesto, que 
el diseño del hecho imponible de los impuestos previstos en las disposiciones 
reclamadas tenga como destinatarios a sujetos residentes fuera del Estado, 
porque en todos los supuestos se les vincula con el territorio del Estado de 
Zacatecas. Por tal motivo, no es posible comparar a los sujetos obligados al 
pago de los impuestos previstos en los señalados artículos, y que actuali­
zan el hecho imponible en el territorio del Estado de Zacatecas con los suje­
tos que no lo actualizan por no realizar el supuesto normativo en la citada 
entidad federativa.

2a. XLI/2020 (10a.)

Amparo en revisión 888/2018. Compañía Cervecera de Zacatecas, S. de R.L. 
de C.V. 6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ENAJENACIÓN DE ACCIONES A TRAVÉS DE LA BOLSA MEXICANA DE 
VALORES (BMV). LOS ARTÍCULOS 109, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA ABROGADA Y 2, FRACCIONES III, 
INCISO C), Y IX, DE LA LEY DEL MERCADO DE VALORES, NO TRANSGRE­
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DEN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y DE SEGURIDAD 
JURÍDICA.

Hechos: Mediante amparo directo se planteó la inconstitucionalidad de los 
artículos 109, fracción XXVI, de la Ley del Impuesto sobre la Renta (vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2013) y 2, fracciones III, inciso c), y IX, de la Ley 
del Mercado de Valores, en los que se establece la exención del pago del 
impuesto relativo al enajenar acciones emitidas por sociedades mexicanas, 
así como sus excepciones.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los referidos preceptos se ajustan a los principios de 
legalidad tributaria y de seguridad jurídica.

Justificación: Las normas generales en comento establecen la exención del 
pago del impuesto sobre la renta cuando se enajenen acciones a través de la 
Bolsa Mexicana de Valores (BMV), así como sus excepciones, ya sea cuando 
dicha operación se lleve a cabo a través de bolsas de valores concesio­
nadas en los términos de la Ley del Mercado de Valores, o bien, cuando el 
enajenante sea una persona o un grupo de personas que directa o indirecta­
mente tengan el 10% (diez por ciento) o más de las acciones representativas 
del capital social de la sociedad emisora y, en un periodo de veinticuatro 
meses enajenen ese porcentaje o uno superior mediante una o varias opera­
ciones simultáneas o sucesivas, incluyendo aquellas que se realicen mediante 
operaciones financieras derivadas o de cualquier otra naturaleza análoga 
o similar. Así, el legislador consideró conveniente no exentar del impuesto 
relativo a los contribuyentes que llevan a cabo la operación de que se trata, 
al representar una modificación estructural relevante que eventualmente se 
refiere a casos distintos a: 1) obtener financiamiento operacional; 2) facilitar 
la movilidad de capitales entre sectores; o bien, 3) promover la diversificación 
de la propiedad empresarial en el país en beneficio de pequeños y medianos 
ahorradores. Además, dichos preceptos prevén los elementos indispensables 
que posibilitan conceptualizar e identificar las locuciones "control" y "grupo de 
personas" en cuanto a los parámetros que las precisan.

2a. XLII/2020 (10a.)
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Amparo directo 35/2019. Mario Manuel Álvarez Yates. 13 de mayo de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis 
Enrique García de la Mora.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ENAJENACIÓN DE ACCIONES A TRAVÉS DE LA BOLSA MEXICANA DE 
VALORES (BMV). LOS ARTÍCULOS 109, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA ABROGADA Y 2, FRACCIONES III, 
INCISO C), Y IX, DE LA LEY DEL MERCADO DE VALORES, NO SE RIGEN 
POR EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD.

Hechos: Mediante amparo directo se planteó la inconstitucionalidad de los 
artículos 109, fracción XXVI, de la Ley del Impuesto sobre la Renta (vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2013) y 2, fracciones III, inciso c), y IX, de la Ley 
del Mercado de Valores, en los que se establece la exención del pago del 
impuesto relativo al enajenar acciones emitidas por sociedades mexicanas, 
así como sus excepciones.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no es jurídicamente viable analizar los referidos pre­
ceptos a la luz del principio de legalidad en su vertiente de taxatividad.

Justificación: Lo anterior es así, pues las normas generales en comento no 
versan sobre un tipo penal ni se relacionan con un procedimiento administra­
tivo sancionador, en virtud de que únicamente regulan la determinación de un 
impuesto, así como sus excepciones.

2a. XLIII/2020 (10a.)

Amparo directo 35/2019. Mario Manuel Álvarez Yates. 13 de mayo de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
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Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Luis Enrique García de la Mora.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TIEMPO COMPARTIDO. SUPUESTOS CON LOS QUE DEBE CUMPLIR LA 
PRESTACIÓN DE ESE SERVICIO, DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 
19 DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

Hechos: El quejoso impugnó la interpretación del Tribunal Colegiado de Cir­
cuito sobre el concepto de tiempo compartido, pues alega que el con­
trato de compra de privilegios de afiliación (membresías) no es un servicio de 
tiempo compartido, al no cumplir con los supuestos que establece el pre­
cepto referido.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, para considerar la prestación de un servicio como tiempo 
compartido, deben cumplirse todos los supuestos previstos en el artículo 19 
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, consistentes en poner a disposi­
ción de una persona o personas un bien inmueble para su uso o goce por un 
periodo determinado a cambio de un cierto pago.

Justificación: El concepto de tiempo compartido que establece el artículo 
referido debe interpretarse en el sentido de que el servicio relativo exige: 
a) Poner a disposición de una persona o grupo de personas un bien (que 
de acuerdo con la naturaleza del tiempo compartido, debe ser un bien 
inmueble) o parte de éste, para su uso o goce; b) El bien respecto del cual se 
otorguen los derechos de uso o goce corresponderá a una unidad dentro 
de una clase determinada; c) El uso o goce del bien será por periodos previa­
mente convenidos, debiendo mediar el pago de cierta cantidad o la adquisi­
ción de acciones o partes sociales de una persona moral; y, d) No se deben 
transmitir los activos de la persona moral que otorgue el uso o goce temporal 
del bien respecto del cual se concede el tiempo compartido. Sobre esas 
premisas, se concluye que ante la falta de alguno de esos elementos (bien, 
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servicio, uso o goce, periodo o pago), no se evidencia la existencia de un 
tiempo compartido.

2a. XLIV/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 3208/2019. Palace Elite Resorts, S.A. de C.V. 8 de julio 
de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Alberto Pérez 
Dayán y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CONTRATO DE COMPRA DE PRIVILEGIOS DE AFILIACIÓN (MEMBRE­
SÍAS). NO ESTÁ COMPRENDIDO DENTRO DEL CONCEPTO DE SERVICIO 
DE TIEMPO COMPARTIDO QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 19 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

Hechos: El quejoso impugnó la interpretación del Tribunal Colegiado de Cir­
cuito sobre el concepto de tiempo compartido, pues alega que el contrato 
de compra de privilegios de afiliación (membresías) no es un servicio de 
tiempo compartido, al no cumplir con los supuestos que establece el pre­
cepto referido.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el contrato de compra de privilegios de afiliación, conocido 
como venta de membresía, no está comprendido dentro del concepto de ser­
vicio de tiempo compartido que establece el artículo 19 de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado, en tanto que no implica poner a disposición de una 
persona o personas un bien inmueble para su uso o goce por un periodo 
determinado a cambio de un cierto pago, sino el acceder a una tarifa prefe­
rencial (descuentos) en la contratación con terceros de servicios varios.

Justificación: Lo anterior es así, pues en atención a la interpretación que esta 
Sala ha dado al artículo 19 de la ley referida, en el sentido de que sólo 
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puede evidenciarse un servicio de tiempo compartido si se pone a disposi­
ción de una persona o grupo de personas un bien (que de acuerdo con la 
naturaleza de tiempo compartido, debe ser un bien inmueble) o parte de éste, 
para su uso o goce; que éste corresponderá a una unidad dentro de una 
clase determinada; que su uso o goce será por periodos previamente con­
venidos, debiendo mediar el pago de cierta cantidad o la adquisición de 
acciones o partes sociales de una persona moral; y que no se deben trans­
mitir los activos de la persona moral que otorgue el uso o goce temporal del 
bien respecto del cual se otorgue el tiempo compartido; se concluye que son 
aspectos ajenos los contratos que se celebran para la venta de derechos de 
afiliación (membresías) cuyo beneficio comprende acceder a una tarifa prefe­
rencial (descuentos) en la contratación con terceros de servicios varios, como 
pueden ser alimentos, bebidas, fiestas temáticas, propinas, actividades 
deportivas, masajes, hospedaje, entre otros, sin que con ello se otorgue el 
uso o goce de un bien u otro derecho, por lo que no se trata de tiempos 
compartidos; por tanto, esos servicios no están comprendidos en la defini­
ción contenida en el artículo 19 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado que, 
se reitera, considera prestación del servicio de tiempo compartido poner a 
disposición de una persona o grupo de personas, el uso, goce o demás 
derechos sobre un bien inmueble, ya que en el caso se venden descuentos 
para una eventual contratación de diversos servicios que prestará un tercero, 
sin que se trate de la prestación de un servicio sino de la enajenación de un 
derecho de afiliación para acceder a una tarifa preferente en relación con 
un servicio que un tercero debe prestar.

2a. XLV/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 3208/2019. Palace Elite Resorts, S.A. de C.V. 8 de 
julio de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar 
Morales, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Alberto 
Pérez Dayán y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de noviembre de 2020 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DENUNCIA POR INCUMPLIMIENTO DE LA DECLARATORIA GENERAL DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. ES IMPROCEDENTE CUANDO EL RECLAMO 
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NO DERIVA DE LA APLICACIÓN DE UNA NORMA GENERAL DECLARADA 
INVÁLIDA. 

Hechos: A través de una denuncia por incumplimiento de la declaratoria 
general de inconstitucionalidad, se argumentó que con la reforma a la Cons­
titución Política del Estado de Jalisco, publicada en el Periódico Oficial del 
propio Estado el 10 de septiembre de 2019, se incumplió lo determinado por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia constitucional 
25/2008, específicamente en la parte en que se ordenó al Congreso Local sub­
sanar una omisión legislativa a través de la regulación del haber de retiro 
para los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, previsto en el artículo 
61 de la Constitución de la entidad, en su texto vigente antes de la reforma que 
motivó la denuncia y por la que se suprimió lo relativo a dicho haber de retiro.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la denuncia por incumplimiento de la declaratoria 
general de inconstitucionalidad planteada en términos de los artículos 47, 
último párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 210 de la 
Ley de Amparo es improcedente cuando el reclamo no deriva de la aplicación 
de una norma general declarada inválida.

Justificación: En términos de las normas antes mencionadas, la denuncia 
por incumplimiento de una declaratoria general de inconstitucionalidad per­
mite que cualquier persona haga valer, ante un Juez de Distrito, que se le han 
aplicado normas declaradas inválidas previamente y, en caso de resultar 
fundada, el Juez ordenará a la autoridad aplicadora dejar sin efectos el acto 
denunciado. En este sentido, se trata de un procedimiento que tiene como 
presupuesto indispensable la aplicación de una norma general que se haya 
declarado inconstitucional, pues la resolución que recaiga versará precisa­
mente sobre si se llevó a cabo esa aplicación o no.

2a. XLVI/2020 (10a.)

Recurso de inconformidad previsto en la fracción IV del artículo 201 de la Ley 
de Amparo 6/2019. Rogelio Assad Guerra y otros. 17 de junio de 2020. 
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Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda.

Nota: La ejecutoria relativa a la controversia constitucional 25/2008 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 2010, página 1573, con número 
de registro digital: 22367.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de diciembre de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABA­
JADORES (INFONAVIT). ATENDIENDO A SU NATURALEZA JURÍDICA, 
ASÍ COMO A LA DE LOS RECURSOS QUE ADMINISTRA, SÍ PUEDE SER 
AUDITADO O FISCALIZADO POR LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA 
FEDERACIÓN (ASF) DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO 
DE LA UNIÓN. 

Hechos: Mediante amparo indirecto y su revisión se cuestionó la regularidad 
constitucional de los numerales 297 y 298 del Programa Anual de Auditorías 
para la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2018, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 8 de enero de 2019, que establecen dos 
auditorías al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(Infonavit), aduciéndose básicamente que no recibe recursos públicos sino 
privados, y que no forma parte de la Administración Pública Federal, sino que 
constituye un organismo constitucional autónomo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el Infonavit sí puede ser auditado o fiscalizado por la Audito­
ría Superior de la Federación (ASF) de la Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión, atendiendo tanto a su naturaleza jurídica como a la de los recur­
sos que administra.

Justificación: El Infonavit es un organismo descentralizado no sectorizado 
sui géneris, que respecto a su estructura se rige por su propia ley, y en cuanto 
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a su funcionamiento, operación, desarrollo y control está sujeto a la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales; además, su finalidad constitucional 
es establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a los trabaja­
dores un crédito barato y suficiente para que adquieran una vivienda digna, por 
lo que su finalidad es considerada como de utilidad social. Por tanto, aunque 
cuente con un sistema de auditoría interno como otras dependencias (lo 
que se conoce como gobierno corporativo), así como un control a cargo del 
Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, no por ello queda excluido de 
ser auditado o fiscalizado por la Auditoría Superior de la Federación de la 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, cuyas facultades no están 
limitadas a los recursos que integran la Hacienda Pública Federal, sino que 
también comprenden el patrimonio de los entes públicos federales, entre 
ellos, los organismos descentralizados, y, precisamente por tener un origen 
y una finalidad constitucional pero, además, atendiendo a la naturaleza de los 
recursos que administra. De ahí que es factible que al Infonavit se le revise: 
a) el cumplimiento de los programas federales y el debido ejercicio de su 
patrimonio; y, b) si el numerario que percibe por las aportaciones de seguri­
dad social se integra debidamente a las subcuentas de vivienda, esto es, que 
se hacen los depósitos que corresponden. Consecuentemente, la existen­
cia de los controles referidos no excluye auditorías de un ente externo, como 
la Auditoría Superior de la Federación, siempre y cuando cuente con facul­
tades para ello, las que en todo caso serán complementarias, pero de ninguna 
forma excluyentes, por lo cual, deberá tener en cuenta el régimen interno 
establecido en la Ley de dicho Instituto, esto es, lo referente a su sistema de 
auditorías interna y externa, así como la diversa prevista en el artículo 66 
de tal ordenamiento.

2a. XLVII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 157/2020. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores. 9 de septiembre de 2020. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales y Yasmín 
Esquivel Mossa; el Ministro Aguilar Morales expresó que vota con conside­
raciones adicionales, por lo que formulará voto concurrente. Disidentes: 
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José Fernando Franco González Salas, quien manifestó que formularía 
voto particular, y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de noviembre de 2020 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO A LA IGUALDAD SUSTANTIVA. LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
LO TRANSGREDEN CUANDO DESCONOCEN LAS NECESIDADES Y 
DESVENTAJAS A LAS QUE SE ENFRENTAN LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD. 

Hechos: En un juicio de amparo directo, una persona con discapacidad 
impugnó las Reglas de Operación 3.2.1 del Programa de Desarrollo Humano 
Oportunidades y 3.3 del Programa de Apoyo Alimentario, vigentes en 2014, 
por considerar que los criterios de elegibilidad de éstos resultaban contrarios 
al derecho humano a la igualdad, ya que la autoridad administrativa debió 
otorgarle un trato especial en razón de su discapacidad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que, en ciertos casos, para cumplir con el principio de igual­
dad no basta con que las leyes y políticas públicas –como lo son los referidos 
programas sociales– otorguen un tratamiento igual para todas las personas 
–igualdad jurídica o formal–, sino que además es necesario que reconozcan 
las barreras o dificultades sociales, culturales y económicas a las que se 
enfrentan las personas con discapacidad y, en consecuencia, adapten las polí­
ticas públicas a tales necesidades especiales –igualdad fáctica o material–.

Justificación: Lo anterior, toda vez que el artículo 3 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad reconoce el principio de "igual­
dad de oportunidades", lo que constituye un paso importante en la transi­
ción de un modelo de igualdad formal a un modelo de igualdad sustantiva. Con 
base en tal principio, el Estado debe adoptar medidas específicas para lograr 
la "igualdad de hecho" de las personas con discapacidad a fin de que puedan 
disfrutar realmente de todos los derechos humanos. En ese sentido, el Estado 
mexicano tiene que hacer más que simplemente establecer, a nivel norma­
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tivo, la "igualdad de derechos" de las personas con discapacidad –igualdad 
formal–, pues al momento de diseñar, regular e implementar sus programas 
o políticas públicas, debe reconocer las necesidades, dificultades y desven­
tajas que enfrenta tal grupo vulnerable en sociedad y, al efecto, tomar medidas 
especiales o afirmativas para abordar la discriminación indirecta y estructu­
ral que resienten tales personas, pues sólo de esa forma puede alcanzarse 
su "igualdad de hecho" –sustantiva o material–.

2a. XLVIII/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 8314/2019. Javier Ezra González Gómez. 23 de 
septiembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas; y se apartaron de consideraciones Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de noviembre de 2020 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO A LA IGUALDAD. LAS REGLAS DE OPERACIÓN 3.2.1 DEL 
PROGRAMA DE DESARROLLO HUMANO OPORTUNIDADES Y 3.3 
DEL PROGRAMA DE APOYO ALIMENTARIO (VIGENTES EN 2014), 
VIOLAN AQUEL DERECHO, AL NO RECONOCER EL "COSTO" DE LA 
DISCAPACIDAD. 

Hechos: Una persona con discapacidad mental solicitó su acceso a los Pro­
gramas referidos en 2014. La autoridad determinó que, en tanto sus ingre­
sos eran mayores a la "Línea de Bienestar Mínimo" –es decir, a $1,245.12 pesos 
mensuales–, resultaba inelegible para acceder a alguno de estos progra­
mas, en términos de los numerales 3.2.1 y 3.3, de las Reglas del Programa 
de Oportunidades y de Apoyo Alimentario, respectivamente. Tal decisión fue 
impugnada a través del juicio contencioso administrativo y posteriormente 
en amparo directo, del cual conoció la Segunda Sala en revisión.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala determina que resultan inconstitucionales 
las reglas referidas, ya que, atendiendo al principio de igualdad sustantiva, 
tales normas debieron tomar en cuenta las necesidades, dificultades y des­
ventajas socio-económicas que enfrenta tal grupo vulnerable.

Justificación: Lo anterior, ya que los ingresos no son un indicador real del 
"nivel de vida" en el que se encuentran los hogares conformados por al menos 
una persona con discapacidad, pues estos hogares gastan en servicios y en 
bienes adicionales que requieren las personas con discapacidad por su diver­
sidad funcional. De ahí que una persona con discapacidad puede experimen­
tar un "nivel de vida" más bajo que otra sin discapacidad, a pesar de que 
ambas tengan el mismo nivel de ingresos. Por tanto, al establecer el ingreso 
como el único requisito para acceder a los mencionados programas sociales, 
sin la posibilidad siquiera de comparar dicho ingreso con los gastos adicio­
nales en que tienen que incurrir las personas con discapacidad para poder 
lograr contar con un "nivel de vida" equivalente al de las personas sin discapa­
cidad, se concluye que las referidas reglas generan un trato desigual para las 
personas que tienen que afrontar los costos de la discapacidad, lo cual viola 
el derecho humano a la igualdad.

2a. XLIX/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 8314/2019. Javier Ezra González Gómez. 23 de 
septiembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas; y se apartaron de consideraciones Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de noviembre de 2020 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. DEBE APLICARSE EN FAVOR 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
79, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE AMPARO. 

Hechos: Una persona con discapacidad promovió juicio de amparo directo 
para impugnar las Reglas de Operación 3.2.1 del Programa de Desarrollo 
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Humano Oportunidades y 3.3 del Programa de Apoyo Alimentario, vigentes 
en 2014, solicitando al Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento y, 
posteriormente, a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, que supliera la queja deficiente en su favor, atendiendo a su condición 
de discapacidad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala del Alto Tribunal determina que es proce­
dente suplir la queja deficiente en favor de las personas con discapacidad, 
en términos de la fracción VII del artículo 79 de la Ley de Amparo, misma 
que prevé su actualización en beneficio de quienes, "por sus condiciones 
de ... marginación se encuentren en clara desventaja social para su defensa 
en el juicio".

Justificación: Lo anterior, pues la finalidad de la fracción normativa en cita con­
siste en asegurarse de que las condiciones desfavorables en que se encuen­
tran determinados grupos sociales en nuestro país no se traduzcan, a su 
vez, en desventajas procesales y de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva. 
En ese sentido, la suplencia de la queja opera en favor de las personas con 
discapacidad, al pertenecer a uno de los grupos histórica y socialmente más 
vulnerables del país. Máxime cuando ello resulta congruente por los compro­
misos internacionales de mejorar la situación de las personas con discapaci­
dad, a través de la adopción de medidas positivas para reducir las desventajas 
estructurales que padecen tales personas. En ese sentido, es evidente que 
un trato jurisdiccional preferente resulta del todo justificado en tratándose de 
personas con discapacidad; de ahí que no sólo se debe atender a sus peti­
ciones y reclamos prescindiendo de la exigibilidad de ciertos tecnicismos o 
formalismos, sino que, al suplir la queja deficiente, los tribunales deben coadyu­
var a "dar voz" a quienes frecuentemente no son escuchados por su condición 
de vulnerabilidad.

2a. L/2020 (10a.)

Amparo directo en revisión 8314/2019. Javier Ezra González Gómez. 23 de 
septiembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
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Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas; y se apartaron de consideraciones Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de noviembre de 2020 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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